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Materias  de  gobifriio  que  laCoiintitncion 
cíildca  linjo  la  exclusiva  aiitori<lail  de  la 
Nación. 


1 — La  República  Argentina  estableció  su  ley  fundamental 
para  conseguir  seis  objetos  principales  :  constituir  la  uuion  na- 
cional, afianzar  la  justicia,  consolidar  la  paz  interior,  proveer  á 
la  defensa  común,  promover  el  bienestar  general  y  asegurar  los 
beneñcios  de  la  libertad  civil  para  nosotros,  para  nuestros  des- 
cendientes y  para  todos  los  hombres  del  mundo  que  quieran 
habitar  el  suelo  argentino. 

A  fin  de  lograr  estos  objetos  adoptó  la  forma  republicana  de 
gobierno,  organizada  según  el  sistema  federal ;  cuya  esplicacion, 
de  acuerdo  con  nuestros  estatutos  y  tradiciones,  será  la  materia 
de  la  tercera  parte  de  este  curso. 

Puesto  que  ya  conocéis  la  esencia  del  federalismo,  analizare- 
mos en  ella,  tan  solo  las  materias  de  gobierno,  respectiva- 
mente propias  de  la  Nación  ó  de  las  provincias  ;  aquellas  en  que 
la  Nación  y  las  provincias  pueden  actuar  concurrentemente  ; 
las  dificultades  que  nacen  de  coexistir  la  soberanía  nacional  con 
el  auto-gobierno  provincial ;  las  relaciones  normales  y  estraor- 
dinarias  de  las  provincias  entre  sí  y  con  la  Nación,  y  los  dere- 
chos y  preeminencias  de  la  Nación,  tanto  respecto  de  las  pro- 
vincias, como  i-especto  de  los  territorios  y  poblaciones  que  no 
forman  cuerpo  político  con  ninguna  de  ellas. 

2 — Ante  todo,  debemos  establecer  cuáles  son  las  materias  de 
gobierno  que  la  Constitución  coloca  bajo  la  autoridad  esclusiva 
de  la  Ilación. 

Pueden  éstas'ser  divididas  en  siete  grupos  principales. 

3 — El  primer  grupo  es  formado  por  todos  los  poderes  atiu- 
gentes  á  la  representación  exterior  del  pais. 


Que  estas  facultades  correspondan  á  la  Nación,  es  cosa  carac- 
terística de  todos  los  gobiernos  federales. 

Las  Naciones  pueden,  para  su  régimen  interno,  subdividirse 
confiriendo  á  centros  locales  de  autoridad  toda  la  suma  de  po- 
der que  crean  necesaria  para  llenar  los  fines  de  la  constitución 
del  gobierno;  pero  en  sus  relaciones  con  los  Estados  estrange- 
ros,  siempre  son  unas.  Las  subdivisiones  no  pueden  desagre- 
gar de  tal  modo  los  intereses  y  romper  de  tal  suerte  la  solida- 
ridad de  los  Estados,  que  ellos  dejen  de  tener  en  ninguna 
oportunidad  un  nombre  y  una  bandera, — porque  necesitan  tener 
una  capacidad  de  obligarse. 

Exactamente  sucede  lo  mismo  cuando  las  Naciones  lian  Uesra- 
do  al  federalismo  por  medio  de  subdivisión  de  un  estado  primi- 
tivamente consolidado,  que  cuando  han  llegado  á  él  por  medio  de 
la  aglomeración,  en  una  unidad  nacional,  de  Estados  ó  elemen- 
tos antes  por  completo  dispersos  y  soberanos.  Las  obligaciones 
internacionales  vienen  á  constituir,  para  los  países  que  la  con- 
traen, verdaderas  leyes,  y  estas  leyes  son  necesariamente  uni- 
formes. 

Por  eso  se  señala  como  un  enorme  error  de  la  organización 
dada  á  los  Estados-Unidos  por  los  artículos  de  la  confederación, 
lo  que  ellos  disponían  respecto  de  las  relaciones  exteriores  ;  por- 
que, si  bien  es  verdad  que  habían  conferido  al  Congreso  la  re- 
presentación del  país  ante  el  estrangero,  también  es  cierto  que 
no  se  privaba  por  completo  á  los  Estados  particulares  el  tener 
relaciones  exteriores ;  que  solo  les  era  pi'ohibido  declarar  la 
guerra  á  una  Nación  estrangera ;  pero  entre  tanto  tenían  facul- 
tad para  contraer  obligaciones  por  medio  de  Tratados.  Ademas, 
la  representación  conferida  al  Congreso  no  era  suficiente;  pues- 
to que  él  no  tenía  poder  para  obligar  por  sí  solo  á  la  Nación,  sino 
que  los  Tratados,  para  su  validez,  requerían  la  previa  ratificación 
de  los  Estados. 

La  tradición  argentina  ha  simplificado  el  procedimiento  y  la 
tarea  de  los  legisladores,  respecto  de  este  punto. 

4 — Todos  los  gobiernos  generales  desde  1810  hasta  1820,  ya 
tuvieran  un  origen  regular,  ya  tuvieran  un  origen  irregular, 
ya  nacieran  de  la  voluntad  auténticamente  manifiesta  del  pue- 


hlo  do  la,  Ropública,  ja  nacierau  de  arrobatamientos  de  fac- 
ciones locales,  estuvieron,  sin  ninguna  discrepancia  de  parte  de 
los  pueblos,  investidos  con  la  faculttid  do  dirijir  las  relaciones 
exteriores. 

Cuando  el  Congreso  y  ol  Diroctorio  cayeron,  en  1820,  y  las 
provincias  se  dispersaron,  los  pactos  de  ese  mismo  año  y  do 
1822,  entre  las  provincias,  confirieron  á  una  sola  autoridad,  al 
Gobernador  de  la  Provincia  do  Buenos  Aires,  la  facultad  do 
manejar  las  relaciones  exteriores. 

En  1825,  cuando  se  dicto  la  ley  Wnm.  ad^  fundamental,  del  23 
de  Enero,  se  estableció  fcambien  que  el  Poder  Ejecutivo  Nacio- 
nal provisorio,  investido  en  el  Gobernador  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  mauejaria  las  relaciones  exteriores  bajo  la  auto- 
ridad del  Congreso. 

Cuando  en  1826  fué  establecido  el  Poder  Ejecutivo  perma- 
nente, aquella  combinación  que  solo  liabia  tenido  un  carácter 
transitorio,  tomó  formas  regulares  y  definitivas. 

Disuelta  la  Nación  por  el  rechazo  de  la  Constitución  y  por 
la  clasui'a  del  Congreso  en  1828;  los  pactos  de  1829,  de  1830, 
de  1831  dieron  al  manejo  de  las  relaciones  exteriores  una  or- 
ganización semejante  á  la  que  le  hablan  dado  las  pactos  de 
1820  y  1822  ;  es  decir,  las  provincias  convinieron  en  que  el 
gobernador  de  alguna  de  ellas  seria  encargado  de  todas  las 
funciones  requeridas  para  manejarlas  hasta  ;que  la  Nación  fuese 
reconstituida. 

Desde  1835,  en  que  la  dictadura  de  Rosas  se  estableció,  hasta 
1851,  marcharon  así  las  cosas.  Pero  en  1851  Rosas  renovó  una 
de  tantas  hipócritas  tentativas  por  deshacerse  aparentemente 
de  la  autoridad.  Habíase  presentado  ante  la  Legislatura  de 
Buenos  Aires  alegando  que  su  mala  salud  y  el  convencimiento 
de  que  su  popularidad  decaía  en  la  Nación,  le  obligaban  á  aban- 
donar el  poder. 

Con  este  motivo  el  Gobernador  de  Catamarca  inició  un  plan 
tendente  (según  sus  palabras)  á  salvar  la  República  de  los  con- 
flictos que  la  amenazaban  si  Rosas  se  desprendía  de  la  autoridad. 

El  pian  consistía  en  declarar  necesaria  su  permanencia  al 
frente  de  los  negocios  nacionales,  sin  perjuicio  de  que,  para  no 
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recargarlo  cou  enormes  tareas,  se  desprendiera  de  la  autori- 
dad que  investia  como  gobernador  de  la  Pro^diicia  de  Buenos 
Aires. 

Todas  las  provincias ó  mejor  dicho,  todas  las  Legislatu- 
ras que  falsamente  asumian  la  representación  de  las  provincias, 
se  plegaron  sucesivamente  al  plan  del  Gobernador  de  Cata- 
marca,  y  Rosas  fué  declarado  gefe  supremo  de  la  Nación. 

De  esta  suerte  se  tendia  á  separar  el  manejo  de  las  relaciones 
exteriores,  (fundando  una  dictadura  nacional.)  de  las  funciones 
de  Gobernador  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  á  las  cuales 
estaban  anexas  en  virtud  de  los  pactos  de  1831. 

A  la  caída  de  Rosas  las  estipulaciones  del  u  Tratado  Cuadri- 
látero '-  volvieron  á  entrar  en  vigor ;  y  por  consiguiente  el  Go- 
bernador de  Buenos  Aires  asumió  el  manejo  de  las  relaciones 
exteriores. 

Duró  esto  poco,  porque,  en  Abril  del  mismo  año,  las  provin- 
cias trasladaron  este  encargo  al  Gobernador  de  Entre-Rios> 
que  habia  dirijido  la  guerra  contra  la  tiranía. 

En  Mayo  de  1852,  y  en  virtud  del  Acuerdo  de  los  Goberna- 
dores de  Provincia  celebrado  en  San  Nicolás  de  los  Arroyos,  el 
Gobernador  de  Entre-Rios  fué  exaltado  á  la  dignidad  de  "  Di- 
rector Provisorio  de  la  República  Argentina  "  y,  como  tal  asu- 
mió derechamente  el  encargo  de  las  relaciones  exteriores,  que 
sirvió  hasta  la  sanción  de  la  Constitución. 

En  1861,  habiendo  desaparecido  por  el  movimiento  revolu- 
cionario las  autoridades  nacionales,  las  provincias  volvieron  á 
encargar  interinamente  las  relaciones  exteriores  al  Goberna- 
dor de  Buenos  Aires. 

En  1862,  por  fin,  reintegrada  la  Nación  y  reconstituidos  los 
Poderes  Públicos,  hemos  entrado  al  orden  normal,  en  cuya  vir- 
tud el  Congreso  y  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación  tienen  la  re- 
presentación exterior  del  país. 

5 — De  esta  atribución,  fundada  en  principios  y  en  nuestras 
tradiciones,  se  siguen  otras  que  corresponden  igualmente  al 
Gobierno  Nacional.  Primera,  la  facultad  de  hacer  la  paz  y  de- 
clarar la  guerra.  Segunda:  la  facultad  de  organizar  y  gober- 
nar el  ejército  y  la  armada  naval ;  tercera,  la  de  espedir  cartas 


de  corso  y  represalias,  guardando  los  principios  del  Derecho 
Internacional. 

6 — La  segunda  categoria  de  atribuciones  á  que  me  he  referi- 
do, es  aquella  en  cuya  virtud  compete  al  Congreso  Nacional  le- 
gislar sobre  el  comercio  y  1»  navegación. 

La  legislación  sobro  el  comercio  abarca  tres  casos.  Primero 
el  comercio  exterior;  segundo,  el  comercio  inter-provincial  • 
y  tercero,  el  comercio  con  las  tribus  indias. 

7 — El  comercio  esterior  envuelve  cuestiones  de  relaciones  in- 
ternacionales.— El  comercio  de  provincia  á  provincia  envuelve 
gravísimas  cuestiones  de  interés  común  y  de  solidaridad  é  inte- 
reses efectivos,  entre  los  pueblos  que  componen  la  Nación.  El 
comercio  con  las  tribus  indias  envuelve  cuestiones  de  soberanía 
territorial ;  y  en  los  Estados  Unidos  de  Norte  América  es  objeto 
de  reglamentaciones  especiales. 

La  legitimidad  de  la  regla  en  cuya  virtud  esta  facultad  per- 
tenece al  Gobierno  federal  no  puede  ser  por  consiguiente  mas 
clara,  además  de  estar  abonada  por  el  ejemplo  de  todas  las  fede- 
raciones contemporáneas. 

8 — De  esta  atribución  se  siguen  otras,  que  pertenecerian  al 
Gobierno  federal  aunque  la  Constitución  categóricamente  no  lo 
estableciera  así. 

La  primera  es  la  facultad  de  legislar  exclusivamente  sobre 
Aduanas. 

La  anarquia,  y  la  dictadura  que  de  ella  resultó,  enervaron  la 
fibra  moral  y  cívica  de  este  pais  al  mismo  tiempo  que  empobre- 
cieron su  organismo  económico  ;  y  para  demostrarlo  bastarianos 
solo  recordar  en  breves  palabras  la  legislación  vigente  en  la 
República  Argentina,  en  materias  aduaneras,  en  la  época  de 
Rosas. 

En  aquel  período  cada  provincia  legislaba  por  sí  sola  en  este 
punto  :  los  derechos  de  tránsito  eran  rentas  provinciales ;  y  el 
establecimiento  de  los  derechos  de  tránsito  nada  menos  impor- 
taba que  el  establecimiento  de  Aduanas  inter-provmciales,  es 
decir,  la  reducción  del  comercio  interno  del  pais  á  las  mismas 
condiciones  y  su  sujeción  á  las  mismas  trabas,  que  el  comercio 
internacional. 


Rosas,  en  algunas  oportunidades,  y  singularmente  en  un 
mensaje  de  1848,  se  empeñaba  en  aconsejar  á  las  provincias  que 
renunciaran  á  esta  fuente  do  renta,  manifestando  los  inconve- 
nientes que  entrañaba  para  la  riqueza  general  y  pai'a  la  unidad 
de  los  pueblos  entre  sí. 

No  creo  que  procediera  sinceramente ;  primero,  por  que  el 
consejo  era  bueno  ;  y  en  segundo  lugar,  por  que  si  él  hubiera 
positivamente  deseado  obtener  una  modificación  en  la  legisla- 
ción aduanera,  asi  como  babia  conseguido  cori'omper  la  con- 
ciencia, alterar  la  moral,  destruir  todas  las  leyes  y  modificar 
por  completo  las  condiciones  de  la  vida  de  la  Nación,  habria  sin 
duda  alguna  llevado  su  omnipotencia  hasta  conseguir  deseo  tan 
razonable. 

La  Constitución  de  1853  establecía  ya  los  principios  esclare- 
cidos por  nuevas  discusiones  y  aun  por  alguna  reforma  de  de- 
talle en  la  Constitución  cuando  fué  revisada  en  1860;  pero  tan 
vigorosamente  radicado  estaba  ya  el  principio  de  la  unidad 
aduanera  y  de  la  unidad  intríseca  de  los  inteseses  económicos 
de  la  Nación,  que  cuando  en  1856  dictó  el  Congreso  de  la  Con- 
federación la  ley  llamada  de  los  derechos  diferencíales,  ley  de 
guerra  contra  la  provincia  de  Buenos  Aires  que  se  encontraba 
entonces  separada  de  la  Nación,  una  de  sus  cláusulas  establecía 
categóricamente  que  los  productos  de  esta  Provincia  serian  libres 
en  su  circulación  en  el  territorio  de  la  República,  bajo  el  con- 
cepto de  ser  productos  Nacionales. 

9 — Algunos  han  argumentado  que  las  Provincias  tienen  ó 
deben  tener  facultad  para  establecer  derechos  de  exportación, 
y  se  han  apoyado  para  ello  en  dos  razones — Han  dicho,  que  el 
objeto  en  vista  del  cual  la  Constitución  ha  establecido  que  el 
Congreso  legisla  sobre  comercio,  es  el  de  establecer  leyes  uni- 
formes respecto  del  comercio  exterior ;  y  han  alegado  el  ejem- 
plo de  los  Estados  Unidos,  Nación  federativa  como  nosotros, 
cuya  Constitución,  no  obstante  tender  á  la  unidad  en  materia 
de  legislación  mercantil,  autoriza  también  la  facultad  de  los 
Estados  para  establecer  derechos  do  exportación. 

Estas    dos    observaciones   se   destruyen  fácilmente.     La  pri- 
mera, por  que  no  es  menester  razonamiento  de  ningún  género 


para  probar  que  legislar  sobro  la  exportación  es  (exactamente 
lo  mismo  que  legislar  sobre  la  importación)  reglamentar  el 
comercio  esterior ;  y  la  segunda,  por  que  no  es  exacto  que  en  los 
Estados  Unidos  tengan  los  Estados  particulares  la  facultad  de 
dictar  leyes  estableciendo  derechos  de  exportación — La  Cons- 
titución solo  consiente  que  puedan  establecer  algunos  pequeños 
impuestos  á  la  exportación  con  el  objeto  de  C(«stear  los  servicios 
que  la  ejecución  de  sus  leyes  parciales  de  policía  demandan ; 
pero  con  la  obligación  estricta  de  entregar  al  tesoro  federal  todo 
el  exceso  que  resulte  del  monto  total  de  dichos  impuestos,  una 
vez  cubiertos  los  gastos  particulares  á  que  pueden  ser  afectadas. 

10 — Otra  consecuencia  que  se  sigue  también  de  la  capacidad 
de  la  Nación  para  legislar  sobre  materias  mercantiles,  es  la  de 
dar  leyes  sobre  bancarrotas. 

En  los  Estados-Unidos,  sin  embargo  de  que  el  Congreso  no 
dicta  leyes  generales  en  materia  civil,  (puesto  que  toda  la  legis- 
lación del  orden  puramente  social  pertenece  á  cada  uno  de  los 
Estados)  la  legislación  sobre  bancarrotas  tiene  carácter  Nacional, 
y  la  Constitución  lo  ha  establecido  así,  como  una  concecuencia 
forzosa  de  la  facultad  genéricamente  conferida  al  Congreso  de 
legislar  sobre  materias  mercantiles. 

11 — Está  en  el  mismo  caso  la  legislación  sobre  moneda  y 
su  falsificación ;  puesto  que  la  moneda  es  el  medio  universal  de 
los  cambios  y  un  resorte  de  unidad.  La  facultad  en  cuya  virtud 
puede  el  Congreso  establecer  Bancos  é  ".ntervenir  en  los  de 
emisión  que  se  funden  bajo  la  autoridad  Je  las  Provincias,  es 
armónica  también  con  este  anhelo  de  uniformar  el  movimiento 
mercantil  y  sus  reglas.  En  idéntica  razón  se  funda  la  facultad 
conferida  al  Gobierno  General  para  establecer  un  sistema  uni- 
forme de  pesos  y  medidas ;  tanto  mas  cuanto  que  la  tendencia 
de  los  pueblos  modernos,  conduce  á  la  unidad  universal  sobre 
esta  materia ;  y  hoy  dia  no  solo  está  regida  por  una  ley  nacio- 
nal, sino  por  una  ley  internacional,  en  virtud  del  Tratado  fir- 
mado por  la  República  Argentina  en  1877. 

12 — Está  facultado  también  el  Congreso  para  dictar  leyes 
especiales  y  las  autoridades  federales  para  intervenir  esclusiva- 
m.ente  en  todos  los  casos  de  piratería. 
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Los  casos  de  piratería,  envuelven  cuestiones  de  seguridad  del 
comercio ;  y  desde  que  corresponde  esclusivamente  al  Gobierno 
federal,  estatuir  una  legislación  sobra  materias  mercautiles,  es 
claro  que  deben  corresponderle  también  todas  las  facultades 
requeridas  para  garantir  su  seguridad. 

Además,  envuelve  cuestiones  relativas  al  ejercicio  de  la  sobe- 
ranía que  todas  las  naciones  tienen  en  los  mares  libres;  y  por 
consiguiente,  es  claro  que  siendo  (del  punto  de  vista  de  las 
relaciones  esteriores)  la  República  Argentina  un  Estado,  á  ella 
le  corresponde  el  ejercicio  de  esta  facultad,  como  de  todas  las 
que  comprometan  intereses  internacionales. 

13 — Las  facultades  que  reuniremos  en  el  tercer  grupo  son 
aquellas  en  cuya  virtud  el  Congreso  puede  legislar  sobre  ciu- 
dadanía y  naturalización. 

La  Constitución  se  propone  asegurar  la  libertad  civil  y  ga- 
rantirla por  medio  de  la  libertad  política. 

Estatuir  sobre  ciudadanía  es  equivalente  á  reglamentar  el  ejer- 
cicio de  la  libertad  política. 

Por  consecuencia,  es  claro  que  esta  atribución  está  regular- 
mente conferida  al  Gobierno  federal. 

Respecto  de  la  naturalización,  la  cuestión  es  todavía  mas  cla- 
ra. No  insistiré  sobre  lo  que  nuestra  Constitución  y  nuestras 
leyes  establecen  positivamente  sobre  esta  materia,  ni  sostendré 
que  la  ley  Argentina,  sea  en  absoluto  y  en  todos  sus  detalles 
acertada ;  creo,  por  el  contrario,  que  no  lia  consultado  sufi- 
cientemente todas  las  cuestiones  de  derecho  internacional  que 
afecta  una  ley  de  naturalización ;  y  pienso  que  se  ha  faltado  en 
ella  á  la  prudencia  esquisitamente  observada  en  la  ley  (que 
bajü  este  punto  de  vista  pudiera  servir  de  modelo)  promulgada 
en  Suiza  en  1876;  pero  eso  mismo  demuestra  la  necesidad  de 
que  las  lej^es  de  naturalización  sean  dadas  por  la  autoridad  que 
representa  al  puís  ante  el  estrangero  y  que  maneja  las  relaciones 
exteriores. 

14 — La  cuarta  categoría  de  estas  atribuciones  inviste  al  Go- 
bierno Federal  con  las  facultades  del  patronato  Nacional.  Sobre 
este  punto  me  he  esplicado  también  ya  en  todo  lo  sustancial. 
Todas  las  Constituciones  escritas  de  la  República  Argentina  han 


—  11  — 

establecido,  al  reviiulioar  el    derecho   de  patronato,    que  debia 
ejercerlo  la  autoridad  Nacional. 

Dos  ]'azones  capitales  se  han  alegado  (i  este  respecto  :  primera 
el  fundiimeríto  atribuido  al  derecho  de  patronato;  segunda,  la 
condición  de  las  creencias  religiosas  en  la  República  Argentina. 

Se  ha  sustentado  que  el  derecho  de  patronato  es  inherente  á 
la  Soberanía  Nacional  y  observando  la  uniformidad  de  creencias 
existentes  en  el  país,  se  ha  concluido  que  el  ejercicio  del  patro- 
nato debe  pertenecer  al  Gobierno  General  de  la  Nación. 

Que  la  primera  afirmación  es  falsa  y  sofística  no  lo  repetiré 
aquí  ni  me  empeñaré  en  demostrarlo  de  nuevo. 

La  segunda  observación  da  razón  suficiente  de  por  qué  una 
vez  consentido  el  derecho  de  patronato,  se  ha  separado  la  Cons- 
titución Argentina  de  la  doctrina  á  este  caso  aplicable  y  que 
contiene  la  de  los  Estados-Unidos. 

La  primera  cláusula  escrita  en  Norte-América,  respecto  de 
religión  y  tendente  á  separar  la  acción  del  Estado  de  la  acción 
religiosa,  es  una  de  las  enmiendas  de  la  Constitución  Federal 
en  la  cual  se  declara  que  el  Gobierno  Federal  no  dictará  leyes 
sobre  la  materia.  El  objeto  que  los  Estados  al  sugerir  esa  en- 
mienda se  proponían,  era  tan  solo  prohibir  al  Gobierno  Federal 
que  interviniera  en  asuntos  religiosos  y  reservar  á  los  Estados 
particulares  plena  autoridad  para  estatuir  sobre  ellos;  inducién- 
dolos á  proceder  en  ese  sentido  la  divergencia  de  creencias  entre 
los  Estados.  En  la  República  Argentina  la  uniformidad  de 
creencias  existia ;  y  por  consecuencia  la  legislación  debia  ser 
diversa. 

Bajo  la  dictadura  de  Rosas;  el  encargado  de  las  relaciones 
exteriores,  estaba  también  encargado  del  ejercicio  del  patronato 
eu  cuanto  afectaba  á  aquellas  ;  pero  en  materia  de  puro  orden 
interior  pertenecía  á  las  Provincias,  no  obstante  lo  cual,  Rosas 
espedía  exequátur  á  hrevcs  de  intereses  puramente  personales  y 
que  debian  tener  ejecución  en  territorio  extraño  al  de  la  Provin- 
cia de  Buenos  Aires. 

La  Constitución  actual  declara  que  el  derecho  de  patronato 
es  ejercido  por  el  Presidente  de  la  República  y  que  corresponde 
al  Congreso  organizar  su  ejercicio. 
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El  Congreso  ha  prescindido  hasta  este  momento  del  deber  de 
dictar  la  ley  correspondiente. 

En  1855  el  Yice-Presidente  de  la  República,  en  ejercicio  del 
Poder  Ejecutivo  Nacional,  dictó  un  decreto  en  el  cual  se  estable- 
ce que  hasta  tanto  que  el  Congreso  dicte  la  ley  reglamentaria  del 
ejercicio  del  patronato,  el  vice  patronato  pertenecerá  á  las  Pro- 
vincias. 

La  nulidad  de  este^decreto  salta  á  los  ojos. — La  facultad  de 
reglamentar  el  derecho  de  patronato  es  facultad  del  Congreso. — 
El  Poder  Ejecutivo  Nacional  no  está  habilitado,  en  este  ni  en 
ningún  otro  caso,  para  reemplazar  la  acción  del  Congreso  y  su- 
plir su  silencio. 

Hay  declaraciones  de  Constituciones  Provinciales  en  cuya 
virtud  ciertas  Provincias  se  declaran  de  derecho  investidas  con 
el  ejercicio  del  vic  patronato.  La  Constitución  Nacional,  ley 
suprema  del  país,  ¿ice  que  el  patronato  pertenece  á  la  Nación  y 
que  su  ejercicio  será  reglamentado  por  el  Congreso. — Luego 
estas  declaraciones  d3  las  Constituciones  de  Provincias  no  tienen 
mayor  validez  que  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  1855. 

15 — Coloco  en  la  quinta  categoría  la  facultad  conferida  al 
Gobierno  Federal  para  arreglar  lor  límites  de  la  Nación,  fijar 
los  de  las  Provincias  y  resguardar  las  fronteras  y  manejar  las 
relaciones  con  los  indíjenas. 

La  primera  de  estas  facultades,  es  decir,  la  de  arreglar  los  lí- 
mites de  la  Nación,  es  evidentemente  una  cuestión  de  relaciones 
exteriores. 

La  facultad  de  fiijar  los  límites  de  las  Provincias  procede  del 
carácter  especial  que  tiene  nuestra  federación  y  difiere  de  las 
conferidas  al  Gobierno  de  la  Union  por  la  Constitución  Norte- 
Americana,  en  virtud  de  antecedentes  que  esplicaré  en  oportu- 
nidad. 

Respecto  deja  tercera,  es  decir,  de  la  facultad  de  resguardar 
las  fronteras  y  manejar  las  relaciones  con  los  indígenas,  poco 
tendré  que  decir. 

Los  estatutos  de  los  Estados-Unidos  establecen  que  los  terri- 
torios indios  son  de  dominio  nacional ;  pero  que  las  tribus  sal- 
vajes disfrutan  de  su  posesión  sin   poder  trasmitirla  á  soberanía 
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estrangera,  y  sujetándose  á  todas  las  limitaciones  que  se  hagan 
necesarias  para  servir  los  intereses  de  la  raza  blanca. 

En  consecuencia  de  este  estado  intermediario  de  los  indios  en 
conexión  con  el  soberano  del  territorio,  ellos  están  bajo  el  pa- 
trocinio del  Gobierno  Federal,  que  según  leyes  de  1869  y  1870, 
lo  ejerce  por  intermedio  de  una  corporación  especial  elegida  por 

el  Presidente. 

Nuestras  leyes  no  han  definido  la  condición  de  los  in- 
dios ;  pero  el  punto  de  partida  de  nuestras  relaciones  con  ellos, 
como  el  de  la  fundación  de  nuestra  sociedad,  es  la  conquista  del 
territorio  por  los  hombres  de  nuestra  raza ;  y  el  hecho  de  reco- 
nocerles facultad  para  gobernarse  según  sus  costumbres,  con- 
curre á  demostrar  que  su  situación  respecto  del  Gobierno 
Argentino,  es  exactamente  idéntica  á  la  de  los  indios  de  Norte- 
América   respecto    del    gobierno    civilizado    de    los    Estados 

Unidos. 

Por  otra  parte,  en  la  República  Argentina  se  ha  reconocido 
á  los  salvajes  lo  que  los  Estados-Unidos  les  niegan,  por  ley  de 
1867,  es  decir,  la  facultad  de  hacer  tratados,  y  la  correlativa  de 
hacerla  guerra  como  estrangeros. 

Siendo  todo  esto  así,  se  percibe  fácilmente  que  en  el  dominio 
del  territorio  de  los  indios  y  en  sus  relaciones  con  la  población 
civilizada  y  con  la  autoridad  argentina,  está  comprometida  una 
cuestión  de  soberanía  nacional;  y  por  lo  tanto,  un  orden  de  in- 
tereses forzosamente  sometido  á  la  ley  federal. 

16— La  sesta  categoría  de  estas  facultades,  es  la  que  abarca  la 
legislación  sobre  postas  y  correos. 

La  uniformidad  de  la  legislación  sobre  postas,  tiene  por  obje- 
to facilitar  la  comunicación  interior ;  ó,  lo  que  es  lo  mismo,  con- 
solidar la  unidad  económica  de  las  provincias  y  de  los  territorios 
que  componen  la  Nación. 

La  unidad  de  la  legislación  respecto  de  los  correos,  afecta 
relaciones  económicas  de  la  Nación  con  los  estados  estrangeros. 

No  solo  necesita  ser  uniforme  y  nacional,  según  invariable 
ejemplo  de  todas  las  naciones  cultas,  sino  que  tiende  hoy  á  ser 
universal  en  todos  los  estados. 

La  República   Argentina  se  ha  adherido  á  este  movimiento 
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por    muclios  tratados   postales,  y  finalmente  por  su  incorpora- 
ción á  la  liga  de  Berna,  en  1877. 

17 — La  sétima  categoría  de  estas  atribuciones,  es  aquella  en 
cuya  virtud  el  Congreso  puede  lesgislar  esclusivnmente  sobre 
territorios  y  sobre  sitios  destinados  á  establecimientos  naciona- 
les :  todo  esto  en  la  forma,  con  la  tendencia  y  bajo  las  limitacio- 
nes, que  esplicaré  al  tratar  los  capítulos  19  y  26  del  programa. 


II 


Materias  de  gobierno  en  que  la  Coustitu- 
cion  permite  el  ejercicio  simultáneo  de  la 
autoridad  de  la  Nación  y  de  la  autoridad  de 
las  Provincias — los  Códigos  y  la  jurisdicción 
provincial. 


18 — Hay  materias  de  gobierno  en  que  la  Constitución  con- 
siente el  ejercicio  simultáneo  de  la  autoridad  de  la  Nación  y  de 
la  autoridad  de  las  Provincias. 

19 — Repárece  en  primer  lugar  que  la  Nación  Argentina  está 
en  formación.  Nuestro  territorio  es  enorme ;  nuestra  población 
escasísima.  Nuestra  riqueza  natural  remata  en  una  lastimosa 
pobreza  económica.  No  solo  no  formamos  una  Sociedad  que 
considerada  como  Estado  nacional  tenga  vigor  y  una  complexión 
robusta  y  sangre  de  riqueza  en  ferviente  circulación  por  todas 
las  arterias,  sino  que,  consideradas  las  provincias  argentinas 
como  subdivisiones  administrativas  ó  centros  elementales  de 
seberanía  política,  advertiremos  que  son,  en  su  enorme  mayoría, 
tan  insuficientes  é  incapaces  de  desempeñar  su  propio  papel,  que 
no  pueden  menos  de  producir  una  imperfección  general  del 
sistema  federativo  de  gobierno. 

La  Constitución  Argentina  tiene  un  artículo  en  el  cual  se 
obliga  el  Gobierno  General  á  subvencionar  aquellas  provincias 
cuya  renta  no  alcance  á  cubrir  su  presupuesto. 

Esto  es  insólito  en  la  historia  de  todas  las  federaciones  del 
mundo ;  pero  el  legislador  se  vio  forzado  á  aceptar  en  la  catego- 
ría de  provincias  todos  los  centros  que  tal  derecho  reclamaban, 
cediendo  álos  impulsos  de  las  facciones  revolucionarias  y  á  los 
arrebatamientos  de  la  anarquía,  aunque  no  tuvieran  capacidad 
efectiva  para  gobernarse  por  sí  mismas,  y  satisfacer  sus  propias 
necesidades ;  en  una  palabra,  fué  menester  aceptar  los  produc- 
tos de  la  revolución,  porque  si  otra  cosa  se  hubiera  pretendido, 
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según  el  plan  de  Passo  de  1827,  la  pacificación  del  país  habria 
sido  imposible,  la  unidad  nacional  no  se  habria  consolidado,  la 
Constitución  habria  sido  repelida  como  en  1828,  por  movimien- 
tos subversivos  de  la  plobe  capic^neada  por  caudillos. 

Pero  entretanto,  es  urgente  salir  de  este  estado  lastimoso  de 
cosas;  es  menester  constituir  un  cuerpo  vigoroso  á  fin  de  tener 
una  nacionalidad  robusta. 

Cuáles  sean  los  medios  por  los  cuale^^  puede  promoverse  el 
desarrollo  económico  del  país,  que  es  uno  de  los  fines  de  la  Cons- 
titución, es  asunto  que  estudiaremos  detalladamente  cuando  nos 
ocupemos  de  las  atribuciones  concernientes  al  Gobierno  Federal. 

Por  ahora  nos  bastará  señalarlos  en  general. 

Es  menester  poblar.  Un  argentino  ilustre  lo  ha  dicho  :  En 
la  República  Argentina,  gobernar  es  poblar. — Por  consiguiente, 
el  fomento  de  la  inmigración  es  verdadera,  urgente,  premiosa 
necesidad  de  la  República. 

Pero  si  es  verdad  que  poblar  es  gobernar  en  nuestro  país, 
también  es  cierto,  que  no  vale  la  pena  de  gobernar  sino  se  ha 
de  poblar  bien.  Por  eso  la  Constitución  ha  previsto  esta  defi- 
ciencia de  otras  legislaciones  y  no  ha  autorizado  al  Congreso 
ciegamente  á  fomentar  toda  clase  de  inmigración,  sino  la  in- 
migración europea,  es  decir  la  inmigración  culta,  la  inmigración 
blanca. 

Pero  no  bastaría  traer  la  inmigración,  ni  colocarla :  es  me- 
nester fomentar  j  mejorar  nuestra  viabilidad  para  facilitar  el 
cambio,  sin  él  cual  no  hay  valores  económicos  ni  por  consiguiente 
riqueza;  y  facilitar  las  operaciones  del  comercio  por  el  desar- 
rollo del  crédito  bancario. 

A  todos  estos  objetos  ha  previsto  la  Constitución,  y  en  todos 
ellos  permite  el  ejercicio  simultáneo  déla  autoridad  de  las  pro- 
vincias y  de  la  autoridad  nacional. 

Según  que  las  tierras  por  poblar  pertenezcan  al  dominio 
nacional  ó  al  de  las  provincias,  la  protección  sobre  la  inmigra- 
ción y  la  legislación  sobre  colonias,  debe  pertenecer  también, 
ya  á  la  autoridad  nacional,  ya  á  la  de  las  provincias. 

La  viabilidad  vecinal,  la  viavilidad  interna  de  una  provincia, 
y  la  que  facilite  la  comunicación  entre  dos  provincias  limítrofes, 


—  17  — 

son,  ó  pueden  ser,  materia  de  gobierno,  de  legislación  y  de  re- 
cursos provinciales  ;  entretanto  que  la  viabilidad  general,  ten- 
dente á  conuinicar  todos  los  puntos  del  territorio  nacional, 
pertenece  á  la  autoridad  nacional  y  debe  estar  á  su  cargo. 

20 — En  materia  de  bancos,  la  Constitución  Argentina  ha  sido 
mas  esplícita  que  la  de  los  Estados  Unidos. 

Por  eso  no  ha  dado  lugar  el  asunto  á  las  contradiciones  en 
que  se  ha  incurrido  en  Norte- América. 

La  materia  está  regida  en  la  Constitución  de  los  Estados- 
Unidos,  solo  por  dos  cláusulas;  la  primera,  es  la  que  dá 
facultad  al  Congreso  para  arreglar  el  curso  y  valor  de  la  mone- 
da ;  y  la  segunda,  la  que  prohibe  á  los  Estados  hacer  circular 
como  moneda,  papeles  de  crédito  emitidos  con  su  garantía. 

Eespecto  de  la  primera  cláusula  las  interpretaciones  han  sido 
variables,  en  razón  de  los  intereses  que  han  preponderado  en 
los  consejos  gubernativos  en  distintas  épocas. — Así,  hasta  1835, 
ha  predominado  esta  doctrina  :  que  el  Congreso,  en  virtud  de  la 
facultad  que  le  estaba  conferida,  de  arreglar  el  curso  y  valor  de 
la  moneda,  estaba  incidentalmente  facultado  también  para  esta- 
blecer Bancos  ó  incorporarlos. — Desde  1835  hasta  1860  han 
predominado  intereses  opuestos  á  aquellos;  y  se  entendía  que  un 
Banco  nacional,  por  el  hecho  de  ser  un  arma  financiera  sobre 
manera  poderosa,  ponía  en  peligro  la  soberanía  política  y  los 
derechos  á  ella  conexos,  de  cada  uno  de  los  Estados  de  la  Union. 
Pero  desde  1860  hasta  hoy  dia,  bajo  el  influjo  de  ideas  tan  cen- 
tralistas como  jamás  han  preponderado  en  el  gobierno  de  loa 
Estados-Unidos,  se  ha  entendido  que  es  incumbencia  del  Con- 
greso legislar  por  completo  sobre  la  materia ;  y  desde  entonces 
cerca  de  dos  mil  Bancos  se  han  establecido  bajo  la  autoridad 
de  la  Nación  y  según  sus  leyes  reglamentarias.  El  enorme 
impuesto  que  gravita  sobre  la  circulación  fiduciaria  de  los  Ban- 
cos fundados  por  los  gobiernos  locales,  ó  por  compañías  particu- 
lares con  cartas  de  los  gobiernos  locales,  hace  casi  imposible  la 
subsistencia  de  estos  establecimientos  y  pone  á  la  circulación 
bancaria  bajo  la  esclusíva  autoridad  de  la  Nación. 

La  cláusula  que  prohibe  á  los  Estados  hacer  circular  como 
moneda  papeles  de  crédito  con  su  garantía,  se  ha  entendido  que 
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no  prohibía  el  establecimiento  de  Bancos  de  emisión  ;  sino  que 
solamente  cortaba  el  abuso  introducido,  bajo  la  Confederación, 
en  cuya  virtud  los  Estados  hacían  circular  como  moneda  billetes 
de  Tesorería,  muy  distintos,   por  cierto,  de  papel  bancario. 

La  Ley  de  Bancos,  de  1860,  frustra  casi  por  completo  todas 
las  consecuencias  que  de  esta  interpretación  se  seguirían. 

La  Constitución  Argentina  es  mucho  mas  clara.  Ella  auto- 
riza al  Congreso,  en  el  inciso  5?  del  artículo  67,  á  establecer  un 
Banco  Nacional  con  facultad  de  emitir  billetes  y  sus  sucursales 
en  las  provincias ;  y  declara  que  las  Provincias  pueden  autori- 
zar el  establecimiento  de  bancos  de  emisión,  previo  consenti- 
miento del  Congreso. 

Por  lo  tanto,  vemos  que  la  facultad  del  Congreso  no  es  in- 
cidental, ni  deducida  por  interpretación :  es  esplícíta ;  como  es 
esplícita  también  la  facultad  de  las  provincias. 

21 — La  Constitución  permite  también  el  ejercicio  simultáneo 
de  autoridad  de  parte  de  la  Nación  y  de  parte  de  las  Provin- 
cias en  lo  relativo  al  fomento  de  la  industria  y  á  la  introducción 
de  las  artes  útiles. 

Sin  embargo,  la  facultad  de  las  Provincias  en  esta  materia 
está  limitada  de  la  manera  que  espuse  al  esplicar  el  capítulo  39 
del  programa,  y  bajo  los  principios  que  esclareceré  al  tratar 
del  capítulo  21 ;  es  decir,  está  limitada  por  las  restricciones,  no 
esplícitas  pero  sí  implícitas  y  concluy entes,  puestas  por  la  legisla- 
ción nacional  á  las  provincias,  respecto  de  patentes  y  privilejios; 
y  por  el  principio  en  cuya  virtud  las  leyes  nacionales,  sobre  esta 
y  cualquiera  otra  materia,  son  supremas  y  deben  doblegar  las 
legislaciones  y  autoridades  de  provincia. 

22 — Otra  materia  de  legislación  uniforme  y  de  legislación 
provincial  simultáneamente,  e&  la  instrucción  pública. 

He  esplicado  en  otra  oportunidad  porqué  razón  es  legítimo 
que  los  poderes  públicos  intervengan  en  materias  de  enseñanza. 
En  la  instrucción  no  solamente  están  comprendidos  intereses 
privados;  están  también  envueltos  gravísimos  intereses  socia- 
les, y  eso  legitima  la  acción  legal.  Y  los  intereses  sociales  en- 
vueltos en  la  instrucción  pública  son  tales,  y  de  tal  magnitud, 
que  deben  escitar  el  esfuerzo  común  y  solidario,  condensado  en 
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todos   los   grados  gerárquicos  de  gobierno — ol    Municipio,    lu 
Provincia,  y  la  Nación. 

23 — Es  también  facultad   concurrentemente   ejercida   por   la 
Nación  y  las  Provincias,  la  de  levantar  renta,    imponiendo  con- 
tribuciones directas  é  indirectas. 
Hay  una  escepcion  á  esta  regla. 

Las  Provincias  no  pueden  en  ningún  caso  imponer  derechos 
á  la  importación  ni  á  la  esportacion  de  productos ;  porque  esto 
68  de  esclusiva  facultad  nacional. 

El  poder  de  las  Provincias  y  de  la  Nación  de  levantar  simul- 
táneamente renta,  nace  de  que  la  Constitución  organiza  go- 
biernos con  poder  para  conservarse  y  autoridad  directa  sobre 
las  personas  y  las  cosas,  en  el  radio  de  sus  funciones. 

Se  sigue  de  aquí  que  no  teniendo  otras  limitaciones,  las  Pro- 
vincias y  la  Nación  pueden  establecer  impuestos  sobre  las  mis- 
mas bases,  ó  que  recarguen,  aunque  en  distinta  forma,  los  mis- 
mos valores  :  á  salvo  siempre  la  prioridad  de  la  Nación  para 
recaudar  los  suyos,  según  lo  esplicaré  en  otra  oportunidad. 

24 — Finalmente,  he  dicho  que  uno  de  los  objetos  que  la 
Constitución  se  propone  es  afianzar  la  justicia. 

Este  móvil  envuelve  dos  propósitos  :  primero,  el  de  regulari- 
zar el  orden  social;  segundo,  él  de  hacer  efectivos  los  estatutos 
que  con  ese  objeto  se  han  formulado :  de  otro  modo  :  legislar 
y  aplicar  las  leyes. 

La  primera  función  pertenece  á  la  Nación  y  subsidiariamente 
á  las  Provincias. 

El  inciso  1 1  del  artículo  67  de  la  Constitución,  dice  que  cor- 
responde al  Congreso  dictar  los  códigos  civil,  penal,  comercial 
y  de  minería. — Y  el  artículo  108,  autoriza  á  las  Provincias  á 
dictar  estos  códigos  entretanto  que  el  Congreso  no  lo  haya 
hecho. 

La  segunda  facultad,  es  decir,  la  de  hacer  efectivos  los  esta- 
tutos legales,  la  de  administrar  justicia,  corresponde  simultá- 
neamente á  la  Nación  y  á  las  Provincias,  según  que  las  personas 
ó  cosas  comprometidas  en  los  juicios  cayeren  bajo  una  ú  otra 
jurisdicción.  Teniendo  facultad  las  provincias  y  la  Nación,  ó 
teniendo,  mas  bien  que  facultad,   deber  de  organizar  tribunales 
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para  asegurar  la  recta  administraciou  de  la  justicia,  se  sigue  que 
la  Nación  y  las  provincias  respectivamente  tienen  plena  facul- 
tad para  organizar  el  procedimiento  judicial ;  y  el  procedimien- 
to judicial  es  una  rama  del  derecho. 

La  facultad  de  las  Provincias  bajo  este  punto  de  vista  es  am- 
plia é  ilimitada.  Aunque  se  trate  de  legislaciones  dadas  uni- 
formemente para  la  Nación ;  aunque  esas  legislaciones,  como 
ha  sucedido  en  la  República  Argentina  con  el  Código  de  Co- 
mercio, hayan  tenido  en  cuenta  determinadas  organizaciones 
judiciales  existentes  al  tiempo  en  que  fué  puesta  en  vigencia, 
las  Provincias  pueden  alterar  esas  jurisdicciones  y  la  organiza- 
ción de  los  tribunales,  como  la  Provincia  de  Buenos  Aires  lo 
ha  hecho,  suprimiendo  los  antiguos  tribunales  de  gremio  para 
establecer  en  materias  de  comercio  tribunales  letrados,  sin 
que  se  entienda  que  esto  importa  un  abuso  por  parte  de  las  Pro- 
vincias, una  ostensión  exorbitante  é  injustificada  de  sus  atribu- 
ciones. 

25 — La  disposición  del  inciso  1 1  del  artículo  67  de  la  Cons- 
titución, que  faculta  al  Congreso  para  dictar  los  códigos  civil, 
penal,  comercial  y  de  minería  era  insólita  en  las  Constituciones 
federales  hasta  la  organización  del  Imperio  Alemán. 

La  uniformidad  de  legislación  en  Alemania  corresponde  al 
anhelo  de  absorción  por  parte  de  la  Prusia. 

En  toda  otra  nación  federal  anterior  á  aquella  Constitución, 
y  posterior  6  anterior  á  la  Argentina,  la  legislación  civil,  penal, 
comercial,  etc.,  son  declaradas  de  esclusiva  competencia  de  las 
Provincias ;  pero  se  han  alegado  razones  verdaderamente  pode- 
rosas para  abonar  el  acierto  con  que  la  Constitución  ha  confe- 
rido al  Congreso  esta  autoridad. 

En  primer  lugar,  se  argüía  con  la  carencia  de  elementos  cien- 
tíficos bastantes  en  las  Provincias  para  acometer  una  reforma 
de  la  legislación  que  era  necesaria  á  fin  de  adecuarla  á  los  prin- 
cipios establecidos  en  la  Constitución  Nacional. 

En  segundo  lugar,  se  observaba  que  existiendo  una  unidad 
tradicional  en  el  derecho  y  en  la  legislación  en  el  país,  ningún 
inconveniente  serio  habia  para  atribuir  al  Congreso  la  facultad 
de  dictar  los  códigos  ;  puesto  que  ninguna  regla  consuetudina- 
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riamente  establecida  en  una  Provincia  vendria  á  ser  derogada, 
ningún  interés  herido,  ningún  derecho  violado  por  la  unificación 
dada  á  las  leyes  del  orden  civil. 

Puede  añadirse  también  que  por  medio  de  la  jurisprudencia, 
las  provincias  están  en  aptitud  de  formarse  un  derecho  consue- 
tudinario adecuado  á  su  índole  especial,  aunque  se  desarrolle 
bajo  una  legislación  sustancialmente  uniforme. 

26 — Pero  hay  una  cuestión  que  muchas  veces  ha  sido  susci- 
tada y  resuelta  en  diverso  sentido  :  ¿  No  tienen  las  provincias 
facultad  de  arreglar  la  legislación  á  sus  propias  necesidades  y  á 
su  índole,  sino  por  medio  de  la  jurisprudencia  ?  O  de  otro  modo 
— ¿no  pueden  las  Provincias  modificar  ó  alterar  los  códigos 
sancionados  por  el  Congreso  ? 

Y  muchos  han  respondido  á  esta  cuestión  afirmativamente, 
arguyendo  que  lo  que  la  Constitución  ha  querido  es  dar  al 
Congreso  una  comisión  de  dictar  ó  preparar  la  reforma  general 
de  la  legislación,  desempeñada  la  cual,  su  poder  ha  desaparecido; 
— que  por  lo  tanto,  el  inciso  1 1  del  artículo  67  no  importa  esta- 
blecer que  la  República  Argentina,  ha  de  tener  una  legislación 
uniforme  y  constante ;  sino  que  ha  sido  un  medio  pasagero  de 
hacer  efectivo  el  voto  de  los  constituyentes,  formulado  en  otro 
artículo  constitucional  en  que  se  dice  que  el  Congreso  promo- 
verá una  reforma  general  de  la  legislación  ;  por  donde,  no  en- 
contrándose en  todas  las  Provincias,  copia  suficiente  de  pei'sonas 
de  ilustración  bastante  para  acometer  estos  trabajos,  que  son  de 
un  elevado  orden  científico,  confirieron  el  encargo  transitoria- 
mente al  Congreso. 

No  se  puede,  á  la  verdad,  sino  interpretando  forzada  y  anto- 
jadizamente los  términos  de  la  Constitución,  dar  este  sentido  á 
la  cláusula  11  del  artículo  67  de  la  Constitución.  Ella  está  en- 
vuelta en  la  enumeración  de  las  atribuciones  del  Congreso ;  y  es- 
presa una  facultad  en  términos  igualmente  imperativos  y  gené- 
ricos, incondicionales  é  idénticos  á  los  de  cualquiera  otra  de  las 
veintiocho  cláusulas  en  que  se  enumeran  las  atribuciones  del 
Congreso. 

Y  no  es  esto  solo.  El  Congreso  ha  manifestado  de  una  ma- 
nera esplícita,  (y  ningún  antecedente  capaz  de  enervar  su  acción, 
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lo  ha  modificado)  cuál  es  la  interpretación  que  él  dá  á  esta  facul- 
tad. Cuando  el  Código  Civil  fué  puesto  en  vigencia,  dictó 
una  ley  por  la  cual  encarga  á  los  Tribunales  que  le  informen 
respecto  de  las  deficiencias  que  noten  en  aquel  cuerpo  de  leyes, 
á  fin  de  iniciar  él  las  modificaciones  que  la  esperiencia  mani- 
fieste que  sean  necesarias. 

Por  consiguiente,  el  Congreso  se  considera  investido,  no  de 
una  comisión  transitoria,  sino  de  una  facultad  permanente,  en 
perfecta  identidad  de  condiciones  con  todas  las  que  la  Consti- 
tución le  ha   conferido. 

Y  si  esto  no  bastara,  hay  otro  argumento  coucluyente  :  aun  su- 
puesto que  pudiera  inferirse,  sin  violentar  la  lógica,  que  la  cláu- 
sula que  comentamos  solo  dá  una  comisión  transitoria  al  Con- 
greso ;  la  cláusula  categórica  del  artículo  108  de  la  Constitución, 
hace  inadmisible  semejante  interpretación. 

Esta  cláusula  dice  esplícitamente  que  las  Provincias  no  pue- 
den dictar  los  códigos  civil,  penal,  comercial  y  de  minería,  des- 
pués que  el  Congreso  ]o  haya  hecho;  y  es  claro  que  si  la  Cons- 
titución no  quiere  que  las  Provincias  dicten  códigos,  tampoco 
quiere  que  enmienden  los  que  el  Congreso  dictó ;  porque  si 
pueden  enmendar  un  artículo,  pueden  enmendar  un  capítulo ; 
y  quien  enmienda  un  capítulo,  puede  enmendar  un  título  y 
un  libro ;  y  quien  enmienda  todos  los  libros  de  un  código,  hace 
códigos. 

Puesto  que  la  Constitución  prohibe  á  las  Provincias  dictar 
códigos  después  que  el  Congreso  lo  haya  hecho,  es  claro  que  les 
prohibe,  de  una  manera  ineludible,  enmendar  los  que  el  Con- 
greso haya  sancionado  y  puesto  en  vigencia. 


III 


Materias  de  gobierno  esclasivas  de 
las  Provincias. 


27 — El  artículo  104  de  la  Constitución  dice  que  :  "  Las  Pro- 
vincias conservan  todo  el  poder  no  delegado  por  esta  Constitu- 
ción al  Gobierno  Federal,  y  el  que  espresamente  se  hayan  re- 
servado por  pactos  especiales  al  tiempo  de  su  incorporación.  " 

28 — No  seria  posible  señalar  cuales  son  los  límites  en  que 
debe  necesariamente  encerrarse  la  acción  del  Estado,  es  decir, 
la  acción  de  la  Sociedad  en  cuanto  tiene  poder  para  regular  el 
orden  jurídico  y  reglamentar  todas  las  relaciones  que  se  des- 
envuelven en  su  seno ;  por  que  ello  varia  considerablemente  en 
el  espacio  y  en  el  tiempo. 

Si  bien  es  verdad  que  la  civilización  emancipa  á  los  hombres, 
no  es  verdad  que  los  emancipe  porque  envuelva  una  indefinida 
disminución  del  Gobierno.  Los  emancipa  en  dos  sentidos :  por 
que  haciendo  de  ellos  verdaderos  dominadores  de  la  naturaleza, 
los  liberta  de  todas  las  presiones  que  las  fuerzas  ciegas  ejercen 
sobre  los  espíritus  poco  cultivados ;  y  porque,  levantando  sobre 
todos  los  caprichos  y  todos  los  movimientos  anárquicos,  el  im- 
perio de  la  ley  como  regla  superior  de  los  actos,  los  liberta  de 
la  tiranía  de  las  pasiones  ajenas. 

Pero,  quien  estudie  la  historia,  no  puede  menos  de  reconocer 
que,  lejos  de  acarrear  la  cultura  de  los  pueblos  una  disminución 
gradual  del  Gobierno,  entraña  su  aumento  siempre  creciente, 
porque  cada  paso  que  dá  el  hombre  en  la  senda  de  la  civiliza- 
ción determina  una  nueva  necesidad,  crea  una  nueva  relación,  y 
por  consiguiente  hace  menester  una  nueva  regla. 

Nada  mas  sencillo  que  el  gobierno  de  los  pueblos  que  se  en- 
cuentran en  completa  barbarie.  Observando  solamente  el  len- 
guaje de  las  tribus  primitivas  se  verá  que  es  común  en  ellas 
carecer  de  palabras  para  determinar  todos  los  matices  diferen- 
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ciales  de  estos  distintos  conceptos,  tan  claros  sin  embargo  en 
el  espíritu  de  las  sociedades  cultas :  la  condición,  el  estado,  la 
ley; — confundidas,  sobre  todo,  en  las  lenguas  indígenas  de 
América,  en  un  solo  concepto  y  espre^sadas  por  una  sola  pa- 
labra. 

A  medida  que  la  sociedad  se  perfecciona  se  desprende  su 
autoridad ;  y  por  consiguiente  vá  acreciéndose  su  imperio,  sus 
facultades  de  legislar,  su  poder  de  subyugar  bajo  las  reglas  que 
define. 

Aun  dentro  del  radio  de  las  naciones  civilizadas  esto  se  ob- 
serva boy  mismo.  En  todos  los  pueblos  neo-latinos  el  derecho 
mercantil,  por  ejemplo,  forma  un  ramo  particular  de  las  ciencias 
jurídicas.  Entre  tanto,  no  es  sino  un  tratado  del  derecho  civil; 
pero  la  sociedad  romana  lo  habia  desdeñado ;  de  suerte  que 
k  su  respecto  eran  imperfectísimas  las  fuentes  históricas  del  de- 
recho contemporáneo. 

Exactamente  sucede  lo  mismo  con  todas  las  otras  esferas  de 
la  actividad  humana.  Hoy  dia  las  naciones  cultas  tienen  capí- 
tulos de  legislación  que  eran  desconocidos  por  las  sociedades 
que  nos  precedieron ;  y,  sin  retroceder  mucho  en  el  tiempo 
pasado,  se  observará  que  la  legislación  sobre  ferro-carriles,  so- 
bre telégrafos,  sobre  el  crédito  bancario,  son  actos  nuevos  de 
autoridad  ejercidos  por  la  sociedad,  y  determinados  precisa- 
mente por  los  adelantos  de  la  cultura  general  que  tienden  á 
emancipar  los  pueblos,  pero  á  emanciparlos  por  el  imperio  de  la 
autoridad  y  de  la  ley. 

Ahora  bien  :  si  la  estension  de  la  autoridad  del  Estado  no 
puede  ser  fijada  á  priori  y  universalmsnte  por  ningún  límite, 
es  necesario  que  las  instituciones  capitales  de  una  sociedad, 
provean  á  sus  necesidades  eventuales  y  á  este  aumento  progre- 
sivo de  poder  que  necesita  para  desempeñar  su  papel. 

29 — Las  facultades  del  Estado,  según  el  estatuto  fundamen- 
tal de  la  República  Argentina,  han  sido  compartidas  entre  la 
Nación  y  las  Provincias ;  pero  las  facultades  que  corresponden 
al  Estado  Nacional  están  categóricamente  definidas  en  la  Cons- 
titución. 

Todas  las  atribuciones  pertenecientes  ó  que  puedan  perte- 
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necer  al  trobierno,  que  no  están  definidas  en  la  Constitución; 
todas  aquellas  cuyo  ejercicio  sea  menester  en  cualquier  ocasión 
en  virtud  de  ulteriores  necesidades  sociales  no  previstas  por  el 
pueblo  y  sus  representantes  al  tiempo  de  sancionar  la  ley  fun- 
damental de  la  República, — pertenecen  á  las  Provincias  siempre 
que  de  ello  no  se  siga  perjuicio  ni  á  la  unidad  nacional  ni  á  la 
supremacía  de  la  Constitución  y  de  las  leyes  de  la  Nación. 

30— Tal  es  el  espíritu  y  significado  de  la  declaración  conte- 
nida en  el  artículo  104  de  la  Constitución ;  y  añado  que  ella  es 
razonable,  porque  necesidades  que  eventualmente  pueden  preci- 
sar al  Estado  á  asumir  atribuciones  para  dictar  leyes  sobre  ma- 
terias que  hoy  escapan  á  la  legislación,  varían  según  la  nnfcuraleza 
de  cada  región,  según  la  densidad  de  la  población,  según  la 
clase  de  trabajo  á  que  se  consagre  cada  grupo. 

Ahora  bien,  una  legislación  de  este  género  necesita  ser  ade- 
cuada á  cada  sitio. — Y  una  de  dos  :  ó  es  dada  en  los  Estados 
Unitarios  en  la  forma  y  según  los  procederes  adoptados  por  la 
práctica  parlamentaria  de  Inglaterra  en  sus  bilis  particulares, 
combinándose  con  la  ostensión  y  caracteres  que  allí  tiene  el  de- 
recho de  petición  ;  ó  es  menester,  dada  la  organización  federativa 
del  Gobierno,  ceder  á  las  Provincias  competencia  y  esclusiva 
autoridad  á  fin  de  que  cada  una  de  ellas  la  dicte. 

31 — Y  no  solo  desprendo  del  artículo  104  esa  interpretación, 
y  no  solo  la  justifico  con  este  breve  raciocinio ;  sino  que  tam- 
bién puedo  justificarla  atendiendo  á  los  antecedentes  históricos 
de  esta  cláusula  de  nuestra  ley  fundamental. 

La  serie  de  leyes  provinciales  dictadas  en  1851  creando  una 
dictadura  general  en  la  República,  conferida  á  D.  Juan  Manuel 
de  Rosas,  bajo  el  nombre  de  "  Gefe  Supremo  de  la  Confedera- 
ción Argentina  "  no  forma  un  estatuto  constitucional :  es  un  pro- 
ducto anómalo  y  efímero,  hijo  del  punto  en  que  la  abyección  cí- 
vica llegó  á  su  máximum. 

Esa  ley  desapareció  con  la  tiranía,  por  otra  parte,  y  quedó  la 
República,  al  tiempo  de  dictarse  la  Constitución,  teniendo  como 
único  antecedente  escrito  y  como  única  ley  orgánica  de  su 
existencia  en  cuanto  Nación,  el  Tratado  Cuadrilátero,  el  Pacto 
de  1831. 
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Ahora,  el  Pacto  de  1831  no  fomentaba  la  vida  nacional,  no  le 
criaba  un  organismo  sino  para  servir  á  un  solo  linaje  de  intere- 
ses :  á  los  intereses  envueltos  en  las  relaciones  exteriores. 

Fuera  de  ellas,  las  Provincias  conservaban  una  plenitud  com- 
pleta de  soberauia. 

La  Constitución  cria  el  Grobierno  Federal,  le  confiere  atribu- 
ciones limitadas,  y  declara  que  las  Provincias  conservan  íntegros 
todos  los  derechos  que  en  virtud  del  Pacto  de  1831,  cuyo  ca- 
rácter constitucional  es  evidente,  poseian,  con  escepcion  de 
aquellas  atribuciones  que  la  Constitución  confiere  al  Gobierno 
Federal. 

De  suerte  que,  históricamente  puede  demostrarse  también 
que  el  artículo  104  de  la  Constitución  Argentina  tiene  un  mismo 
sentido  é  idéntico  significado  que  la  parte  concordante  de  la 
enmienda  10  de  la  Constitución  de  los  Estados-Unidos  de  Nor- 
te-América. 

32 — De  aquí  se  sigue,  que  aunque  la  facultad  gobernante  de 
las  Provincias,  sea  definida  y  circunscrita  por  la  autoridad  de  la 
Nación,  y  derive  de  una  ley  que  no  viene  del  consentimiento  de 
Estados  independientes,  sino  de  la  voluntad  soberana  de  otra 
entidad  de  derecho  que  el  preámbulo  de  la  Constitución  llama 
el  pueblo  de  la  Nación  Argentina  ;  de  todas  suertes,  dentro  de 
estos  límites,  es  plena,  y  reviste  todos  los  atributos  de  la  so- 
beranía. 

33 — Por  eso  cada  Provincia  no  constituye  solamente  una  cir- 
cunscripción administrativa,  sino  un  verdadero  Estado ;  y  este 
Estado  tiene  por  órgano  un  gobierno  completo,  dividido  en  las 
tres  ramas  en  que  para  sus  funciones  equilibradas  y  regulares 
necesita  ser  compartido;  un  Poder  Legislativo,  un  Poder  Eje- 
cutivo y  un  Poder  Judicial ;  y  es  completa  y  absolutamente  in- 
dependiente en  su  disciplina  administrativa  y  en  su  régimen 
policial. 

34 — En  consecuencia  de  esto,  los  artículos  5.*  y  105  de  la 
Constitución  declaran  que  las  Provincias  se  dan  sus  propias  ins- 
tituciones locales;  que  se  rijen  por  ellas  y  elijen  sus  funciona- 
rios sin  que  el  Gobierno  Federal  en  ningún  caso  tenga  la  mí- 
nima   intervención  en  tales  operaciones  ;  que  cada   Provincia 
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debe  dictar  para  sí  una  Constitución,  á  la  cnal,  sin  embar<ro 
impone  ciertas  condiciones,  cuyo  acierto  resaltará  con  un  bre- 
vísimo comentario. 

35 — Las  condiciones  que  deben  revestir  las  Constituciones 
de  Provincia  están  determinadas  en  el  artículo  5**  de  la  Cons- 
titución. 

Ante  todo,  el  Gobierno  que  han  de  organizar  las  provincias 
ha  de  revestir  la  forma  republicana. 

Desde  que  la  Nación  Argentina  forma  un  solo  Estado  que 
se  constituye  en  forma  federativa,  bajo  la  autoridad  de  la  Na- 
ción, y  el  Estado  Nacional  constituido  por  la  Constitución  es 
representativo  y  republicano,  se  sigue  necesariamente  que  no 
puede  subsistir  si  cada  una  de  l'xs  provincias,  al  organizar  su 
gobierno,  establecen  un  Estado  discordante,  en  su  esencia  y  eu 
su  forma,  con  el  Estado  Nacional.  Se  puede  concebir  que  un 
Gobierno  Federal,  cuyo  Estado  Nacional  sea  organizado  bajo  la 
forma  monárquica  subsista  cuando  alguna  de  sus  partes  inte- 
grantes tienen  una  forma  de  gobierno  republicano  ;  pero  es 
inconsistente,  y  lo  rechaza  la  lógica  y  repugna  al  buen  sentido, 
que  siendo  republicano  y  representativo  el  Estado  Nacional, 
puedan  ser  monárquicos  ó  de  cualquiei'a  otra  forma,  los  Estados 
particulares. 

36 — Las  Constituciones  de  Provincia,  según  otra  de  las  con- 
diciones establecidas  por  el  artículo  5"  de  la  Nacional,  deben 
conformarse  con  las  declaraciones  y  garantías  de  la  Constitu- 
ción Federal. 

Los  gobiernos  de  provincia  son  fundados  con  objetos  concor- 
des con  los  que  ha  tenido  en  mira  el  pueblo  al  fundar  el  Gobierno 
Nacional.  Esos  gobiernos  están  establecidos,  pues,  para  coo- 
perar al  logro  de  los  objetos  enumerados  en  el  preámbulo  de  la 
Constitución.  Ahora  :  si  se  consintiera  que  los  gobiernos  de 
provincia  contrariaran  esos  objetos,  que  la  legislación  de  las 
provincias  no  conspirara  al  mantenimiento  de  todas  las  garan- 
tías y  á  la  consolidación  de  todos  los  derechos  declarados  y  so- 
lemnemente reconocidos  en  la  Constitución  Nacional,  se  habría 
producido  una  obra  monstruosa  y  la  Constitución  se  arruinaría 
por  su  propio  ejercicio. 
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37 — La  tercera  condición  es  que  aseguren  la  administración 
de  justicia. 

Sabemos  que  la  función  capital  de  la  soberania  es  asegurar 
el  derecho. 

Afianzar  la  justicia,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  organizar  medios 
permanentes  y  eficaces  de  dar  á  cada  uno  lo  que  es  suyo,  y  de 
reprimir  y  castigar  todos  los  actos  que  violan  la  justicia  ó  agra- 
vian derechos  individuales  ó  colectivos,  es  uno  de  los  objetos 
que  la  Constitución  Nacional  se  ha  propuesto  conseguir ;  y 
como  sabemos,  el  procedimiento  judicial,  la  jurisdicción  de  los 
tribunales  en  la  máxima  parte  de  los  casos,  corresponde  á  las 
provincias,  en  virtud  de  lo  establecido  por  el  inciso  11  del  ar- 
tículo 67  de  la  Constitución  y  otro  concordante,  de  cuyo  comen- 
tario nos  ocupamos  en  la  conferencia  anterior. 

Se  sigue,  de  aquí,  que  la  Nación  ha  procedido  con  la  mas 
rigurosa  sujeción  á  los  buenos  principios  y  en  estricta  legiti- 
midad, cuando  exije  á  las  provincias,  como  condición  para  la 
garantía  de  sus  Constituciones  locales,  que  aseguren  la  admi- 
nistración de  justicia. 

38 — Exije  también  que  aseguren  el  régimen  municipal. 

El  régimen  municipal  es  una  de  las  necesarias  é  ineludibles 
consecuencias  del  principio  federalista. 

Cada  grupo  circunscripto  de  población  debe  tener  facultad 
para  gobernar  sus  intereses  particulares ;  porque  es  lójico,  si  la 
sociedad  se  desarrolla  por  la  generación  sucesiva  de  las  entida- 
des orgánicas  que  la  constituyen,  que  cada  uno  de  sus  grupos 
solidarios,  desde  los  mas  elementales  hasta  los  de  mas  amplia 
estension  y  formas  mas  cabales,  desde  que  tenga  un  interés 
circunscrito  y  capacidad  para  manejarlo,  se  gobierne  en  co- 
nexión con  él,  sin  sujeción  estricta  á  las  autoridades  superiores 
del  Estado. 

Hemos  dicho  que  se  apodera  délas  sociedades  una  necesidad 
creciente  de  gobierno  á  medida  que  se  civilizan,  y  es  verdad; 
pero  corren  gravísimo  peligro  si  concentraa  en  un  solo  núcleo 
de  autoridad  toda  la  masa  de  poderes  que  las  necesidades  de  la 
vida  civilizada  hacen  nacer  sucesivamente  en  el  curso  de  su 
desarrollo  histórico, 
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El  régimen  municipal  tiene,  pues,  esta  ventaja  :  que  sin  dis- 
minuir ]a  acción  gobernante  de  la  sociedad,  estorba  la  aglome- 
ración del  poder  en  manos  de  las  autoridades  centrales-  de  una 
provincia  o  de  una  nación. 

Ademas,  consulta  esta  otra  :  que  prepara  á  los  hombros,  por 
la  práctica  de  los  negocios  domésticos,  para  los  trabajos  mas 
complicados  á  que  obliga  á  todos  los  ciudadanos  un  régimen  de 
libertad  política  en  un  gobierno,  sobre  todo,  republicano  repre- 
sentativo. 

39 — La  otra  condición  es  que  aseguren  la  instrucción  pri- 
maria. 

Yo  no  necesito  aquí  exaltar  la  importancia  de  este  medio  de 
difundir  las  nociones  elementales  en  el  espíritu  de  los  niños  y  de 
preparar  los  hombres  para  las  grandes  y  austeras  responsabili- 
dades de  la  vida.  Está  justificada  también  la  legitimidad  de  los 
actos  por  los  cuales  el  Estado  interviene  en  el  manejo  de  la  edu- 
cación pública,  como  está  justificada  la  simultaneidad  de  acción 
consentida  por  la  Constitución  entre  la  Nación  y  las  Provincias. 
Solo  debo  observar  que  la  Constitución,  cuando  establece  que 
las  Provincias  deben  asegurar  la  instrucción  primaria,  no  les 
exige  lo  imposible ;  les  reclama  solo  su  máximun  esfuerzo ;  la 
consagración  de  la  mayor  suma  de  recursos  y  el  mayor  anhelo 
á  la  consecución  de  estos  grandes  fines.  Seria,  en  efecto,  quimé- 
rico y  temerario  empeño  el  de  la  Constitución  si  exijiera  como 
condición  indispensable  para  garantir  la  organización  de  una 
Provincia  el  que  cada  una  de  ellas  asegure  á  todos  sus  habitan- 
tes los  beneficios  de  la  educación  primaria ;  porque  hay  razones 
de  orden  material  que  hacen  imposible  su  realización. 

La  Kepública  Argentina  tiene  una  población  de  dos  millones 
de  habitantes  esparcidos  en  cuatro  millones  de  kilómetros  cua- 
drados de  territorio.  Hay  provincias,  aun  aquellas  mas  pobla- 
das, como  las  de  Buenos  Aires,  Santiago  ¡y  Tucuman,  en  las 
cuales  la  población  apenas  puede  distribuirse  en  razón  de  dos 
habitantes  por  kilómetro  cuadrado.  Las  hay  como  las  de  la 
Rioja,  y  otras  de  las  menos  pobladas  aun,  en  las  cuales  apenas 
puede  calcularse  que  existe  un  habitante  en  razón  de  dos  ó  tres 
kilómetros  cuadrados  de  territorio. 
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En  uua  población  de  esta  manera  dispersada  es  totalmente 
imposible,  y  la  esperiencia  lo  demuestra,  derramar  sobre  todos, 
los  beneficios  de  la  educación. 

Así  la  Provincia  de  Buenos  Aires  que  es  la  mas  poblada  de 
todas  y  tiene  cerca  de  setenta  centros  de  población,  entre  ellos 
una  ciudad  de  200,000  almas,  no  ha  conseguido,  á  pesar  de 
esfuerzos  constantes  y  anhelosos,  llegar  á  educar  ni  aun  la  mi- 
tad de  los  niños  que,  según  los  buenos  censos  de  educación,  y 
las  leyes  á  que  estos  movimientos  de  progreso  obedecen  en  las 
naciones,  necesitarían  recibir  educación.  Pero  si  esto  es  impo- 
sible en  Buenos  Aires,  es  evidentemente  imposible  en  todo  el 
resto  de  la  Eepública  que  se  encuentra  en  situación  menos  fa- 
vorable.que  esta  provincia,  para  conseguir  resultados  análogos. 

.No  exige,  pues,  la  Constitución  á  las  provincias,  sino  es- 
fuerzos generosos,  persistentes  y  constantes  para  conseguir  el 
gran  objeto  de  civilizar  las  masas  por  medio  de  la  educación: 
como  les  pide  prudencia,  firmeza  y  lealtad  para  organizar  una 
administración  de  justicia ;  y  les  pide  obediencia  y  respeto  á  las 
leyes  para  conceder  á  todos  los  centros  que  son  capaces  de  go- 
bierno propio  los  beneficios  de  la  libertad  municipal. 

40 — Dentro  de  estas  condiciones,  dice  el  artículo  5*  de  la 
Constitución,  la  Nación  garantiza  á  cada  provincia  el  goce  y 
ejercicio  de  sus  instituciones  locales. 

La  Constitución  de  1853,  á  fin  de  asegurar  que  en  ningún 
caso  las  provincias,  al  tiempo  de  darse  su  constitución,  pasarían 
de  los  límites  ni  prescindirían  de  las  condiciones  definidas  por 
sus  cláusulas,  estableció  que  debían  ser  sometidas  á  lo  aproba- 
ción del  Congreso. 

Este  mandamiento  constitucional  fué  suprimido  en  la  revisión 
hecha  en  1859  y  1860 ;  y  si  consideramos  que  no  tiene  valor 
ningún  estatuto  provincial,  sea  reglamento  administrativo,  sea 
ley  orgánica  ó  secundaria,  sea  estatuto  constitucional,  con  tal 
que  se  oponga  á  la  Constitución  Nacional ;  y  que  la  Constitu- 
ción Nacional  establece  resortes  normales  para  reducir  á  unidad 
todas  las  legislaciones  que  tiendan  á  separarse  de  sus  princi- 
pios ;  veremos  que  aquella  reforma  fué  acertada.  El  medio 
actualmente  establecido  para  evitar  que  degeneren  las  consti- 
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tucioues  de  provincia  es  mas   eficaz  y   menos  vejatorio  que  el 
primitivo. 

41 — De  la  independencia  relativa  de  las  provincias,  se  sigue 
también  su  capacidad  para  manejar  las  rentas  y  para  imponer 
contribuciones  ;  facultad  que  deben  ejercer,  ateniéndose  :  prime- 
ro, á  las  limitaciones  do  que  nos  ocupamos  en  la  lección  ante- 
rior ;  teniendo  en  consideración,  en  segundo  lugar,  que  en 
ningún  caso  les  es  lícito  imponer  contribuciones  sobre  bienes  ó 
establecimientos  nacionales;  porque  seria  repugnante  la  situa- 
ción de  un  establecimiento  nacional  sujeto  á  contribución  pro- 
vincial, por  cuanto  eso  importaría  hacer  á  la  Nación  tributaria 
de  las  provincias. 

42 — Las  provincias  pueden  también,  y  en  virtud  de  esta  fa- 
cultad de  disponer  de  sus  bienes  y  organizar  sus  rentas,  sacar 
provecho  de  las  tierras  públicas  de  su  propiedad,  ya  sea  coIotú- 
zándolas,  ya  sea  haciéndolas  productivas  por  cualquier  otro 
sistema. 

La  única  cuestión  que  puede  presentarse  con  este  motivo,  es 
la  de  establecer  :  ¿  qué  tierras  públicas  pertenecen  á  las  pro- 
vincias ;  y  cuáles  pertenecen  á  la  Nación  ? 

Igual  duda  se  suscitó  en  los  Estados  Unidos  de  América,  bajo 
los  artículos  de  confederación. 

Los  estados  particulares  se  consideraban  propietarios  de  toda 
la  tierra  despoblada,  en  virtud  de  sus  cartas  ereccionales  ó  con- 
cesiones primitivas. 

Los  Estados-Unidos  alegaban  para  considerarse  dueños  de 
ellas,  la  necesidad  en  que  la  Nación  se  encontraba  de  tomarlas 
como  una  fuente  de  recursos. 

Era  menester,  decían,  consolidar  la  enorme  deuda  que  gra- 
vitaba sobre  la  Nación ;  y  para  consolidar  la  deuda  era  necesario 
tener  valores  sobre  los  cuales  fundar  responsabilidades  y  ga- 
rantirla. 

También  preveían  la  necesidad  de  ulterior  ensanche  de  la 
sociabilidad  de  los  Estados-Unidos,  la  conveniencia  que  habría 
de  crear  nuevos  Estados  iguales  en  independencia  y  derechos  á 
los  primitivos  Estados  de  la  Union ;  y  alegaban  como  título  de 
su  propiedad   el  tratado   con  la  Inglaterra  de  1783,   en  que  al 
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hacer  la  paz  con  las  Colonias  declaraba  traspasados  á  los  Esta- 
dos-TJuidos  todos  sus  derechos  sobre  las  tierras  que  hubieran 
estado  vacantes  al  tiempo  de  la  revolución. 

Del  punto  de  vista  de  la  cotiveniencia,  los  Estados  se  coloca- 
ban indudablemente  en  mal  terreno.  Si  las  tierras  vacantes 
debian  ser  consao^radas  á  la  creación  de  nuevos  Estados,  es 
claro  que  debian  pasar,  por  conveniencia  común,  á  ser  propie- 
dad de'  la  Union,  á  hacer  parte  de  los  Estados-Unidos.  Si  los 
Estados-Unidos  para  el  servicio  de  intereses  universales  del 
pais  habian  contraido  la  deuda,  también  es  claro  que  estaba  en 
el  interés  general  de  la  Nación  contribuir  á  que  esa  deuda  fuera 
consolidada  y  amortizada. 

Pero  del  punto  de  vista  del  derecho  estricto,  la  razón  no  es- 
taba de  parte  de  los  Estados  Unidos. 

El  único  título  que  ellos  alegaban  era  el  tratado  de  1783. 

Pero  ¿la  palabra  Estados  Unidos,  empleada  por  la  Inglaterra 
en  la  cesión  de  esas  tierras,  qué  significado  tenia  ?  ¿  Signifi- 
caba en  boca  del  gobierno  inglés  lo  mismo  que  en  boca  del 
gobierno  norte-americano,  es  decir,  designaba  aquella  entidad 
de  derecho  llamada  los  Estados  Unidos,  nacida  del  movimiento 
interno  y  de  la  capacidad  de  gobierno  propio,  adquirida  por  la 
Nación  en  virtud  de  la  independencia  ?  De  cierto  que  no  ;  sino 
que  importaba  tanto  como  decir  colonias  insurrectas. 

Por  consiguiente,  aquella  cláusula  del  tratado  de  1783  ó  naia 
probaba,  ó  solo  probaba  que  Inglaterra  habia  cedido  al  mismo 
tiempo  que  la  soberanía  y  propiedad  de  las  tierras  ocupadas,  la 
soberanía  y  propiedad  de  las  tierras  vacantes. 

Los  Estados,  sin  embargo,  fueron  sucesivamente  cediendo 
sus  tierras  á  la  Nación ;  y  todas  las  vacantes  que  quedaron 
dentro  de  sus  límites  particulares,  continuaron  perteneciéndoles 
como  su  propiedad  ;  per0|las  tierras  cedidas  pasaron  á  ser  pro- 
piedad de  la  Nación.  Estos  territorios  han  sido  considerable- 
mente aumentados  por  cesiones,  compra  y  adquisiciones  de  otrc 
género,  y  en  ellos  se  han  formado  nuevos  estados. 

La  regla  que  actualmente  rige  en  los  Estados  Unidos  sobre 
tierras  públicas,  es  la  siguiente  :  en  todos  los  Estados  nuevos, 
las  tierras  públicas  pertenecen  á  la  Nación  aunque  estén  dentro 
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de  loa  límites  de  los  Estados,  con  escepcion  do  los  terrenos  pan- 
tanosos y  de  inundación. 

En  la  J^epública  Argentina,  no  obstante  haber  precedido 
histórica  y  jurídicamente  la  Nación  á  las  provincias,  se  ha  re- 
producido la  misma  contienda  respecto  del  dominio  y  propiedad 
de  las  tierras  vacantes. 

El  Congreso  de  1825  á  1826  con  el  objeto  de  atender  á  la 
guerra  del  Brasil  y  de  aglomerar  un  capital  para  el  Banco  Na- 
cional, autorizó  un  empréstito  de  diez  millones  de  pesos  fuertes, 
que  debia  contraerse  en  Inglaterra,  y  se  hizo  cargo  de  otro 
empréstito  de  tres  millones,  adquirido  por  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires  durante  la  época  de  la  dispersión.  Una  ley  de  15 
de  Febrero  de  1826  consolidó  también  la  deuda  pública.  Con 
ambos  objetos  dispuso  de  las  tierras  públicas  existentes  dentro 
de  los  límites  de  Provincia  para  afectarlas  como  garantia  á  las 
obligaciones  contraidas  por  el  Estado  ;  y  entonces  se  suscitó  en 
el  seno  del  Congreso  un  largo  y  vivísimo  debate  en  que  el  par- 
tido unitario  y  el  federal  sugerían  resoluciones  completamente 
opuestas,  al  problema  que  se  agitaba. 

El  partido  unitario  sostenía  que, — siendo  la  Nación  soberana, 
conservaba  ó  asumía  todos  los  derechos  que  habían  pertenecido 
á  la  Corona.  Por  consiguiente,  si  las  tierras  vacantes  formaban 
una  propiedad  real,  venían  á  ser  después  de  la  independencia, 
una  propiedad  de  la  Nación. — El  realengo  era,  por  consiguiente, 
nacional. 

Pero  argumentaban  en  contra  de  esta  doctrina  los  federales, 
diciendo: — Supuesto  que  eso  fuera  cierto,  en  1820  ;  disuelta  la 
Nación,  las  Provincias  adquirieron  plenos  derechos  de  sobera- 
nía, y  por  consiguiente,  entraron  en  la  posesión  y  goce  de  todas 
las  preeminencias  y  los  privilegios  de  que  antes  disfrutara  el 
Estado  Nacional,  como  heredero  del  rey  de  España.  El  realengo, 
entonces,  pasó  á  ser  provincial ;  y  en  -virtud  de  la  Ley  funda- 
mental de  1825,  mientras  la  Constitución  no  fuera  dictada,  las 
Provincias  no  solamente  tenían  facultad  para  gobernarse  según 
sus  instituciones,  sino  que  conservaban  todos  los  derechos  y 
preeminencias  que  habían  adquirido  durante  la  separación. 

La  doctrina  de  los  federales  fué  desestimada  por  el  Congreso, 
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y  la  ley  fué  dada  como  bí  la  Nación  tuviera  el  derecho  que  los 
unitarios  le  atribuian.  Y  á  esta  ley  se  añadió  la  del  enfitéu- 
sis  que  estableció  la  manera  de  hacer  productivas  las  tierras,  sin 
deshacerse  de  su  propiedad,  que  era  menester  conservar  para 
poder  hacer  efectivas  las  responsabilidades  á  que  se  las  afectaba. 

En  seguida  de  la  desaparición  del  Congreso  el  país  entró  en 
la  anarquia ;  la  tiranía  sobrevino,  y  nada  tuvimos  serio  sobre  la 
materia  hasta  la  Constitución. 

En  nuestro  orden  actual  esa  contienda  está  tranzada  por  mu- 
chos principios,  espuestos  unos  en  la  Constitución,  universal- 
mente  aceptados  otros. 

Primero,  el  derecho  de  la  Nación  para  fijar  límites  á  las  pro- 
vincias ; 

Segundo,  que  los  territorios  fuera  de  los  límites  fijados  por  el 
Congreso  á  las  provincias,  pertenecen  á  la  Nación ; 

Tercero,  que  las  tierras  colocadas  dentro  de  los  límites  pro- 
vinciales, pertenecen  á  las  provincias. 

Acaba  de  dictarse  una  ley  por  el  Congreso,  relativa  al  ensan- 
che de  las  fronteras  hasta  el  Rio  Negro,  en  la  cual  se  establece 
que  las  provincias  contribuirán  con  un  tanto  por  ciento  del 
valor  de  las  tierras,  que  en  virtud  de  este  ensanche,  van  á  adqui- 
rir, á  la  prosecución  de  los  mismos  trabajos  y  á  su  seguridad. 

Esta  decisión  del  Congreso  es  legítima,  porque  al  fijar  los 
límites  de  las  provincias,  y  sobre  todo  cuando  se  trata  por  acción 
y  esfuerzo  nacional  de  ensanchar  el  dominio  nacional,  puede 
reservar  para  sí  plena  propiedad  sobre  los  territorios  conquis- 
tados ;  ha  podido  dejarlos  fuera  de  los  límites  de  las  provincias 
y  ha  podido  dejarlos  dentro  de  ellos,  pero  conservando  su  pro- 
piedad, como  conservan  los  Estados-Unidos  la  propiedad  de 
las  tierras  públicas  dentro  de  los  límites  y  bajo  la  jurisdicción 
de  los  Estados  nuevos ;  y  por  consiguiente,  ha  podido  legítima- 
mente ceder  esa  propiedad  á  las  provincias,  imponiéndole  la 
obligación  de  concurrir  con  una  porción  dada  de  su  producto  al 
adelanto  de  las  obras  y  ensanche  de  la  frontera. 

43 — Son  ademas  regidos  esclusivamente  por  las  provincias, 
los  establecimientos  fundados  y  sostenidos  por  ellas,  ó  fundados 
y  sostenidos  bajo  su  autoridad  y  protección. 
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Estos  establocimiontos  puedea  pertenecer  á  dos  categorías  : 
los  que  no  pueden  sor  fundados  por  las  provincias  sin  consenti- 
miento del  Congreso,  como  los  bancos ;  los  que  las  provincias 
pueden  fundar  espontáneamente  y  sin  ninguna  condición,  como 
los  estableciniieutos  de  bopoficencia,  do  instrucción  pública,  etc. 

44 — Prescindo  aquí  do  los  tratrados  parcinles  que  las  provin- 
cias pueden  celebrar,  porque  ellos  afectan  mas  bien  sus  relacio- 
nes recíprocas;  y  paso  á  tratar  de  las  limitaciones  puestas  por 
la  Constitución  al  auto-gobierno  provincial. 


IV 


Límites  esplícitos  6  implícitos  del 
auto-gobienio  provincial. 


45 — La  Constitución  limita  la  autoridad  de  las  provincias  es- 
plícitas  é  implícitamente. 

46 — Las  limitaciones  esplícitas  tienen  por  objeto  general  ro- 
bustecer el  carácter  de  esclusivas  á  ciertas  facultades  del 
Gobierno  General ;  ó  consolidar  la  unidad  de  ciertas  ramas  de 
legislación,  ó  por  fin,  garantir  la  igualdad  de  los  derechos 
políticos   derivados    del   Estatuto  fundamental    de   la    Nación. 

Podemos  dividirlas  en  cinco  grupos  principales,  por  razón  de 
las  materias  y  objetos  con  que  tienen  atingencia. 

Primero,  límites  que  tienen  atingencia  con  el  encargo  hecho 
al  Gobierno  Nacional  de  manejar  las  relaciones  esteriores. — 
Las  provincias  en  este  sentido  están  inhibidas  por  la  Constitu- 
cioTí  para  recibir  ó  acreditar  agentes  diplomáticos  en  el  estran- 
gero ;  para  celebrar  tratados,  por  consiguiente,  cualesquiera  que 
sean  sus  objetos  y  sus  condiciones,  con  los  Estados  estrangeros. 
— Están  también  inhibidas  de  armar  ejércitos  y  escuadras ;  y 
por  consiguiente,  de  hacer  la  guerra.  Solo  les  es  lícito  armar- 
se en  aquellos  casos  premiosísimos  en  que  no  haya  lugar  á  de- 
mora ;  y  dando  cuenta  inmediatamente  al  Gobierno  General. 

Les  está  prohibido  también  dictar  leyes  sobre  naturalización, 
que,  como  hemos  visto,  afectan  seriamente  graves  cuestiones  de 
derecho  internacional. 

Segundo  :  en  atingencia  con  el  derecho  de  patronato  inves- 
tido por  la  Constitución  en  el  Gobierno  Federal,  . —  les  está 
prohibido  admitir  en  sus  respectivos  territorios  órdenes  monás- 
ticas á  mas  de  las  existentes ;  facultad  reservada  al  Congreso 
por  otra  cláusula  constitucional,  concordante  con  esta. 

Tercero  :  en  atingencia  con  la  legislación  mercantil,  les  está 
categóricamente  prohibido,  dictar  leyes  sobre  comercio  y  nave- 
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gacion,  ya  se  trato  de  comercio  y  navegación  interior,  ya  se 
trate  de  comercio  y  navegación  esterior ;  establecer  aduanas  y 
derechos  de  tonelaje,  ó  imponer  de  ninguna  manera  el  tráfico 
mercantil,  ya  se  trate  de  la  importación,  ya  de  la  esportacion; — 
dictar  leyes  especiales  sobre  bancarrotas,  a,  cuyo  respecto  tam- 
bién el  inciso  11  artículo  67  de  la  Constitución  faculta  esclusi- 
vamente  al  Congreso; — acuñar  moneda,  fijar  el  valor  déla 
moneda  nacional  o  estrangera,  y  dictar  leyes  sobre  su  falsifi- 
cación, porque  como  la  circulación  monetaria  afecta  tan  inme- 
diatamente los  intereses  del  comercio,  esta  materia  de  legisla- 
ción debo  caer  bajo  la  esclusiva  autoridad  y  competencia  de  la 
Nación. 

Guarió  :  en  atingencia  con  el  propósito  de  la  Constitución 
Nacional,  referente  á  la  unidad  de  ciertas  ramas  de  la  legisla- 
ción, les  está  prohibido  dictar  leyes  de  dos  categorías :  de 
orden  político,  sobre  ciudadanía ;    de  orden  civil,  codificando. 

Declara  la  Constitución  que  no  pueden  las  provincias  en 
ningún  caso  dictar  leyes  sobre  ciudadanía  ni  sobre  naturaliza- 
ción ;  y  añade  que  no  pueden  tampoco  dictar  los  códigos  civil, 
comercial,  penal  y  de  minería  después  que  el  Congreso  los 
haya  sancionado. 

Por  último,  en  atingencia  con  la  igualdad  interprovincial,  les 
está  categóricamente  prohibido  hacer  tratados  parciales  de  ca- 
rácter político. 

Al  tratar  de  las  relaciones  que  las  provincias  deben  conser- 
var entre  sí,  veremos  el  acierto  y  la  previsión  que  manifiesta 
esta  cláusula  prohibitiva  de  la  Constitución. 

47 — Para  que  los  tratados  parciales  que  las  provincias  pue- 
den celebrar  entre  sí,  con  fines  de  adninistracion  de  justicia  y 
para  arreglar  trabajos  de  utilidad  común,  surtan  todos  sus  efec- 
tos es  menester  que  sean  sometidos  al  Congreso. 

48 — Al  esplicar  la  supremacía  de  la  Constitución  Nacional 
hemos  de  poner  también  en  claro  otro  orden  de  limitaciones  á 
la  autonomía  local.  Pero  sin  salir  de  las  que  surgen  de  la 
coexistencia  de  la  soberanía  nacional  con  la  soberanía  de  las 
provincias,  aun  hay  que  añadir  como  consecuencia  de  los  prin- 
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cipios  ya  enunciados  otra  categoría  de  limitaciones  :  las  que  he 
denominado  implícitas. 

Así,  puede  acontecer  que  la  Constitución  confiera  determina- 
das atribuciones  al  Gobierno  Federal,  sin  privar  á  las  provin- 
cias el  ejercicio  de  una  autoridad  análoga,  ni  establecer  que  la 
facultad  conferida  al  Gobierno  Federal  es  esclusiva  ;  pero  si  esa 
facultad  es  de  tal  naturaleza  que  no  pueda  menos  de  producir- 
se perturbación,  si  se  legisla  en  diversos  sentidos  y  por  diversas 
autoridades,  sobre  la  materia  á  que  se  refiere ;  entonces  la 
atribución  conferida  á  la  Nación  escluye  por  completo  toda 
atribución  concurrente  por  parte  da  las  provincias. 

49 — En  resumen,  podemos  decir  que  las  Provincias  invisten 
todas  las  facultades  anexas  á  la  idea  de  la  soberanía  social  y 
del  gobierno,  con  cscepcion  de  las  siguientes  que  espondré  en 
la  forma  en  que  El  Federalista  las  resume  :  primero,  aquellas 
que  hayan  sido  expresamente  prohibidas  á  las  provincias  por 
la  Constitución  Federal ;  se^uíi-'-Zo,  aquellas  que  hayan  sido  con- 
feridas por  la  Constitución  al  Gobierno  Federal  como  esclusi- 
vas;  y  tercero,  aquellas  que  conferidas  al  Gobieano  Federal, 
aunque  no  como  esclusivas,  sean,  sin  embargo,  de  tal  natura- 
leza que  entrañe  verdadera  repugnancia  y  contradicción  su 
simultáneo  ejercicio  de  parte  de  la  Nación  y  de  parte  de  las 
Provincias. 


Relaciones  de  las  Piovincias  entre  sí. — 
Reglas  y  fi-eiioa  constitucionales. 

50 — Aunque  el  derecho  da  propio  gobierno  de  las  Provincias 
tenga  la  estension  que  se  ha  esplicado,  y  por  punto  de  partida 
la  capacidad  que  en  virtud  del  Tratado  de  1831  poseian,  mas 
ideal  que  positivamente  ;  la  verdad  es  que  él  deriva  histórica- 
mente del  consentimiento  nacional,  y  jurídicamente  de  la  ley 
fundamental  de  la  Nación. 

Quiere  decir,  que  las  relaciones  de  las  Provincias  entre  sí 
tienen  su  definición  en  el  carácter  que  la  Constitución  les  atri- 
buye. 

51 — ¿Cuál  es  este  carácter?  ¿Las  ha  reconocido  como  Es- 
tados independientes  ?  ¿  Lo  fueron  en  alguna  época  ?  ¿  Cons- 
tituyeron acaso,  bajo  el  Vireinato,  entidades  administrativas  ó 
políticas  individualizadas,  que  pudieran  transformarse,  por  el 
hecho  de  la  emancipación,  en  Estados  soberanos  ?  No  lo  fueron 
en  1810,  ni  tampoco  cuando  en  1816,  á  nombre  de  las  Provin- 
cias Unidas  del  Rio  de  la  Plata,  es  decir,  de  la  Nación  Argen- 
tina, una  é  indivisible,  se  declaró  la  Independencia  nacional. 
No  lo  han  sido  siquiei'a  confesada  y  determinadamente  en  las 
épocas  de  dispersión  que  siguieron  á  los  primeros  ensayos  de 
organización  Nacional  en  1820,  1822,  1829  y  1831. 

Luego,  la  Constitución  les  atribuye  su  verdadero  y  propio 
carácter.  Son  centros  orgánicos  establecidos  para  la  adminis- 
tración y  gobierno  general  de  la  República  ;  son  provincias,  no 
son  Estados  :  son  subdivisiones  de  un  Estado  y  no  entidades 
soberanas ;  ni,  por  consiguiente,  partes  contratantes  en  una 
alianza  revocable. 

52 — De  aquí  que  las  relaciones  que  entre  ollas  median  son 
de  un  carácter  permanente  ;  quiere  decir,  que  su  subsistencia 
no  depende  de  su  voluntad  antojadiza,  ni  de  las  cambiantes  de 
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las  pasiones,  ni  de  los  consejos  del  interés  que  variablemente 
predomine  en  determinados  momentos. 

Esas  relaciones,  además,  son  iiifuales;  quiere  decir,  que  no 
pueden  soportar  alteración  de  una  provincia  respecto  de  otra  ó 
entre  distintos  grupos  de  provincias,  sino  que  vinculan  á  todas 
ellas  en  obligaciones  y  en  derechos  perfectamente  idénticos ;  y 
son,  por  fin,  definidas,  es  decir,  que  no  pueden  tener  otro  carác- 
ter, otra  esteusion,  otra  tendencia,  otra  naturaleza,  otras  formas 
sino  aquellas  que  categóricamente  les  atribuye  la  Constitución 
Nacional. 

53 — Las  provincias  pueden  celebrar  entre  sí  tratados  parcia- 
les.— La  Constitución  lo  declara ;  pero  añade  cuáles  son  los  ob- 
jetos ó  materias  sobre  las  cuales  tales  tratados  pueden  recaer, 
reduciéndolas  á  tres  ;  objetos  de  administración  de  justicia,  de 
intereses  económicos  y  trabajos  de  utilidad  común. 

Cuando  se  habla  de  administración  de  justicia,  es  claro  que 
solo  se  alude  á  aquellos  tratados  conducentes  á  organizar  servi- 
cios de  policía  en  los  territorios  limítrofes,  pues  no  es  suponible, 
dado  lo  que  la  Constitución  establece  sobre  la  organización  de 
las  provincias,  que  ellas  puedan  establecer  tribunales  comunes ; 
ya  que,  según  el  artículo  5°,  cada  provincia  debe  organizar  su 
propia  administración  de  justicia. 

Ni  pueden  versar  tampoco  sobre  la  estradicion  de  criminales 
que  escapan  de  la  acción  de  los  jueces  de  un  territorio,  guare- 
ciéndose en  otro,  porque  ella  es  un  deber  que  espresamente  les 
impone  la  Constitución. 

Es  claro  también,  que  los  pactos  interprovinciales  tendentes 
á  servir  intereses  económicos,  no  pueden  tener  mas  esteusion 
que  la  facultad  de  las  provincias  en  materias  mercantiles. — Si  á 
toda  provincia  le  está,  por  regla  general,  prohibido,  en  virtud 
de  cláusulas  constitucionales,  lejislar  sobre  materia  mercantil, 
establecer  aduanas,  imponer  derechos  sobre  tránsito  de  merca- 
derías, sobre  productos  despachados  en  las  aduanas  estranjeras, 
y  sobre  productos  naturales  ó  manufacturados  en  la  Nación,  es 
claro  que  ni  dos  ni  mas  provincias,  en  virtud  de  un  pacto,  pue- 
den llegar  á  tener  una  facultad  que  ninguna  de  ellas  en  parti- 
cular tiene. 
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Los  trabajos  de  utilidad  común  á  quo  pueden  por  esto  medio 
proveer  son  muy  numerosos,  abarcan  caminos,  ferro-carriles, 
telégrafos,  establecimientos  de  enseñanza  superior  que  puede 
convenir  a  las  provincias  establecer  en  común,  sobre  todo 
aquellos  establecimientos  técnicos  y  especiMles,  que  sean  necesa- 
rios para  desenvolver  industrias  análogas,  comunes  á  dos  ó  mas 
provincias  que  forman  regiones  caracterizadas  por  una  aptitud 
especial  para  determinadas  producciones :  asilos  de  locos,  sor- 
do-mudos  y  otros  establecimientos  que,  en  poblaciones  redu- 
cidas como  son  las  de  las  provincias  argentinas,  no  pueden 
existir  en  cada  uua,  y  sin  embargo,  son  indispensables  para 
llenar  tantos  objetos  de  piedad,  de  beneficencia,  de  s-guridad  y 
decoro  de  las  sociedades  culta?. 

54 — Pero  sí  las  provincias  pueden,  por  quo  la  Constitución 
se  los  consiente,  celebrar  tratados  parciales  sobre  tan  gran  nú- 
mero de  materias,  en  ningún  caso  les  es  lícito  estipular  sobro 
materias  políticas;  y  para  estorbar  que  incidan  en  un  abuso  de 
este  género,  la  Constitución  ordena  que  todos  los  tratados  in- 
terprovinciales sean  sometidos  á  la  aprobación  del  Congreso. 

Nada  mas  razonable ;  porque  cualquiera  alteración  introdu- 
cida en  el  orden  de  relaciones  de  dos  ó  mas  provincias  con- 
sideradas como  entidades  políticas,  invertiría  el  plan  de  la 
Constitución  que  las  lia  caracterizado  6.  todas  bajo  uua  ley 
uniforme ;  y  por  consiguiente,  corrompería  el  sistema  federal. 

Si  las  provincias  pactando  aisladamente  entro  sí,  disminuye- 
ran los  vínculos  que  entre  ellas  establece  la  Constitución,  re- 
pulsarían deberes  y  abdicarían  derechos  definidos  por  la 
Constitución. 

Si  por  el  contrario  estrecliaran  mas  los  vínculos  generales  y 
uniformes  que  la  Constitución  echa  entre  todas,  vendrían  á  for- 
mar grupos  armados  de  privilegios,  según  la  medida  y  alcance 
de  sus  estipulaciones. 

Se  concibe  la  federación,  es  decir,  el  gobierno  de  un  Estado 
dividido  en  provincias,  bajo  la  autoridad  de  la  soberania  nacio- 
nal ;  se  conciben  las  confederaciones,  es  decir,  las  alianzas  de 
Estados  independientes  que  constituyen  un  centro  común  de 
autoridad  para  servir  determinados  intereses  ;  pero  un  régimen 
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federal  compuesto  de  confederaciones,  eso  no  se  concibe  ;  por 
que  seria  ingobernable,  j  el  objeto  de  toda  Constitución  es  esta- 
blecer gobiernos  activos  y  eficaces. 

55 — Con  motivo  de  las  estipulaciones  celebradas  en  los  trata- 
dos que  la  constitución  consiente  ajustar  á  las  provincias  y  por 
otros  muchos  asuntos,  pueden  suscitarse  entre  ellas  conflictos  y 
contiendas. 

Tienen  las  provincias  en  nuestro  orden  Constitucional,  plena 
libertad  para  zanjarlas  por  medio  de  negociaciones,  y  por  todos 
los  recursos  que  eutidados  políticas,  separadas  entre  sí,  emplean 
ordinariamente  para  resolver  comunes  conflictos. 

Pero  en  el  caso  de  que  esos  medios  pacíficos  y  de  avenimiento 
y  condescendencia  mutua  no  fueren  eficaces,  solo  dos  recursos 
quedan  en  perspectiva  para  resolver  las  cuestiones  de  un  Estado 
con  otro  : — la  guerra  ó  la  resolución  judicial :  la  guerra  entre 
los  Estados  que  no  tienen  juez  común  y  superior  que  dirima  sus 
conflictos  ;  la  resolución  judicial  entre  pueblos  que  forman  parte 
integrante  de  una  sola  nación,  ó  entre  naciones  independientes, 
que  voluntariamente  establecen  una  jurisdicción  arbitral. 

La  Constitución  prohibe  á  las  Provincias  hacerse  la  guerra, 
en  virtud  de  razones  que  no  es  menester  ponderar  ;  y  dice  en  el 
artículo  109  que  todas  las  hostilidades  de  lieclio  inferidas  por 
una  provincia  á  otra,  serán  consideradas  como  actos  de  guerra 
civil,  calificados  do  sedición  ó  asonada  que  el  gobierno  federal 
debe  reprimir ;  añadiendo,  en  el  mismo  artículo,  que  todos  los 
conÜictos  entre  Provincias  deben  ser  sometidos  á  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  y  dirimidos  por  ella. 

5G— Tales  son  los  principios  y  las  reglas  que  rigen  las  rela- 
ciones de  las  provincias  entre  sí ;  los  frenos  constitucionales 
que  las  sujetan  ;  los  recursos  establecidos  en  el  orden  normal 
para  prevenir  las  dificultades  y  dirimir  las  contiendas. 

La  hipótesis  de  que  estos  frenos  sean  rotos,  y  estas  reglas  in- 
fringidas, y  estos  recursos  sean  despreciados,  da  lugar  á  cuestio- 
nes que  serán  tratadas  al  ocuparnos  de  los  estados  análogos  a 
que  la  Constitución  provee,  y  forman  la  materia  de  los  Capítulos 
49  á  52  del  Programa. 


.VI 


Seguridades  constitucionales  de  la  integridad 
teriitoi-ial  y  el  aiito-gobieruo  de  las  pro- 
vincias— La  capital  federal. 


57 — Dice  el  artículo  13  de  la  Constitución  :  "  Podrán  admi- 
tirse nuevas  provincias  en  la  Nación,  pero  no  podrán  erigirse 
una  provincia  en  el  territorio  de  otra  ú  otras,  ni  de  varias  for- 
marse una  soUi,  sin  el  consentimiento  de  la  Legislatura  de  las 
Provincias  interesadas  y  del  Congreso.  " 

Concuerda  casi  testualmente  este  artículo  con  el  inciso  1", 
sección  3^,  artículo  4°  de  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos, 
y  envuelve  una  doble  garantía  de  la  integridad  territorial  y  de 
la  independencia  relativa  de  las  provincias. 

No  parece  haberse  presentado  á  la  mente  de  los  legisladores 
tan  solo  la  perspectiva  de  que  el  Congreso,  en  algún  caso,  qui- 
siera erigir  una  provincia  en  el  territorio  de  otra,  ó  refundir 
dos  ó  mas  provincias  en  una.  Para  proveer  á  esa  sola  even- 
tualidad, habría  bastado  declarar  que  el  Congreso  no  puede 
dictar  resolución  en  tal  sentido  sin  el  consentimiento  de  la  Le- 
gislatura de  la  Provincia  interesada.  Pero  dice  mas :  que  no 
podrá  ejecutarse  una  operación  de  este  linaje  sin  el  consenti- 
miento de  la  Legislatura  y  del  Congreso  ;  de  suerte  que  se 
pone  en  otra  hipótesis  :  la  de  que  dos  ó  mas  provincias,  en  vir- 
tud de  combinaciones  facciosas,  ó  cediendo  á  cualquier  otro 
móvil,  pretendieran,  en  daño  de  los  intereses  generales  y  de- 
trimento del  orden  institucional  de  la  República,  refundirse  en 
UUH  sola  provincia. 

Asi  como  se  prohibe  al  Congreso  refundir  provincias  sin  el 
consentimiento  de  la  Legislatura,  se  prohibe  á  las  provincias 
refundirse  sin  el  consentimiento  del  Congreso. 

58 — Esta  garantía  está  ademas  corroborada  por  el  artículo 
3°   de  la  Constitución. — Al  estatuir  que  las  autoridades  federa- 
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les  tengan  una  residencia  sobre  cuyo  territorio  y  población 
ejerzan  jurisdicción  esclusiva,  añade  que  no  se  podrá  dis- 
poner al  efecto,  de  una  parte  del  territorio  de  cualquiera  pro- 
vincia sin  las  mismas  solemnidades,  en  lo  que  también  concuer- 
da con  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos,  en  el  artículo  1*, 
sección  8^,  inciso  16. 

59 — Pero  se  pregunta:  ¿no  es  contradictorio  de  esta  garan- 
tía de  la  integridad  territorial  de  las  provincias  la  cláusula  14 
del  artículo  67  de  la  Constitución,  que  autoriza  al  Congreso  á 
fijar  los  límites  de  las  provincias  ? 

Si  .por  el  derecho  de  fijar  límites  á  las  provincias  se  enten- 
diera el  de  subdividir  caprichosamente  sus  territorios,  incon- 
testablemente que  habría  contradicción  entre  aquella  garantía 
y  esta  atribución  del  Congreso  ;  pero  la  facultad  del  Congreso 
para  fijar  los  límites  de  las  provincias  no  tiene  esa  estension  ; 
está,  al  contrario,  limitada  por  la  lógica  de  las  instituciones  y 
por  el  contexto  de  la  ley  fundamental. 

No  es  posible  comprender  con  perfecta  claridad  y  corrección, 
el  sentido  de  una  cláusula  constitucional,  como  el  sentido  de 
ley  alguna,  sin  correlacionarla  con  todas  las  partes  del  texto 
que  sean  correlativas  o  tengan  conexión  mas  ó  menos  inme- 
diata, mas  ó  menos  remota  con  la  cláusula  sometida  á  crítica. 

La  facultad  conferida  al  Congreso  no  se  estiende  á  repartir 
teri'itorios  poblados  ó  despoblados  ;  sino  solamente  á  fijar  lí- 
mites á  las  provincias. 

Ahora  bien  :  en  el  lenguaje  de  la  Constitución,  so  entiende 
por  Provincia  una  entidad  política  con  dominio  territorial,  sin 
el  cual  no  hay  entidad  política  concebible. 

Luego,  se  reconoce  que  las  provincias,  por  el  hecho  de  exis- 
tir y  de  tener  facultades  políticas,  tienen  derechos  territo- 
riales. 

Luego,  si  las  provincias  tienen  derechos  territoriales,  el  Con- 
greso no  puede,  por  la  circunstancia  de  estar  facultado  para 
fijarles  límites,  cercenar  su  territorio,  distribuirlo,  privarlas  de 
aquel  que  por  derecho  les  corresponda. 

Fijar  límites  por  otra  parte,  tanto  vale  como  resolver  una  vez 
por  tocias,  cuál  es  la  estynsion  del  territorio  que  en  el  momento 
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de  dictarse  la  ley  poseía  log-í  ti  mámente,  y  por  su  propio  dere- 
cho, una  provincia. 

El  ejercicio  de  esta  facultad  necesita,  por  consiguiente,  con- 
cordar con  el  deber  de  respetar  el  territorio  de  las  provin- 
cias. 

Si  el  Congreso  no  puede  despojar  á  una  provincia  de  su  ter- 
ritorio para  crear  otra  provincia  ó  para  conferírselo  á  otra ;  ni 
tampoco  puede,  por  que  seria  absurdo  suponerlo,  despojar  á 
una  provincia  de  una  porción  de  svi  territorio  para  criar  un 
territorio  nacional  bajo  su  inmediata  jurisdicción. 

El  Congreso,  por  consiguiente,  fija  los  límites  de  las  provin- 
cias, pero  no  puede  desposeer  á  una  provincia  de  los  territorios 
poblados  con  derecho  ó  buena  fé,  y  cuya  población  forme  cuerpo 
político  con  ellas. 

De  otro  moilo :  el  Congreso  solo  puede  fijar  los  límites  de 
las  provincias  ;  y  por  provincia  se  entiende  cada  grupo  de  po- 
blación constituido  en  centro  político  antes  de  la  Constitución 
ó  bajo  su  amparo. 

60 — Esta  garantía  se  correlaciona  íntimamente  con  la  ofreci- 
da por  otros  artículos  constitucionales  al  auto-gobierno  local,  y 
está  asegurada  por  todas  las  cláusulas  de  la  Constitución,  que 
ya  hemos  comentado,  especialmente  por  los  artículos  5  y  106 
que  las  autoriza  á  dictar  sus  propias  Constituciones,  es  decir,  á 
organizar  sus  gobiernos ;  por  el  artículo  104  que  declara  que  las 
provincias  ejercen  todo  el  poder  del  gobierno  no  delegado  por 
la  Constitución  á  las  autoridades  federales  ;  pov  el  artículo  105 
que  declara  que  las  provincias  se  dan  sus  propias  instituciones 
locales,  se  gobiernan  por  ellas,  y  elijen  sus  funcionarios  sin  in- 
tervención del  Gobierno  General;  y  por  el  artículo  107  que  re- 
conoce en  resumen,  todas  las  atribuciones  que  esplícitamente 
ha  querido  la  Constitución  que  las  provincias  desempeñen  por 
su  propia  autoridad ;  y  está  robustecida  por  el  artículo  3°  de  la 
Constitución  que  dice  así:  "  Las  autoridades  que  ejercen  el  Go- 
bierno Federal  residen  en  la  ciudad  que  se  declare  capital  de  la 
República  por  una  ley  especial  del  Congreso,  previa  cesión  he- 
cha por  una  ó  mas  legislaturas  provinciales,  del  territorio  que 
haya  de  federalizarse. " 
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61 — Digo  que  este  artículo  garantiza  al  auto-gobierno  pro- 
vincial por  dos  razones. 

El  sitio  que  ha  de  servir  de  residencia  á  las  autoridades  fede- 
rales ha  de  revestir  una  de  estas  dos  condiciones  ;  si  es  fracción 
de  una  provincia  ha  do  conservar  todos  sus  derechos  políticos 
como  tal;  si  no  es  una  fracción  de  provincia,  ó  si  de  una  provin- 
cia se  le  desagrega  para  constituirle  capital  de  la  Nación,  ha  de 
estar  sometido  á  la  autoridad  esclusiva  de  los  Poderes  Nacio- 
nales. 

La  provincia  que  sirve  de  j'esidencia  á  las  autoridades  nacio- 
nales, en  el  primer  caso  y  en  la  primera  forma,  adquiere  una 
excesiva  influencia,  hastn  llegar  á  la  desigualdad  respecto  de 
las  demás  provincias;  en  el  segundo  caso  y  en  la  segunda  for- 
ma, serán  sometidos  esclusivamente  á  la  autoridad  déla  Nación; 
de  suerte  que  si  una  fi'accion  ó  fracciones  de  provincias,  ó  una 
provincia  entera,  fueran  declaradas  asiento  de  las  autoridades 
nacionales,  la  Proviucia  quedarla  parcial  ó  totalmente  privada 
de  su  gobierno  propio. 

Para  ilustrar  la  cuestión  que  no  carece  de  interés,  bosquejaré 
brevemente  su  historia  en  los  Estados-Unidos  de  Norte  Amé- 
rica y  en  la  República  Argentina. 

62 — Bajo  la  Confederación,  según  los  artículos  de  1777,  el 
Cono-reso  Nacional  de  los  Estados-Unidos,  tenia  su  residencia 
en  Piladelfia  en  el  Estado  de  Pensilvania,  donde  funcionó  hasta 
Julio  de  1783. 

El  Congreso  no  ejercía  autoridad  sobre  el  territorio  en  que 
celebraba  sus  sesiones  y  estaba  bajo  la  protección  de  las  auto- 
ridades locales. 

Ocurrió,  en  1783,  que  un  grupo  de  ujilicias,  llamado  al  ser- 
vicio de  los  Estados-Unidos,  se  sublevó  desacatando  la  autori- 
dad del  Congreso.  Hubo  éste  de  acudir  á  las  autoridades  del 
Estado,  las  cuales,  fuera  por  impotencia,  fuera  por  complicidad, 
anduvieron  remisas  en  auxiliarlo,  y  la  deficiencia  de  su  acción 
obligó  al  Congreso  á  buscar  sitio  mas  tranquilo  y  mas  seguro 
para  la  celebración  de  sus  sesiones.  Entonces  se  trasladó  á 
Princeton  en  el  Estado  de  Nueva -Jersey ;  y  desde  entonces  no 
pudo   menos    de    advertirte  que  era  incongruente  con  la  digni- 
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dad  del  Congreso  y  de  la  Nación  que  ol  Congreso  representaba, 
su  dependencia  de  las  autoridades  locales  de  un  Estado,  que 
pudieran  un  dia  serle  favorables,  y  otro  adversas  ;  pero  que  en 
ningún  caso  le  criaba  una  situación  decorosa  y  propia  de  sus 
altas  funciones. 

Por  co'isiguiente  dictó  una  resolución,  en  .8  de  Octubre  de 
1783,  el  mismo  año  de  su  traslación  de  Füadelfia,  en  cuya  vir- 
tud debia  adquirir  un  territorio  en  la  desembocadura  del  Dela- 
Ware  con  el  objeto  de  establecer  allí  su  residencia. 

Los  Estados  del  Sud  se  opusieron  empeñosamente  á  la  reali- 
zación de  este  propósito,  y  entonces  el  Congreso  hubo  de  cam- 
biar su  resolución,  estableciendo  que  en  adelante  residiria  alter- 
nativamente en  dos  ciudades,  para  edificar  las  cuales  debia 
adquirir  los  territorios  que  fueran  necesarios  ;  uno  en  la  desem- 
bocadura del  Delaware  y  otro  eu  la  desembocadura  del  Poto- 
mac ;  y  entre  tanto  que  las  obras  necesarias  para  establecer  las 
oficinas  piíblicas  y  alojar  los  funcionarios  en  ambas  ciudades 
fueran  construidas,  residirían  interina  y  alternativamente  en 
Trenton  capital  del  Estado  de  Nueva  Jersey,  y  en  Anápolis, 
capital  del  Estado  de  Marilandia. 

Estas  dos  leyes  de  doble  capital  y  de  doble  residencia,  fueron 
revocadas  en  1784,  y  al  revocarlas  se  estableció  que  solo  se  fun- 
darla una  ciudad  en  el  Potomac,  y  que  entre  tanto  el  Congreso 
solo  tí-ndria  una  residencia  transitoria  en  New- York. 

Andaban  así  las  cosas,  cuando  fué  convocada  la  Convención 
de  Filadelfia  con  el  objeto  de  modificar  el  Pacto  de  Confedera- 
ción, y  que  acometió  los  trabajos  que  dieron  por  resultado  la 
transformación  radical  del  orden  constitucional  y  la  sanción  do 
la  Constitución  vigente. 

Dos  temores  preocupaban,  en  conexión  con  esta  materia,  el 
ánimo  del  Congreso. 

El  primero  era  los  perjuicios  que  á  la  espedicion  de  los  nego- 
cios piíblicos,  á  la  economía  del  Erario  y  aun  á  la  dignidad  del 
Congreso,  se  seguirian  de  su  traslación,  mas  ó  menos  frecuente, 
de  un  sitio  á  otro,  agravados  por  la  nueva  organización  que  se 
le  daba. 

El    primitivo    Congreso    no    tenia    sino    una    Cámara;     de 
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suerte  que  auuque  sa  trasladara  y  sufrieran  algún  detrimento 
los  asuntos  políticos  á  su  cargo,  no  eran  del  todo  interrumpidos; 
pero,  dividiéndose  en  dos  Cámaras,  se  temia  que  si  cada  cual 
estableciera  capricliosamente  su  asiento,  ó  cambiara  de  sitio, 
obedeciendo  á  cualquiera  combinación  de  partido,  seria  imposi- 
ble la  marcha  del  gobierno.  Se  procuró  salvar  de  este  peligro 
estatuyendo  en  la  cláusula  4"^,  de  la  sección  5^  del  artículo  1°  de 
la  Constitución,  que :  "  Ninguna  de  las  Cámaras,  durante  las 
sesiones  del  Congreso,  podrá  aplazarse  sin  el  consentimiento  de 
la  otra  por  m:\<  de  tres  dias,  ni  citarse  para  otro  sitio  que  aquel 
en  que  ambas  estén  funcionando.  " 

Si  bajo  los  artículos  de  Confederación,  que  tan  escasas  atribu- 
ciones daban  al  Congreso  General,  se  vé  que  era  impropio  de  la 
dignidad  de  este  Cuerpo  funcionar  sometido  á  la  autori- 
dad de  un  Editado  y  bajo  su  protección,  mas  vivamente  debia 
presentarse  el  fenómeno  á  los  ojos  de  todos,  cuando  por  la 
nueva  Constitución  se  daba  un  carácter  tan  elevado  y  tan 
distinto  del  primitivo  á  las  autoridades  federales  de  los  Estados 
Unidos. 

Hacíase  así  perceptible,  por  otra  parte,  el  peligro  que  amena- 
zaba á  la  igualdad  de  ios  Estados  por  las  razones  que  apunté 
antes.  Porque  en  efecto,  el  centro  de  población  en  el  cual  fun- 
ciona la  autoridad  nacional  ejerce  necesariamente  una  influen- 
cia mucho  mas  directa,  mucho  mas  viva,  mucho  inas  enérgica 
sobre  los  consejos  de  los  poderes  nacionales  que  el  resto  de  la 
población  y  de  las  provincias  ;  y  para  resolver  la  cuestión,  se 
estableció  en  otra  cláusula  de  la  Constitución — (  en  el  inciso  ]  7 
de  la  sección  8^,  artículo  1°.  ) — que  correspondia  al  Congreso 
legislar  esclusivamente  sobre  el  territorio  que  llegara  á  ser  asien- 
to del  gobierno  de  los  Estados  Unidos,  por  cesión  de  los  Esta- 
dos particulares  y  aceptación  del  Congreso. 

Después  de  dictada  la  Constitución,  el  Congreso  continuó  reu- 
niéndose como  antes  de  ser  ella  promulgada,  en  Nesv-York;  y  se 
presentaron  varios  proyectos  para  fijar  la  residencia  de  la  auto- 
ridad nacional  de  acuerdo  con  la  cláusula  constitucional,  que 
fracasaron;  pero  en  1788  y  1789  los  Estados  de  ]\Jarilandia  y 
Virginia  cedieron  al  C')ngreao  de  los  Estados   Unidos  una  gran 
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fracción   de  sus  propios   territorios  que  es  lo  que  constituye  el 
distrito  de  Columbia. 

Una  ley  de  16  de  Julio  de  1790,  declaró  que  se  fundaría  una 
ciudad  en  las  regiones  del  Potomac  para  servir  de  residencia  á 
la  autoridad  nacional,  fijando  un  plazo  de  diez  años  para  las 
contrucciones  y  estableciendo  interinamente  la  sede  de  la  auto- 
ridad federal  en  la  ciudad  de  Filadelfia. 

Los  poderes  nacionales  fueron  instalados  en  la  ciudad  de 
Washington  en  1800. 

63 — En  la  República  Argentina  la  cuestión  de  la  capital  de  la 
Nación  ha  sido  tan  debatida,  ha  producido  movimientos  tan  aza- 
rosos, y  aun  mas  acaso,  que  en  los  Estados  Unidos  de  América, 
para  llegar  al  estado 'puramente  interino  en  que  hoy  nos  encon- 
tramos. 

La  primera  asamblea  representativa  de  las  provincias,  el 
primer  centro  en  que  debió  espresarse  la  voluntad  nacional,  en 
1810,  se  reunió  en  Buenos  Aires,  porque  en  Buenos  Aires  estaba 
reunida  la  Junta  Revolucionaria,  nombrada  por  el  plebiscito  de 
25  de  Mayo.  No  era  estraño.  Buenos  Aires  habia  sido  en  la 
época  de  la  dispersión  colonial  de  las  provincias,  el  centro  de  la 
unidad  social  que  ellas  formaban.  La  legislación  comercisrl  de 
España  y  la  situación  geográfica  de  Buenos  Aires  le  daban  este 
papel.  Cuando  la  dispersión  de  las  provincias  desapareció,  y 
las  colonias  semi-independientes  entre  sí,  que  formaban  parte 
de  un  sistema  político  lejano,  vinieron  á  ser  reconcentradas  bajo 
la  unidad  vireal,  el  centro  de  esta  nueva  entidad  administrativa 
y  política,  fué  Buenos  Aires. 

Emancipado  el  vireinato  como  una  sola  unidad  política  y  ten- 
diendo á  constituir  una  sola  nación,  cada  uno  de  los  órganos  que 
la  constituían  quedó  en  su  puesto  :  Buenos  Aires  fué  la  cabeza. 

Puesta  al  frente  del  vireinato  bajo  el  régimen  español,  conti- 
nuó estando  al  frente  del  vireinato  emancipado. 

Los  estatutos  de  1811  y  1815  nada  dicen  respecto  de  la  resi- 
dencia de  la  autoridad  nacional.  Subentendíase  que  la  ciudad 
de  Buenos  Aires  revestía  ese  carácter ;  y  ninguna  otra  idea  po- 
día Jtener  entrada  al  espíritu  de  los  hombres  en  aquel  tiempo. 
La  revolución  emancipadora  era  una  evolución  de  nuestra  anti- 
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gua  unidad  política  y  administrativa  ;  era  una  nueva  forma  que 
tomaba  nuestra  sociedad.  Por  consiguiente,  respetaba  todas 
sus  tradiciones,  la  integridad  y  las  formas  externas  de  su  ser ; 
y  consideraba  de  derecbo  lo  que  estribaba  en  las  costumbres  y 
estaba  consagrado  por  el  tiempo. 

Pero  este  carácter  de  Buenos  Aires,  era  en  medio  de  los  pri- 
meros movimientos  de  la  revolución  y  la  guerra  civil,  motivo  de 
grandes  querellas  y  de  celos  amarguísimos. 

Hay  que  reconocer  algo  mas  :  que  del  papel  preponderante 
que  los  sucesos  y  los  antecedentes  creaban  á  esta  ciudad,  las 
facciones  de  Buenos  Aires  hacían  un  horrendo  abuso.  El  pa- 
triciado  y  los  partidos  de  Buenos  Aires,  creaban  y  destruían 
gobiernos,  promulgaban  y  abrogaban  leyes ;  se  constituían  en 
centros  absorbentes  de  toda  la  vida  activa,  y  de  la  dirección 
enérgica  de  los  negocios. 

En  medio  de  todos  estos  conflictos,  hacia  1816,  cuando  era 
convocado  el  Congreso  Nacional, ¡Buenos  Aires  renunció  solem- 
nemente á  su  rango,  y  título  de  capital  y  declaró  que  quería  que- 
dar en  perfecta  igualdad  de  condiciones  con  el  resto  de  las  pro- 
vincias. 

Ei  Congreso  se  reunió,  en  efecto,  en  una  ciudad  mediterránea; 
pero  al  mismo  tiempo  entendía  que  el  Director  Supremo  de  las 
Provincias  Unidas  del  Rio  de  la  Plata,  es  decir,  el  Poder  Ejecu- 
tivo, no  podía  atender  á  las  necesidades  de  la  guerra,  al  manejo 
de  los  negocios  políticos,  cuya  dirección  le  incumbía,  si  tenía  su 
residencia  en  el  mismo  sitio ;  y  entonces  resultó  esta  combina- 
ción curiosa :  que  de  dos  poderes  públicos,  el  uno  residía  en 
Buenos  Aires  y  el  otro  en  Tucuman ;  y  que  las  montoneras  que 
plagaban  la  República,  interceptaban  cuando  les  placía,  las 
comunicaciones  entre  uno  y  otro  ;  que  hoy  prestaban  obediencia 
al  Directorio  y  mañana  desacataban  al  Directorio  para  prestar 
obediencia  al  Congreso,  y  la  mayor  parte  de  las  veces  se  nega- 
ban á  obedecer  á  uno  y  otro. 

El  Congreso  se  trasladó  entonces,  á  principios  de  1817,  á  Bue- 
nos Aires ;  y  dictó  el  Reglamento  provisorio  que  lleva  esa  fecha, 
transformando,  en  puutos  de  importancia,  el  Estatuto  provisional 
de  1815 


—  51  — 

Este  Reglamento  nada  establece  respecto  de  la  capital ;  pero 
continuando  el  Congreso  en  sus  trabajos  constituyentes  llegó  á 
formular  la  Constitución  de  1819.  En  ella  declaraba  por  su  ar- 
tículo 21,  que  el  Congreso  próximo,  es  decir,  el  primer  Congreso 
constitucionalmente  elegido,  se  reuniría  en  la  ciudad  de  Buenos 
Aires ;  y  en  adelante  tendría  por  asiento  la  ciudad  ó  territorio 
que  el  determinara  por  una  ley  especial. 

Entre  1820  y  1824,  la  cuestión  desaparece  junto  con  la  orga- 
nización nacional. 

En  1824,  coincidiendo  la  iniciativa  de  Buenos  Aires  y  Men- 
doza, un  nuevo  Congreso  se  reunió  en  esta  ciudad,  y  dictó,  el 
23  de  Enero  de  1825,  la  Ley  fundamental,  en  la  cual  reconocía  á 
las  provincias  el  goce  y  ejercicio  de  sus  instituciones  locales  hasta 
la  sanción  de  la  Constitución  que  premeditaba,  y  confió  las  atri- 
buciones del  Poder  Ejecutivo  Nacional  al  Poder  Ejecutivo  de  la 
Provincia,  cuya  ciudad  principal  tomó  por  asiento. 

Desde  1824  hasta  la  declaración  de  la  guerra  del  Brasil,  fué 
el  Poder  Ejecutivo  de  Buenos  Aires,  encargado  del  Nacional,  un 
agente  del  Congreso,  concorde  con  todas  sus  opiniones,  coinci- 
dente  con  todas  sus  tendencias ;  pero  pertenecían  los  hombres 
que  formaban  aquel  gabinete  al  núcleo  de  opinión  que  resistía  á 
principios  de  1826,  la  guerra  del  Brasil,  considerándola  inopor- 
tuna en  vista  del  estado  financiero  y  militar  del  país,  de  su 
debilidad,  y  la  falta  de  respeto  á  la  autoridad  y  á  la  ley,  recurso 
indispensable  para  que  una  nación  poco  poblada  y  de  cortísimos 
elementos,  como  la  República  Argentina,  afrontara  todos  los 
azares  de  una  guerra.  Como  se  diera  poco  prisa  á  obedecer  al 
Congreso  en  todos  los  actos  tendentes  á  preparar  los  elementos 
bélicos,  dictó  este,  el  G  de  Febrero  de  1826,  una  ley  estableciendo 
el  Poder  Ejecutivo  Nacional  permanente ;  y  se  nombró  para 
desempeñarlo  á  D.  Bernardíno  Rivadavia. 

El  Poder  Ejecutivo  Nacional  y  el  de  la  Provincia  funcionaban 
simultáneamente  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  así  como  ha- 
bían funcionado  hasta  entonces  el  Congreso  Nacional  y  la 
Legislatura  local.  Pero  las  provincias  habían  asumido  durante 
la  época  de  la  dispersión  todas  las  atribuciones  de  Estado  con 
completa  soberanía  ;  y  así,  todas  las  leyes,  aun  de  carácter  ínas 
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nacional,  eran  leyes  provinciales  ;  las  milicias,  los  ejércitos,  el 
derecho  de  organizar  milicias  y  el  de  armar  ejércitos,  todo  per- 
tenecía á  las  provincias. 

Cuando  se  creaba,  aunque  fuera  bajo  el  imperio  de  la  Ley 
fundamental  de  1825,  un  Poder  Federal  con  una  Legislatura  y 
un  Ejecutivo,  no  es  estraño  que  trataran  estas  autoridades  de 
asumir  todas  las  facultades  pertenecientes  á  la  soberanía  nacio- 
nal, sobre  todo  en  cuanto  fueran  indispensables  para  llevar  ade- 
lante la  guerra  en  que  el  pais  estaba  comprometido. 

Do  aqui  las  resistencias,  sordas  al  principio,  de  mas  en  mas 
enérgicas,  que  llegaron  á  convertirse  en  verdaderas  contiendas 
y  conflictos  insolubles  entre  el  gobierno  local  y  el  nacional, 
existentes  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 

La  cuestión  versó  en  su  punto  culminante  sobre  la  dirección 
de  las  milicias  :  el  Ministro  de  la  Guerra  fué  puesto  por  el  Pre- 
sidente de  la  República  á  la  cabeza  de  las  milicias  de  Buenos 
Aires;  y  el  Gobernador  de  Buenos  Aires  entendía  que  eso 
menoscababa  sus  atribuciones  y  allanaba  sus  prerogativas  como 
Capitán  General  de  la  Provincia.  Fué  llevada  la  contienda  á  la 
Legislatura  Provincial ;  de  esta  pasó  al  Congreso,  y  el  Congreso 
cortó  el  nudo,  dictando  la  ley  de  capital. 

La  ley  de  capital  declaró  que  residirían  las  autoridades  na- 
cionales en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  sobre  la  cual  ejercerían 
esclusiva  jurisdicción ;  que  el  resto  del  territorio  de  la  Provin- 
cia seria  dividido  en  dos  fracciones  para  formar  otras  tantas 
provincias  con  autoridad  local ;  pero  entre  tanto  que  una  ley 
especial  no  fuera  dada  y  la  situación  del  pais  lo  permitiera,  esas 
fracciones  del  territorio  destinadas  á  formar  provincias,  debian 
quedar  como  la  capital,  sometidas  á  la  autoridad  esclusiva  de  la 
ley  nacional. 

De  manera  que  la  Provincia  de  Buenos  Aires  desapareció  en 
un  dia  como  entidad  política. 

Esta  ley  era,  bajo  dos  puntos  de  vista,  inconstitucional. 

Es  verdad  que  la  ley  de  23  de  Enero  de  1825,  no  tenia  todos 
los  caracteres  de  una  Constitución ;  pero  tenia  todos  los  carac- 
teres de  una  ley  fundamental  transitoria  :  en  ese  carácter  fué 
dictada  por  el  Congreso,  y  en  él  fué  aceptada  por  las  provincias, 
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á  cuyo  exáraoii  habia  sido  sometida.  Ella,  establocia  quo  las 
provincias  gozarian  de  sus  instituciones  locales  entre  tanto 
quo  la  Constitución  no  fuora  dictada  ;  y  quo  la  Constitución, 
y  por  implícita  consecuencia,  todas  las  leyes  de  carácter  cons- 
titucional, que  el  Congreso  dictara  antes  de  ser  puesta  en  vi- 
gencia, deberían  ser  sometidas  al  examen  de  las  provincias. 

La  ley  de  capital  destruyó  las  instituciones  locales  de  Buenos 
Aires.  Por  consiguiente,  antes  de  la  época  en  quo  según  las 
promesas  mismas  del  Congreso  y  según  la  Ley  fundamental, 
era  lícito  allanarlas. 

Ademas,  si  una  ley  como  la  que  establecía  la  capital  y  tras- 
formaba  por  completo  todas  las  condiciones  de  la  provincia 
mas  rica  y  populosa  de  la  República,  no  era  una  ley  de  carácter 
constitucional,  sería  imposible  determinar  que  leyes  tienen  esas 
condiciones;  fuera  de  que  ella  se  relacionaba  con  la  que 
creó  el  P.  E.  permanente. 

Por  consiguiente,  ambas  debían  ser  sometidas,  sugun  lo  esta- 
blecía la  de  1825,  á  la  aprobación  de  las  provincias. 

No  lo  fueron  :  eran,  pues,  doblemente  inconstitucionales. 
La  provincia  de  Buenos  Aires,  no  obstante  todo  esto,  se  so- 
metió. 

La  Constitución  se  dictó  :  fué  rocbazada :  la  Nación  se  di- 
solvió. 

El  Gobernador  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  quedó,  por 
estipulaciones  ínter-provinciales,  encargado  de  las  relaciones 
esteriores ;  y  son  conocidas  todas  las  variantes  de  estas  insti- 
tuciones, hechas  hasta  1852,  de  acuerdo  ó  en  transgresión  del 
Tratado  de  1831,  conviniendo,  sin  embargo,  en  un  resultado 
inalterable:  conservar  en  Buenos. Aires  el  centro  principal  de 
los  negocios  nacionales. 

En  1853  el  Congreso  constituyente  puso  en  la  Constitución 
un  artículo  que  decía  así :  "  Las  autoridades  que  ejercen  el  Go- 
bierno Federal  residen  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires  que  se  de- 
clara capital  de  la  Confederación  por  una  ley  especial.  " 

Importaba  esta  cláusula  la  reproducción  de  la  ley  de  1826  ;  y 
la  provincia  de  Buenos  Aires  ( ya  separada  del  resto  de  la  Na- 
ción por  otras  causas  que  no  es  oportuno  ni  prudente   rememo- 
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rar  aquí )  encontró  en  ella  un  motivo  especial  de  repugnancia 
hacia  el  Estatuto  en  general. 

Entre  tanto,  hablase  resuelto  que  las  autoridades  de  la  Con- 
federación residirían  en  la  ciudad  del  Paraná,  federalizándose  al 
efecto  todo  el  territorio  de  la  Provincia  de  Entre-Rios ;  combi- 
nación que  subsistió  hasta  1859,  en  que  se  devolvió  á  aquella 
provincia  su  categoría  de  independiente,  y  se  limitó  el  territorio 
federalizado  al  departamento  del  Paraná. 

En  1860,  la  Constitución  fué  revisada  y  el  artículo  3°  se  refor- 
mó siendo  redactado  en  la  forma  transcrita. 

Quedó  entre  tanto  residiendo  la  autoridad  nacional  en  la  ciu- 
dad del  Paraná,  con  la  jurisdicción  definida  de  1859. 

La  intervención  nacional  de  1861  en  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  dio  por  resultado  la  calda  de  las  autoridades  federales;  y 
su  restablecimiento  por  nueva  convocatoria  hecha  por  el  Go- 
bierno de  Buenos  Aires  á  un  Congreso  que  se  reunió  en  1862 
en  esta  capital. 

Ese  Congreso  dictó  una  ley  por  la  cual  se  establecía  que  las 
autoridades  nacionales  residirian  en  Buenos  Aires,  federalizán- 
dese  todo  el  territorio  de  la  provincia. 

La  ley  fué  sometida  á  la  aprobación  de  la  Lejislatura  Provin- 
cial; y  Buenos  Aires,  menos  sumisa  y  paciente  que  en  1826,  la 
rechazó. 

Entonces  se  acordó — habiéndose  previamente  aprobado  las 
bases  de  un  arreglo  en  la  Legislatura  Provincial  y  la  Nacional, 
— una  combinación  formulada  en  la  ley  llamada  del  compromi- 
so, que  rigió  desdo  1862  hasta  1867. 

Por  ella  se  declaraba  residencia  interina  de  las  autoridades 
nacionales  la  ciudad  de  Buenos  Aires  y  se  les  confería  jurisdic- 
ción sobre  el  municipio  de  la  capital ;  debiendo,  sin  embargo, 
ser  esta  ciudad  al  mismo  tiempo  capital  de  la  Nación  y  capital 
de  la  Provincia  :  y  teniendo  las  autoridades  provinciales  plena  y 
esclusiva  autoridad  sobre  aquellos  de  sus  establecimientos  fun- 
dados y  sostenidos  por  la  Provincia  aunque  estuvieran  situados 
en  la  ciudad. 

La  ley  debia  ser  revisada  á  los  cinco  años  de  dictada ;  pero 
no  habiéndolo   sido,   el  P.   E.   Nacional  en  un  decreto  de  7  de 
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Octubre  de  1867  y  circular  dirigida  á  los  GobieruDS  de  las  pro- 
vincias, en  8  de  Octubre  do  1867,  declaró  caduca  la  ley  en  cuan- 
to confería  jurisdicción  á  la  autoridad  nacional  sobre  el  munici- 
pio de  Buenos  Aires ;  y  añadió  que  en  uso  del  derecho  que  los 
poderes  nacionales  tienen  de  residir  en  cualquier  punto  del  ter- 
ritorio argentino,  escogía  como  residencia  la  ciudad  de  Buenos 
Aires,  hasta  que  el  Congreso  dictara  la  ley  de  capital  perma- 
nente. 

Varias  leyes  han  sido,  en  efecto,  aprobadas  de  entonces  acá 
por  el  Congreso,  pero  han  sucumbido  bajo  el  veto  del  Poder 
Ejecutivo. 

65 — ¿ Es  esto  un  bien  ? . . . .     ¿Es  esto  un  mal  ? . .  . . 

La  cuestión  no  es  susceptible  de  una  solución  en  que  la  polí- 
tica y  la  ciencia  concuerden.  Al  contrario  su  solución  cientí- 
fica y  trascendental,  está  en  plena  contradicción  con  su  solución 
política  y  transitoria. 

Sin  embargo  del  ejemplo  de  la  Suiza,  el  gobierno  federal, 
(como  lo  han  reconocido  los  Estados-Unidos  de  America,  y 
como  es  de  evidencia  racional,)  no  puede  estar  bajo  el  influjo 
del  interés  local,  sea  que  las  autoridades  de  una  provincia  le 
sirvan  lealmente  ó  no  ;  porque  en  cada  provincia  se  condensan 
intereses  tradicionales,  fuerzas,  preocupaciones,  formas  y  me- 
dios de  vida  especiales  que  ejercen  presión  sobre  la  autoridad; 
y  por  consiguiente,  le  privan  de  gran  parte  de  su  libertad  de 
acción. 

Y  es  particularmente  cierto,  que  dadas  las  condiciones  eco- 
nómicas en  que  la  República  Argentina  se  encuentra,  Buenos 
Aires  puede  llegar  á  absorber  p(jr  su  población,  por  su  riqueza 
y  por  su  influencia  política,  al  resto  de  la  Ilepública  Argentina. 

En  el  Congreso  Nacional,  Buenos  Aires  tiene  la  cuarta  parte 
de  la  representación  en  la  rama  mas  popular  de  la  Legislatura. 
Tiene  un  número  de  votos  proporcional  en  la  elección  de  Pre- 
sidente y  Vice-Presidente  de  la  República.  Y  sin  leyes  pru- 
dentísimas que  traten  de  distribuir  la  población,  de  atraer  in- 
migrantes, de  favorecer  la  industria,  de  crear  grandes  incentivos 
facilitando  la  propiedad  y  el  bienestar  en  todo  el  interior  del 
país;  sin  leyes,   en  una  palabra,   que   interrumpan   este   fenó- 
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meno,  alarmante  ya,  de  que  las  grandes  masas  de  inmigrantes 
que  acuden  á  la  República  se  afoquen  en  Buenos  Aires,  ó  á  lo 
sumo,  en  el  litoral,  entre  tanto  que  queda  despoblado  el  interior 
del  país ;  no  está  remoto  el  dia  en  que  la  mitad  de  la  población 
de  la  República  esté  reconcentrada  en  Buenos  Aires ;  y  por 
consiguiente,  tenga  Buenos  Aires  la  mitad  de  la  representación 
en  la  Cámara  de  Diputados  y  poco  menos  de  la  mitad  de  los 
votos  en  la  elección  de  electores  de  Presidente  y  Vice-Presi- 
dente  de  la  República. 

Esto  seria  verdaderamente  monstruoso,  y  cardinalmente  con- 
trario al  gobierno  federal. 

Y  uno  de  los  medios  de  neutralizar  la  excesiva  influencia  que 
una  capital  de  estas  condiciones  pudiera  tomar  sobre  los  pue- 
blos, seria  cumplir  lo  que  el  artículo  3  de  la  Constitución  esta- 
blece ;  es  decir,  fundar  una  capital  de  la  Nación,  donde  tengan 
su  residencia  las  autoridades  federales  libres  de  la  presión  de 
un  centro  de  influencia  y  de  intereses  particularistas,  á  cuya 
fuerza  se  añada  el  prestigio  que  acompaña  á  la  dignidad  y 
rango  de  capital. 

Pero  aunque  esta  es  la  solución  que  la  reflexión  científica  y  la 
previsión  del  porvenir  sugieren  al  hombre  pensador  ;  la  solución 
inmediata  y  transitoria,  que  es  la  política,  no  coincide  con  ella. 
No  seria  prudente,  en  la  situación  actual  de  la  República,  tras- 
ladar el  asiento  de  las  autoridades  federales  de  Buenos  Aires  á 
un  territorio  que  revista  condiciones  completamente  diversas  de 
las  de  esta  ciudad. 

En  la  República  Argentina  la  ley  no  tiene  imperio ....  En  la 
República  Argentina  hierven  fermentos  anárquicos,  de  un  es- 
tremo á  otro .... 

La  Provincia  de  Buenos  Aires,  y  sobre  todo  la  ciudad  capi- 
tal, es  uu  centro  eminentemente  mercantilista. 

Es  verdad  que  el  mercantilismo  enerva  fibras  nobles  ;  es  ver- 
dad que  despoja  el  alma  de  grandes  ideales  y  destruye  altísimos 
resortes  en  los  caracteres  :  pero  es  verdad  también  que  pacifica 
y  en  ningún  centro  de  la  República  Argentina  actúa  este  ele- 
mento pacificador  tan  intensamente  como  en  la  ciudad  de  Buenos 
Aires. 
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Por  eso  el  Gobierno  Federal,  ya  que  la  República  Argentina 
se  encuentra  en '  un  estado  de  inquietud  y  do  casi  constante 
anarquía,  en  ninguna  parte  está  mas  resguardado  conti'a  las 
subversiones  populares  y  contra  todo  movimiento  sedicioso  y 
revolucionario  quo  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires. 

De  consiguiente,  la  solución  transitoria  y  política  de  la  cues- 
tión difiero  de  su  solución  trascendental  y  científica  en  virtud 
de  circunstancias  características  que  no  se  puede  perder  de  la 
mira,  cuando  se  quiere  lejislar  adecuada  y  prudentemente. 


VII 


Seguridades  constitucionales  de  la  unidad  na- 
cional— Eséjesis  del  preámbulo  de  la  Constitu- 
ción— Estudio  de  si^s  artículos  7,  8, 9, 10,  11,  12 
y  2G — Resiimen  de  las  materias  de  legislación 
uniforme  en  la  nación. 


6G — Para  percibir  sobre  cuan  sólidos  fundamentos  reposa  la 
unidad  nacional  argentina,  basta  tener  en  cuenta  ei  origen  de  la 
Constitución. 

Como  al  tratar  capítulos  anteriores  del  programa,  he  indica- 
do ya  la  formación  histórica  de  la  Nación,  prescindiré  aquí  de 
toda  esa  vasta  parte  del  asunto,  para  contraerme  á  la  exéjesis 
de  los  textos  constitucionales. 

67 — La  Constitución  Argentina  está  dada  en  nombre  de  la 
soberanía  nacional  :  "  Nos,  los  Representantes  del  Pueblo  de  la 
Nación  Argentina,  dice  el  preámbulo,  ordenamos,  decretamos  y 
establecemos  la  presente  Constitución.  " 

Y  concuerda,  en  cuanto  al  carácter  general  que  de  esa  cir- 
cunstancia arranca,  con  el  preámbulo  y  el'  texto  de  la  Constitu- 
ción de  los  Estados  Unidos  de  América. 

La  Nación  forma  un  cuerpo  de  Estado  distinto  de  las  provin- 
cias y  superior  á  ellas.  Nuestra  Constitución,  como  la  de  Nor- 
te-América, determina  imperativamente  la  capacidad  de  las 
provincias,  y  los  límites  dentro  de  los  cuales  esa  capacidad  debe 
contenerse ;  asi  como  fija  todas  las  reglas  que  deben  presidir  á 
sus  relaciones,  según  queda  espuesto  en  el  capítulo  5.°  del  pre- 
sente resumen. 

68. — Diferenciase,  pues,  cardinalmente,  nuestra  Constitución 
de  otras  análogas  existentes  en  el  continente  americano. 

La  Constitución  de  Nueva  G-ranada  no  determina,  por  autori- 
dad de  la  soberanía  nacional,  los  límites  de  la  capacidad  pro- 
vincial :  la  autoridad   de  los  Estados    está  subordinada  allí  á 
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reglas  establecidas  en  virtud  do  ostipnlaciones  do  parte  de  los 
Estados.  El  limito  no  es  fijado  por  ley ;  sino  por  compromiso. 
Así  el  capítulo  referente  á  esta  materia,  dice  simplemente,  que 
los  Estados  se  compróme teri  á  no  legislar  en  tal  sontido ;  á  limi- 
tar el  ejercicio  de  su  soberanía  ó  de  su  autoridad,  bajo  tales 
ó  cuales  reglas  convencionales. 

69 — Sin  embargo  no  hay  perfecta  identidad  entre  el  carácter 
de  la  soberauia  nacional  en  la  República  Argentina  y  en  los 
Estados  Unidos,  como  no  la  hay  tampoco  en  los  textos  constitu- 
cionales. 

El  nominativo  del  preámbulo  de  la  Constitución  Argeatina 
es  este :  Nos,  dice,  los  representes  del  pueblo  de  la  Nación 
Argentina, 

La  de  los  Estados  Unidos  dice :  Nos,  el  ¡mueblo  de  los  Estados 
Unidos. 

Quiere  decir  que  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos  no 
fué  dada  por  el  Congreso  Constituyente  como  representante  de 
una  entidad  soberana  preexistente ;  fué  dada  por  el  pueblo; 
y  el  Congreso  de  Filadelfia,  en  efecto,  no  hizo  otra  cosa  sino 
proyectar  la  Constitución,  la  cual  se  convertiria  en  ley  por  la 
aquiescencia  que  los  Estados  le  prestaran  ;  y  ella  misma  preveía 
que  no  debia  ser  puesta  en  vigencia  sino  después  que  nueve  de 
los  trece  primitivos  Estados  de  la  Confederación,  la  hubiesen 
aprobado  y  tan  solo  sobre  los  Estados  que  la  hubiesen  acepta- 
do ;  por  donde  el  Estado  de  Massachusets  permaneció  durante 
anos  fuera  de  la  Union  por  no  haberla  ratificado  solemnemente. 

Así,  la  entidad  de  derecho  denominada  los  Estados  Unidos 
de  América,  fué  creada  por  el  pueblo  al  tiempo  de  aceptar  la 
Constitución. 

La  Constitución  Argentina  tiene  diverso  carácter. 

Ella  no  ha  sido  dada  por  el  pueblo  :  ha  sido  dada  por  el  Con- 
greso, ó  como  dice  el  Preámbulo,  por  los  Representantes  del 
pueblo. 

La  Asamblea  Constituyente  al  dictarla,  invoca  el  nombre  de 
la  Nación  Argentina,  como  si  la  Nación  Argentina  tuviera  una 
existencia  anterior,  puesto  que  estaba  jurídicamente  represen- 
tada por  ella. 
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No  pueden  interpretarse  de  otro  modo  las  palabras  del  preám- 
bulo ;  y  así  vemos  que  la  Constitución  no  fué  sometida  á  la 
aprobación  popular. 

El  CongTCso  reunido  en  1824,  cediendo  á  las  pasiones  bor- 
rascosas que  por  entonces  imperaban  en  la  Nación  con  tenden- 
cia eversiva  de  todo  vínculo  de  nacionalidad  sólido  y  vigoroso, 
sometió  á  la  aprobación  del  Pueblo  la  Ley  Fundamental  de  23 
Enero  de  1825  ;  le  consultó  en  1826  sobre  la  forma  bajo  la  cual 
habia  de  organizarse  el  sistema  representativo  republicano  de 
gobierno ;  y,  por  último,  le  sometió  la  Constitución  unitaria 
dictada  en  1827. 

A  pesar  de  la  época  dolorosa  que  en  seguida  de  aquellos  ins- 
tantes atravesó  la  Eepública  Argentina,  parece  que  el  senti- 
miento de  la  solidaridad  nacional  y  de  la  unidad  patria,,  se 
hubiera  vigorizado  en  razón  directa  con  lo  acerbo  de  las  amar- 
guras porque  el  país  pasara ;  porque  vemos  al  Congreso  de 
1853  prescindir  de  todos  aquellos  antecedentes,  y  decretar  por  sí 
solo  la  Constitución,  dándole  una  fuerza  efectiva  y  obligatoria 
desde  el  momento  en  que  fué  promulgada. 

70 — Por  consiguiente,  entre  la  Constitución  Argentina  y  la 
de  los  Estados  Unidos,  consideradas  ambas  bajo  este  punto  de 
vista,  hay  semejanza  y  hay  desemejanza. 

Hay  semejanza  por  cuanto  ambas  emanan  del  poder  de  una 
misma  entidad  soberana  :  la  Nación. 

Son  desemejantes,  porque  según  se  desprende  del  Preám- 
bulo y  de  los  procedimientos  bajo  los  cuales  la  Constitución 
Norte- Americana  fué  dictada,  la  unidad  nacional  nació  en  Norte- 
América  de  la  Constitución ;  y  según  el  preámbulo  y  las  cir- 
cunstancias y  procederes  en  cuya  virtud  fué  dictada  la  Consti- 
tución Argentina,  la  Nación  ha  preexistido  á  la  Constitución. 

Por  eso  la  Constitución  obligaba  al  pueblo  y  á  las  Provincias 
desde  el  momento  en  que  fué  promulgada. 

y  esta  doctrina  no  solo  estriba  en  el  texto  comentado,  sino  en 
hechos  que  es  doloroso  no  poder  recordar  prolijamente  aquí; 
pero  que  es  mas  doloroso  aun  que  hayan  ocurrido.  La  ley  de 
1859  autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para  resolver,  por  la  razón 
ó  la  fuerza,  en  el  sentido  de  la  integridad  nacional,   la  cuestión 
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entre  Buenos  Aires  y  la  Confederación  es  nna  prueba  clara  do 
quo  olla  estaba  vigorosamente  arraigada.  Precediendo  la  exis- 
tencia de  la  Nación  á  sú  organización  constitucional,  ninguna 
provincia  tenia  derecho  do  esquivar  su  deber  de  prestar  aquies- 
cencia completa,  íntegra  y  rápida  á  la  ley  fundamental  del  país. 

Y  es  entendido  que  cuando  aludo  á  aquellos  tristes  aconteci- 
mientos, no  juzgo  sino  de  las  formas  externas  de  la  legalidad; 
y  prescindo  por  entero  de  la  razón  ó  sin  razón,  que  asistiera  á 
los  hombres  y  á  los  partidos  en  lucha,  respecto  de  las  cuestio- 
tiones,  estrañas  al  orden  legal,  aunque  afectaran  gravemente  la 
conciencia  cívica  y  la  prudencia  patri(5tica,  que  fueron,  al  cabo, 
las  que  la  encendieron  y  dieron  pábulo  por  cerca  de  diez  años. 

71 — Pero,  contra  la  doctrina  que  acabo  de  esponer  se  levan- 
tan varias  objeciones  que  es  menester  desatar. 

72 — En  primer  lugar  se  arguye  que  e\ preámbulo,  después  de 
mencionar  el  centro  de  autoridad  que  dicta  la  Constitución,  dice 
que  está  formado  por  elección  y  voluntad  de  las  provincias ;  sien- 
do consecuencia  de  esta  confesión  que  la  unidad  nacional  ha 
sido  formada  en  virtud  de  estipulaciones  de  Estados  soberanos; 
y  que  los  miembros  del  Congreso  Constituyente  no  eran  Repre- 
sentantes del  pueblo  de  la  Nación  Argentina,  sino  quo  eran 
Representantes  de  las  Provincias. 

Esta  objeción  tiene  poquísimo  valor.  Que  la  unidad  nacional 
ha  existido,  con  anterioridad  á  la  Constitución,  lo  demuestra 
concluyentemente  la  historia ;  pero  es  cierto  que  la  soberanía  de 
la  Nación  no  siempre  ha  sido  obedecida ;  y  que  en  medio  de  los 
disturbios  civiles  las  facciones  han  desgarrado  la  patria  bandera, 
y  las  Provincias,  como  hijas  dispersas,  se  han  sublevado  contra 
la  madre  común,  han  desconocido  su  poder  y  se  han  encerrado 
en  su  egoísmo,  por  mas  que  lo  hayan  pagado  caro  en  sangre, 
en  miserias  é  ignominias.  Sin  embargo,  jamás  en  medio  de  los 
mayores  conflictos,  ni  de  la  anarquía  mas  tenebrosa  rompieron 
por  entero  su  tradición,  ni  renegaron  locamente  de  ella,  de  sus 
deberes  y  de  sus  glorias;  antes  cuidaron  de  preparar  la  recons- 
trucción, no  de  la  nacionalidad  inalterable  y  ufanamente  afirma- 
da, sino  de  los  órganos  de  poder  de  la  nacionalidad ;  es  decir, 
que  proveyeron  medios  de  reorganiear  las  autoridades  nació- 
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les  en  la  primera  hora  plácida  y  propicia  que  el  porvenir  les  de- 


parara ! 

El  principal,  y  que  ref  undia  todos,  ei^  convocar  un  Congreso, 
en  cuyo  seno  tuvieran  todas  una  representación  igual. 

A  estos  antecedentes  alude  la  cláusula  constitucional  al  decir 
que  los  Representantes  estaban  reunidos  ''por  voluntad  y  elec- 
ción de  las  ijrovincias. " 

Luego,  esa  cláusula  conduce  á  demostrar  la  legitimidad  del 
mandato,  y  la  legitimidad  de  los  procederes  del  Congreso,  de 
acuerdo  con  el  derecho  público  vigente  condensado  en  el  Trata- 
do de  1831. 

Y  tanto  mas  resalta  esta  verdad  si  se  observa  que  por  dispo- 
siciones esplícitas  del  Estatuto,  en  las  convenciones  reformado- 
ras de  la  Constitución,  el  pueblo  debe  estar  representado  en  razón 
numérica ;  lo  cual  no  sucedería,  si  la  Constitución  tuviera  el  ca- 
rácter que  le  atribuyen  los  que  niegan  la  doctrina  resultante,  á 
mi  juicio,  de  la  exégesis  délas  primeras  palabras  del  preámbulo. 

73 — La  segunda  objeción  contra  esta  doctrina  tiene  por  punto 
de  apoyo  la  invocación  hecha  en  el  preámbulo  mismo,  de  pactos 
preexistentes. — El  texto  dice  :  Nos,  los  Representantes  de  la  Na- 
ción Argentina  reunidos  en  Congreso  General  Constituyente  por 
voluntad  y  elección  de  las  Provincias  que  la  componen,  en  vir- 
tud de  •pactos  preexistentes  etc. 

Hay  que  observar  ante  todo  que  la  cláusula  no  tiende  á  escla- 
recer y  complementar  ni  lógica  ni  gramaticalmente  la  que  dice: 
las  Provincias  que  componen  la  Nación,  sino  la  que  dice  :  los  Be- 
presentantes  ....    reunidos  en  Congreso  General  Constituyente. — 

Significa,  pues,  que  el  Congreso  está  reunido,  no  solo  por  vo- 
luntad y  elección  de  las  provincias,  sino  también  en  virtud  de 
pactos  preexistentes. 

Ahora,  los  pactos  á  que  se  hace  referencia  son  el  de  23  de  Fe- 
brero de  1820  entre  Santa-Fé,  Entre-Rios  y  Buenos  Aires ;  el 
de  27  de  Noviembre  de  1820  entre  Santa-Fé  y  Buenos  Aires; 
los  de  1822  entre  todas  las  provincias  litorales;  el  de  1827  en- 
tre todas  las  provincias  litorales  y  la  provincia  de  Córdoba;  los 
de  1829  y  1830  entre  Buenos  Aires,  Santa-Fé,  Córdoba  y  Cor- 
rientes ;  el  de  1831  estipulado  primitivamente  entre  las  cuatro 
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provincias  litorales  y  llamado  por  eso  "  Tratado  Cuadrilátero,  " 
y  estendido  después  como  compromiso  6  ley  fundamental,  aun- 
que interina,  de  la  Confederación  Argentina,  á  todo  el  resto  de 
la  República:  y  por  último  el  de  1851  celebrado  en  la  ciudad 
do  San  Nicolás  de  los  Arroyos,  á  fines  del  mes  de  ^VEayo,  entro 
los  Gobernadore»  de  las  provincias  para  determinar  la  forma  en 
que  debia  ser  convocado  y  en  que  debia  reunirse  y  funcionar  el 
Congreso  General  Constituyente. 

Ahora  bien  :  ¿  cuáles  son  las  ocasiones  en  que  esos  pactos 
han  sido  estipulados  entre  las  provincias,  y  qué  es  lo  que  ellos 
sustancialmente  establecen  ? 

47— El  de  23  de  Febrero  de  1820  fué  ajustado  por  Buenos 
Aires,  con  Santa-Fé  y  Entre-Rios,  inmediatamente  después  que 
los  caudillos  de  estas  provincias,  capitaneando  las  masas  popu- 
lares, derribaron  el  Directorio  y  el  Congreso  desacatando  la 
Constitución  unitaria  de  1819  y  protestando  contra  el  proyecto 
que  el  Congreso  ajitaba  respecto  de  la  coronación  de  un  rey  del 
Rio  de  la  Plata  y  Chile. 

El  de  27  de  Noviembre  de  1820  entre  Santa-Fé  y  Buenos  Ai- 
res corresponde  á  la  conclusión  del  segundo  acto  de  aquel  drama 
tan  complicado  y  trágico  de  nuestra  historia. 

Los  caudillos  del  litoral  eu  la  primera  invasión  hecha  á  Bue- 
nos Aires  derribaron,  con  el  Directorio  y  con  el  Congreso,  todos 
los  obstáculos  que  hasta  entonces  se  oponían  al  pleno  desen- 
volvimiento y  radicación  completa  de  la  fuerza  democrática, 
como  base  definitiva  del. Gobierno  que  debia  ser  constituido  en 
el  país. 

Las  invasiones  terminadas  por  el  pacto  de  27  de  Noviembre 
de  1820  tenian  un  carácter  diverso.  En  ellas  se  proponían  los 
caudillos  estender  su  influencia  para  afirmar  su  imperio  sobre 
todo  el  litoral,  y  por  consiguiente  renegar  de  una  manera  rui- 
nosa y  sangrienta  de  los  mismos  principios  que  ostensiblemente 
invocaban  donde  violentamente  se  hablan  reunido  y  aglomerado 
sus  fuerzas  para  derribar  al   Congreso  y  Directorio. 

Hablan  ejecutado  esos  actos  en  nombre  de  la  Federación ;  y 
en  nombre  de  la  Federación  querían  aplastar  la  naciente  auto- 
nomía de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 
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La  figura  gloriosa  de  Manuel  Dorrego,  el  Gobierno  del  Gene- 
ral Eodriguez  que  siguió  de  aquellos  acontecimientos,  se  levan- 
tan en  aquel  momento,  condensando  las  fuerzas  para  consolidar 
la  base  del  verdadero  sistema  federal  que  los  pueblos  ansiaban, 
por  instinto,  por  arrebatamiento. ...  no  se  porqué,  pues  al  cabo, 
no  teniau  de  él  una  noción  ni  aun  medianamente  clara  y  correcta. 

Los  pactos  de  1822  fueron  hechos  cuando  las  provincias  lito- 
rales y  la  de  Córdoba,  siguiendo  la  iniciativa  de  Buenos  Aires, 
renunciaban  á  la  idea  de  reunir  un  Congreso,  cuyos  diputados 
habian  comenzado  á  llegar  yá  al  sitio  de  la  convocación,  y  que 
debia  funcionar  en  la  Provincia  de  Córdoba  en  virtud  de  los 
pactos  anteriores. 

Llegó  á  formarse  en  aquellos  dias  en  la  provincia  de  Buenos 
Aires  un  centro  de  acción  desvinculado  de  los  antiguos  parti- 
dos ;  y  que  debia  ser  en  la  historia  de  nuestras  divisiones  polí- 
ticas, el  eslabón  entre  los  partidos  de  la  primera  década  revolu- 
cionaria, y  los  grandes  partidos  constitucionales,  el  unitario  y 
el  federal,  en  que  la  clase  pensadora  debia  dividirse  poco  mas 
tarde.  En  este  conjunto  de  hombres  de  diversas  opiniones  y 
antecedentes,  predominaba  el  propósito  de  esquivar  por  enton- 
ces la  reorganización  nacional,  por  recelo  de  que  un  nuevo  en- 
sayo, que  probablemente  habría  de  fracasar,  desacreditara  aun 
mas  la  nacionalidad,  y  retardara  por  un  tiempo  indefinido  el 
momento  anhelado  de  organizaría  sólida  y  vigorosamente.  Pre- 
firieron rehacer  el  orden  institucional  de  las  provincias  que  con- 
taban con  elementos  suficientes  para  eUo,  y  preparar  en  virtud 
de  una  mejora  de  las  instituciones  locales,  la  reconstrucción  na- 
cional sobre  mejores  bases  y  con  mayores  probabilidades  de  éxito 
en  lo  futuro.  De  ahí  que  retirara  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
é  invitara  á  las  demás  Provincias  á  retirar  los  diputados  que 
comenzaban  á  reunirse  para  el  Congreso  de  Córdoba.  Entonces 
se  celebró  el  pacto  de  1822. 

Los  de  1827  entre  las  Provincias  del  litoral  y  la  Provincia  de 
Córdoba.,  fueron  ajustados  inmediatamente  después  de  haber 
sido  rechazada  por  los  caudillos,  por  las  masas  y  aun  por  gran 
parte  de  la  opinión  ilustrada,  en  los  centros  provinciales,  la 
Constitución  Unitaria. 


—  65  — 

La  ley  fundamental  de  1825,  establecía  que  la  Constitución, 
seria  sometida  á  la  aprobación  de  las  provincias  ;  do  modo  quo 
el  rechazo  do  la  Constitución  de  1826,  la  dejaba  como  baso  y 
regla  de  la  nacionalidad ;  y  parece  que  era  lógico,  y  ajustado  á 
los  principios,  que  el  Congreso  se  hubiera  amparado  de  ella 
para  conservar  la  "unidad,  ó  bien  reformando  la  Constitución 
en  el  sentido  en  que  la  exigía  la  opinión  predominante,  ó  bien 
postergando  definitivamente  su  sanción  definitiva. 

No  sucedió  asi. 

Un  miembro  de  aquel  Congreso  declaraba  treinta  y  tres  años 
mas  tarde,  en  una  ocasión  solemne,  que  el  Congreso  votó  la  di- 
solución do  la  nacionalidad. 

Y  bien  :  ni  el  ilustre  Congreso  de  1827,  ni  el  furor  de  las  ma- 
sas, ni  la  lanza  de  los  caudillos,  ni  todas  las  malas  pasiones  des- 
encadenadas, ni  los  errores  sombríos,  ni  las  mentiras  siniestras 
que  se  amontonaban  entonces  sobre  el  horizonte  nublado  de  la 
patria,  fueron  bastante  poderosos,  para  ahogar  la  vitalidad  nacio- 
nal, que  ha  triunfado  de  las  tempestades  y  de  los  desastres. 

Los  pueblos  en  aquellos  momentos  de  conflicto  proveían  lo 
manera  de  conservar  al  menos  el  nombre  y  los  símbolos  de 
nuestras  tradiciones,  y  la  personalidad  del  país  ante  el  estran- 
jero ;  y  de  reconstruir  en  algún  día,  aunque  fuera  remoto  y 
tardío,  la  antigua  patria  de  nuestros  padres ! 

Los  pactos  de  1829  y  1830,  son  estipulados  en  medio  de 
mayores  aflicciones  que  el  de  1827. 

La  Provincia  de  Buenos  Aires,  una  vez  dísuelta  la  Nación, 
había  cambiado  su  personal  de  gobierno,  entregando  la  direc- 
ción de  los  negocios  públicos  al  partido  federal. 

Habíase  tratado,  por  el  pacto  á  que  acabo  de  aludir,  de  pro- 
veer al  gobierno  interino  de  las  relaciones  esteriores  y  á  la 
futura  organización  nacional. 

Todos  sabemos  como  terminó  aquella  situación  política,  con 
la  muerte  de  Dorrego  y  la  venganza  de  Eosas. 

En  medio  de  las  atroces  iniquidades  que  ensangrentaban  y 
avergonzaban  á  todas  las  provincias,  las  del  interior  como  las  del 
litoral,  allí  donde  campeaba  Quiroga,  como  donde  campeaban 
Rosas  V  sus  secuaces,  fueron  hechos  los  pactos  de  1829  y  1830. 
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El  de  1831  respondía  á  una  situación  análoga. 

75 — En  diferentes  ocasiones  he  tenido  oportunidad  de  espli- 
car  á  qué  necesidades  se  trató  de  responder  por  medio  do  las 
estipulaciones  en  ellos  conteniddS. 

El  pacto  en  San  Nicolás  de  los  Arroyos  en  1852,  no  fué  otra 
cosa  sino  un  medio,  acertado  ó  erróneo,  (lo  cual  no  discutiré 
ahora,)  de  proveer  al  cumplimiento  del  de  1831,  y  á  la  ejecu- 
ción de  todos  los  designios  que  los  pueblos  habían  manifestado 
tener  al  tiempo  de  contraer  las  obligaciones  en  él  estipuladas. 

76 — Espresadas  las  ocasiones  en  que  cada  uno  de  esos  actos 
ha  sido  pactado,  solo  me  resta  esplícar  lo  que  ellos  establecen. 

Sustancíalmente  cinco  cosas. 

Establecen  en  primer  lugar,  que  las  provincias  eran  soberanas 
entretanto  que  la  nacionalidad  argentina  no  fuera  reconstituida 
bajo  un  gobierno  federal. 

Segundo  :  que  unidas  ó  dispersas,  formaban  parte  integrante 
del  Estado,  llamado  la  Eepúblíca  Argentina. 

Tercero :  que  las  relaciones  esteriores  serían  manejadas  uni- 
formemente por  un  solo  funcionario. 

Cuarto  :  que  las  provincias  se  debían  recíproco  auxilio,  y 
eran  solidarias  en  tradiciones  y  en  intereses. 

y  quinto :  que  en  un  dia  favorable,  cuando  la  paz  hubiese 
venido  á  los  pueblos,  las  pasiones  se  hubiesen  serenado  y  se 
hubiesen  ilustrado  los  espíritus,  un  Congreso,  en  que  todas  las 
provincias  serian  representadas,  dictaría  una  Constitución,  es 
decir,  organizaría  el  Gobierno  Federal  y  fijaría  las  reglas  á 
que  debiera  subordinarse,  y  las  que  hubieran  de  presidir  las  re- 
laciones interprovinciales,  y  las  relaciones  de  las  provincias 
con  la  Nación. 

Por  consiguiente,  no  puede  fundarse  contra  la  doctrina  que 
sustento,  objeción  seria,  invocando  la  cláusula  de  la  Constitu- 
ción en  que  se  mencionan  los  pactos  preexistentes  como  base  de 
la  ley  fundamental  de  la  Nación. 

77 — La  tercera  objeción  se  funda  en  una  cláusula  del  artículo 
104,  ó  mejor  aun,  en  una  palabra  do  una  cláusula  del  artículo 
104.  Este  artículo  dice  :  "Las  provincias  conservan  todo  el 
poder  no  delegado  por  esta  Constitución  al  Gobierno  Federal, 
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etc.  "  De  aquí  concluyen  algunos  que  la  masa  de  atribuciones 
do  que  disfruta  el  Gobierno  do  la  Nación  deriva  de  delegaciones 
voluntarias  y  limitadamente  beclias  ñor  las  provincias. 

Pero  este  argumento  cae  por  completo  si  se  observa :  que  no 
dice  la  Constitución  que  las  provincias  conservan  el  poder  que 
no  hayan  ellas  delegado  al  Gobierno  Federal,  sino  el  poder  que 
no  haya  sido  delegado  por  la  Constitución ;  y  como  la  Constitu- 
ción no  üstá  dada  en  nombre  de  las  provincias,  sino  en  rombre 
de  la  Nación ;  se  sigue  que  la  autoridad  que  las  provincias  con- 
servan, es  conservada  por  asentimiento  de  la  autoridad  nacional 
no  por  libre  reserva  de  su  parte. 

Además,  no  usaría  la  Constitución  la  palabra  conservan,  si  la 
cláusula  tuviera  ese  sentido ;  diria  :  las  provincias  se  reservan; 
y  solo  usa  del  verbo  conservar,  que  se  presta  al  equívoco  que 
trato  de  despejar,  porque  las  Provincias,  en  efecto,  según 
el  Tratado  de  1831,  poseían  defacto  esa  autoridad  en  el  mo- 
mento en  que  el  Estado  nacional  fué  definitivamente  consti- 
tuido. 

78— La  última  cláusula  del  mismo  artículo,  dice  :  " y  el 

que  espresamente  se  hayan  reservado   por  pactos  especiales  al 
tiempo  de  su  incorporación.  " 

Si  no  trajéramos  á  cuenta  las  antecedentes  que  produjeron  la 
inserción  de  esa  cláusula  en  la  Constitución,  (que  no  pertenece 
al  texto  primitivo  sino  que  fué  sugerida  por  la  Convención  Pte- 
visora  de  Buenos  Aires  en  1860)  seria  realmente  capaz  de  in- 
ducir á  error;  pero  una  vez  esclarecido  su  origen,  la  dificultad 
desaparece. 

En  cumplimiento  de  la  ley  de  1859,  á  que  ya  hice  referencia, 
el  Gobierno  Federal  Argentino  declaró  guerra  á  la  provincia  de 
Buenos  Aires  y  venció  su  ejército.  La  provincia  de  Buenos 
Aires  celebró  entonces  un  pacto  de  pacificación,  (no  de  incorpo- 
ración,) con  el  Gobierno  Argentino,  (y  no  con  las  demás  provin- 
cias,) de  fecha  11  de  Noviembre  de  1859. 

La  Constitución  establecía,  entre  otras  limitaciones  impuestas 
á  las  provincias,  que  no  podían  establecer  Bancos  con  facultad  de 
emitir  billetes,  sino  con  consentimiento  del  Congreso. 

La  Provincia  de  Buenos  Aires,  interesada  en  conservar  plena 
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y  perpetua  libertad  para  manejar  su  Banco  de  Estado,  tan  útil 
para  sus  intereses  financieros  como  para  las  necesidades  mer- 
cantiles y  económicas  de  la  población,  solicitó  que  por  el  Pacto 
de  1 1  de  Noviembre  se  le  asegurara  este  derecho ;  y  el  Gobierno 
Federal  así  lo  otorgó  y  así  fué  estipulado. 

En  la  Convención  Revisora  de  la  Constitución,  renació  el 
temor  de  que,  siendo  como  eran  entonces,  vivísimos  los  antago- 
nismos locales,  el  Congreso  Federal  pudiera,  después  de  verifi- 
cada la  reintegración  nacional,  cercenar  en  algo  las  dificultades 
de  Buenos  Aires  respecto  de  su  Banco ;  y  se  quiso  precaver  esta 
eventualidad  convirtiendo  la  promesa  del  11  de  Noviembre  en 
una  garantía  constitución  al. 

Por  no  formularla  netamente,  en  su  sentido  particular  y  rec- 
to, asegurando  á  Buenos  Aires  el  derecho  de  conservar,  gober- 
nar y  administrar  su  Banco  de  Estado,  se  empleó  una  frase 
mas  enfática,  pero  que  precisamente,  por  ser  mas  retórica  y 
general  de  lo  que  debiera,  envuelve  una  verdadera  anfibología, 
y  poco  menos  que  un  contrasentido  en  el  testo   constitucional. 

De  todos  modos,  se  vé  que  no  tiene  sino  un  sentido  restrin- 
gido, según  los  antecedentes  históricos  que  acabo  de  mencionar; 
y  que  por  consiguiente  carece  de  valor  el  argumento  fundado  en 
su  presencia  en  el  testo  constitucional. 

79 — Así  que  después  de  esaminar  el  valor  de  todas  estas 
objeciones,  me  ratifico  en  lo  establecido : — la  unidad  nacional 
es  indivisible : — la  Constitución  no  deriva  de  las  provincias: 
la  Nación  Argentina  antecede  á  la  Constitución ;  y  las  garan- 
tías que  la  unidad  nacional  recibe  de  su  origen  están  ade- 
mas fortificadas  por  instituciones  destinadas  á  evitar  que  ella  se 
relaje,  se  debilite  ó  se  corrompa. 

80 — El  artículo  7.**  de  la  Constitución  estatuye  que  los  actos 
públicos  y  procedimientos  judiciales  de  una  provincia  gozan  de 
entera  fe  en  las  demás ;  y  que  el  Congreso  puede  determinar 
por  medio  de  leyes  generales  la  forma  probatoria  y  el  valor 
legal  de  esos  actos. 

Este  artículo  envuelve  dos  doctrinas.  La  primera,  es  que 
las  provincias,  en  cuanto  son  entidades  políticas  iguales  por  su 
origen,  por  su  naturaleza,  y   subordinación   á  una  ley  común, 
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son  solidarias  entre  sí.  Set^unda :  que  la  soberanía  nacional 
puede  organizar  las  relaciones  que  recíprocamente  han  de  nian- 
tenei". 

81 — El  articulo  8.°  dispone  que  todas  las  franquicias,  todos 
los  derechos,  y  todos  los  privilegios  que  bajo  título  de  ciuda- 
dano disfruta  un  individuo  en  una  provincia  le  están  asegura- 
dos en  todas  las  demás,  por  garantía  de  la  soberanía  nacional, 
que  como  las  garantías  por  ella  dadas,  está  á  su  turno  prote- 
gida por  la  autoridad  judicial  de  la  Nación. 

82 — El  mismo  artículo  dispone  que  la  estradicion  de  crimi- 
nales es  una  obligación  recíproca  entre  todas  las  provincias ;  es 
decir,  que  todas  las  autoridades  de  provincia  están  estricta- 
mente obligadas  á  prestarse  mutuo  auxilio  para  la  ejecución  de 
las  leyes  y  para  la  conservación  del  orden  en  ■  sus  respectivos 
territorios.  Si  las  provincias  pudieran  conceder  asilo  á  los 
criminales  fugitivos  de  la  autoridad  de  otra  provincia,  es  claro 
que  seria  fácil  eludir  la  acción  de  los  tribunales,  huyendo  de  una 
á  cualquiera  de  las  limítrofes ;  pero  no  es  eso  tan  repugnante 
ni  choca  tanto  al  sentido  común,  como  la  perspectiva  de  que 
pudiera  existir  una  nación  organizada  federativamente  en  que 
las  provincias  por  una  cláusula  constitucional  están  obligadas  á 
garantir  la  administración  de  justicia,  á  asegurar  el  orden 
y  los  beneficios  de  la  libertad  y  de  la  paz  pública,  y  en  que,  sia 
embargo,  no  se  prestaran  auxilio  y  fuesen  considerados  los 
territorios  contiguos  como  territorios  estrangeros,  y  las  autori- 
dades vecinas  y  hermanas  como  autoridades  estrangeras  y  sin 
vínculos  ni  solidaridad  entre  sí. 

83 — Constituyen  también  un  orden  solidario  entre  todas  las 
provincias  las  relaciones  de  la  producción  y  del  cambio  interior 
en  el  país. 

Según  el  artículo  9."  no  habrá  en  la  Nación  mas  aduanas  que 
las  nacionales  en  las  cuales  han  de  regir  las  tarifas  que  esta- 
blezca el  Congreso. 

Según  el.  artículo  10,  es  libre  en  el  interior  de  la  República  la 
circulación  de  todos  los  efectos  de  producción  ó  fabricación  na- 
cional, así  como  la  de  los  géneros  y  mercancías  de  todas  clases 
despachadas  en  las  aduanas  esteriores. 


— .  70  — 

Según  el  artículo  11,  los  artículos  de  producción  ó  fabricaciou 
nacional  ó  estrangera  así  como  los  ganados  de  toda  especie, 
que  pasen  por  territorio  de  una  provincia  á  otra,  serán  libres 
de  los  derechos  llamados  de  tránsito,  siéndolo  también  los  car- 
ruajes, buques  ó  bestias  de  trasporte ;  y  ningún  otro  derecho, 
añade  el  mismo  artículo,  podrá  ser  establecido  bajo  cualquier 
denominación  que  sea,  que  tienda  á  dificultar  el  tránsito  de 
las  mercancías. 

Según  el  artículo  12,  los  buques  destinados  de  una  provin- 
cia á  otra  no  estarán  obligados  á  entrar,  anclar  y  pagar  dere- 
chos por  causa  de  tránsito;  sin  que  en  ningún  caso,  añade, 
pueda  concederse  preferencias  á  un  puerto  respecto  de  otro 
por  medio  de  leyes  ó  reglamentos  de  comercio. 

Según  el  artículo  26,  la  navegación  de  los  rios  interiores  es 
libre  para  todas  las  banderas,  con  sujeción  únicamente  á  los 
reglamentos  que  dicte  la  autoridad  nacional. 

84 — Brevísimas  palabras  tendré  que  añadir  para  comentar 
en  su  conjunto  todos  estos  artículos,  cuya  unidad  de  pensa- 
miento es  inmediatamente  perceptible. 

El  orden  común  fundado  por  ellos  y  definido  por  la  soberanía 
nacional,  impone  restricciones  á  las  provincias  y  á  la  Nación. 

Impone  restricciones  á  las  provincias  en  dos  sentidos :  en 
cuanto  les  estorba  legislar  sobre  materias  mercantiles,  concor- 
dantemente  con  otras  disposiciones  ya  comentadas,  ni  imponer 
trabas  de  ninguna  clase,  bajo  cualquier  protesto  ó  forma,  á  la 
circulación  de  los  valores  por  razón  de  estar  en  el  comercio, 
según  los  artículos  10  y  11 ;— ^y  en  cuanto  les  estorba  imponer 
iguales  trabas  al  tráfico  de  los  artículos  por  razón  de  tránsito, 
en  los  artículos  12  y  26. 

Impone  también  restricciones  á  las  autoridades  federales. 
Es  permitido  reglamentar  la  navegación  de  los  rios  interiores, 
pero  no  es  lícito,  á  título  de  reglamentar  la  navegación,  prohi- 
birla ni  aún  indirectamente,  es  decir,  gravándola  de  suerte 
que  la  garantía  constitucional  viniera  á  ser  por  completo  frus- 
trada. Es  mas  generosa  que  cualquiera  otra  legislación  del 
mundo,  la  Constitución  argentina,  cuando  abre  sin  restric- 
ción, los  rios  interiores  á  todas   las    banderas.    Esta  garantía 
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dada  al  desarrollo  ulterior  de  la  riqueza  pública  y  á  la  libre 
comunicaciou  de  los  intereses  morales  y  materiales,  entre  nues- 
tro país  y  el  estrangero,  ha  querido  la  Constitución  que  en 
ningún  caso  pueda  ser  cercenada  por  el  ejercicio  do  la  facultad 
reglamentaria  que  tienen  los  poderes  constituidos  de  la  Na- 
ción. 

La  Nación  puede  también,  en  ejercicio  de  la  autoridad  con- 
ferida por  la  Constitución,  habilitar  puertos ;  pero  no  puede 
crear  privilegios  á  favor  de  ningún  puerto  establecido,  ni  puede 
crear  ni  habilitar  un  puerto  en  condiciones  mas  favorables  que 
los  demás  reconocidos  ó  establecidos  por  la  ley. 

Por  todos  estos  medios  estrecha  los  .intereses  de  todos  los 
argentinos;  los  vincula,  uniforma  la  vida  económica  .del  país 
con  una  prolijidad  que  no  supera,  ni  aun  iguala,  ninguna  otra 
constitución  federativa,  sin  escluir  de  este  juicio  la  de  los  Es- 
tados-Unidos de  América. 

85 — En  suma  :  la  unidad  nacional  deriva  de  la  formación  his- 
tórica de  la  República  Argentina  y  del  origen  jurídico  de  su 
Estatuto  constitucional ;  y  está  garantizada  por  la  unidad  social ; 
bien  como  la  unidad  social  está  garantizada  :  iirimero,  por  la 
uniformidad  de  legislación  en  materia  civil  y  penal,  como  la 
establecen  el  inciso  11  del  artículo  67  y  el  artículo  108  de  la 
Constitución ;  segundo,  por  las  reglas  de  reciprocidad  que  obligan 
á  las  provincias  á  prestar  fé  á  los  actos  públicos  de  las  demás, 
según  lo  establece  el  artículo  7  ° ;  tercero,  por  la  igualdad  estric- 
ta de  derecho  de  los  respectivos  vecinos,  y  su  común  obligación 
de  auxiliarse  para  hacer  efectivo  el  imperio  de  las  leyes  en  sus 
respectivos  teriütorios,  según  el  artículo  8° ;  cuarto,  por  la  iden- 
tidad de  reglas  que  imperan  sobre  la  vida  económica  y  la  orga- 
nizan hasta  convertirla  en  un  campo  de  acción  común  y  de  in- 
tereses indivisibles,  según  lo  establecen  los  artículos  9,  18,  11, 
12  y  26. 
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Supremacía  de  la  Constitución  Nacional — Filo- 
sofía de  esta  regla  de  organización  y^  gobierno 
— Medios  de  hacerla  efectiva — ConHictos — 
Medios  de  resolverlos — Supremacía  de  las  le- 
yes nacionales  :  esplicacion  de  este  principio — 
Carácter  legal  de  los  tratados  internacionales. 


8G — Precisadas  á  conservarse  y  desenvolverse,  todas  las  Na- 
ciones esperimentan  vivísima  necesidad  de  constituir  algún 
centro  de  dirección,  capaz  de  desafiar  el  tiempo  y  las  mudanzas 
de  la  opinión  y  los  conflictos  de  los  intereses,  permaneciendo 
inalterable,  para  que  sea  núcleo  de  atracción  de  todos  los  ele- 
mentos que  las  componen,  y  foco  impulsivo  de  las  fuerzas,  por 
cuyo  ejercicio  han  de  incrementarse  y  prosperar. 

No  tiene  otro  origen  el  establecimiento  de  las  monarquías, 
regulares  ó  degeneradas;  y  hasta  los  despotismos  anómalos 
obedecen  con  frecuencia  al  sentimiento  de  una  necesidad  aná- 
loga y  dolorosa  en  los  pueblos  fatigados  por  la  anarquía  y  los 
desórdenes. 

En  los  gobiernos  de  forma  mixta  del  tipo  inglés,  este  centro 
superior  es  la  corona. 

Asi,  aunque  el  poder  de  los  representantes  de  la  Nación  sea 
legalmente  ilimitado  en  aquel  país,  y  aunque  llegue,  como 
todos  los  jurisconsultos  lo  reconocen,  hasta  investir  la  facultad 
de  cambiar  el  orden  de  sucesión  á  la  corona,  tiene  sin  embargo, 
esta  limitación:  la  imposibilidad  de  abolir  la  dignidad  real ; 
porque  ella  constituye  el  gran  elemento  conservador,  la  parte 
imponente  de  la  Constitución,  como  decia  Bageot. 

En  los  gobiernos  de  forma  republicana,  necesitan  las  socie  - 
dades  encontrar  algo  ^que  reemplace  por  su  carácter  de  perma- 
nencia y  de  superioridad  indiscutida  ó  indiscutible,  el  papel 
que  la  Corona  representa  en  los  gobiernos  de  forma  mixta :  es 
el  que  incumbe  á  la  Constitución. 
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La  Constitución  ha  de  ser,  por  consiguiente,  inalterable  ;  ó 
solo  ha  do  poder  ser  alterada  por  actos  de  la  misma  entidad  que 
la  define,  y  por  medios  congruentes  con  el  principio  republicano 
y  con  la  ley  de  la  conservación  social. 

87 — Pero  hay  algo  mas.  La  Contitucion  necesita  revestir 
una  fuerza  efectiva  suficiente  para  doblar  todo  cuanto  pueda 
contrariarla,  para  allanar  por  su  propia  acción,  todos  los  estor- 
bos que  puedan  interponerse  á  su  paso.  Por  eso,  la  Constitución 
Nacional  Argentina,  que  ha  querido  crear  una  unidad  superior 
á  las  unidades  políticas  formadas  por  las  provincias,  y  en  una 
ley  constitucional  el  centro  superior  de  atracción  y  dirección  de 
la  vida  política  y  econ(Smica  del  país,  ha  creado  un  Estado  Na- 
cional ;  y  creando  un  Estado  Nacional  ha  formado  un  gobierno 
con  acción  tuitiva  y  coercitiva  sobre  las  personas  y  las  cosas. 

88 — Pero  en  un  régimen  federal  se  interponen  las  Provincias 
entre  la  Nación  y  las  personas. 

Las  Provincias  son  verdaderas  corporaciones  investidas  con 
grandes  facultades  políticas.  Los  habitantes  del  territorio  de  la 
República  pertenecen,  pues,  á  dos  corporaciones :  á  la  corpora- 
ción nacional  y  á  la  corporación  provincial ;  'y  no  se  puede  con- 
cebir que  obedezcan  simultánea  y  conjuntamente  á  dos  reglas 
que  estuvieran  en  contradicción. 

Y  como  de  esta  contradicción  no  podría  resultar  otra  cosa 
( caso  de  que  por  alguna  eventualidad  se  realizara,  )  sino  la 
anarquía  y  el  desorden,  es  menester  proveer  á  los  medios  de 
que  las  provincias,  en  ningún  caso,  estatuyan  en  contra  de  la 
Constitución  Nacional ;  y  se  siguen  de  aquí  dos  consecuencias  : 
•primera,  que  las  disposiciones  de  la  Constitución  Nacional  son 
tan  obligatorias  para  las  provincias  consideradas  en  su  capacidad 
legal,  como  para  los  individuos  congregados  en  el  seno  de  cada 
una  de  ellas  ;  y  segunda,  que  la  legislación  de  todas  las  provin- 
cias debe  adaptarse  y  subordinarse  á  la  Constitución  Nacional. 
En  virtud  de  todas  estas  necesidades,  la  Constitución  es  la  Ley 
Suprema  del  país,  como  lo  declara  el  artículo  31,  cuando  dice: 
u  Esta  Constitución,  las  leyes  de  la  Nación  que  en  su  conse- 
ii  cuencia  se  dicten  por  el  Congreso,  y  los  tratados  con  las 
a  Potencias  estrangeras,  son  la  ley   suprema   de  la  Nación ;  y 

lu 
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íí  las  autoridades  de  cada  Provincia  están  obligadas  á  confor- 
íc  marse  á  ella,  no  obstante  cualquiera  disposición  en  contrario 
u  que  contengan  las  leyes  ó  constituciones  locales.  ;? 

89 — En  la  marcha  ordinaria  de  la  vida  política  puede  suce- 
der que  la  subordinación  do  derecho  que  las  provincias  están 
obligadas  á  guardar  respecto  de  la  Constitución  Nacional,  desa- 
parezca de  hecho. 

La  Constitución  ha  establecido  los  medios  de  proveer  á  las 
dificultades  surgentes  de  estos  conflictos,  confiriendo  á  la  Su- 
prema Corte  de  Justicia  Nacional  la  facultad  necesaria  para 
definir,  esclarecer,  interpretar  y  conservar  permanente  é  inalte- 
rable la  supremacía  de  la  Constitución  Nacional. 

No  es  esta  la  oportunidad  de  indagar  cuáles  son  los  procedi- 
mientos y  solemnidades  en  cuya  virtud  puede  llegar  á  ser  so- 
metida á  su  decisiou  una  cuestión  de  constitucionalidad  ó 
inconstitucionalidad,  es  decir,  sobre  adaptación  ó  no  adaptación 
á  la  Ley  Suprema,  de  una  ley.  Constitución  ó  autoridad  de 
provincia;  bástenos  recordar  sumariamente  la  competencia  que 
sobre  este  punto  tiene. 

La  Suprema  Corte  de  Justicia  es  el  órgano  mas  activo,  mas 
directo,  mas  poderoso  de  la  Constitución  para  conservar  su  su- 
premacía, doblando  todas  las  resistencias  que  á  su  imperio  se 
opongan. 

Y  deduzco  de  aquí,  que  si  las  provincias  están  estrictamente 
obligadas,  á  respetar  la  Constitución  Nacional  en  su  legislación, 
en  su  administración  y  gobierno ;  están  obligadas  á  respetar 
también  las  decisiones  di>  los  Tribunales  Nacionales,  porque 
ellas  son  reglas  de  jurisprudencia  constitucional,  que  escla- 
recen y  fijan  el  sentido  positivo  de  la  ley  fundamental;  á 
cuyo  imperio  están  igualmente  sometidos  los  tribunales  locales 
en  todos  los  asuntos  que  se  rocen  con  el  derecho  constitu- 
cional. 

90 — La  persistencia  de  los  tribunales  de  provincia  en  prescin- 
dir de  la  Constitución  y  de  las  sentencias  de  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  que  esclarezcan  puntos  dudosos  do  la  Constitución, 
tiene  correctivo  en  el  procedimiento  judicial  mismo,  es  decir, 
en  la  reiteración  de  actos  por  los  cuales  la  Suprema  Corte  in- 
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tervenga  á  fin  de  rectificar  los  errores  cometidos  por  los  tribu- 
nales de  provincia. 

Puede  suceder,  empero,  que  las  autoridades  legislativas  ó  eje- 
cutivas, sobre  todo  en  materia  política,  se  obstinen  en  desacatar 
la  Constitución ;  y  el  conflicto,  en  tal  caso,  es  posible  que  llegue 
á  convertirse  en  rebelión,  y  si  es  sostenido  á  mano  armada,  en 
guerra  civil. 

Esta  hipótesis,  como  se  advierte  desde  luego,  está  fuera  del 
estudio  que  nos  ocupa  en  este  momento. 

91 — Debo  añadir  que  no  basta  para  la  conservación  de  la 
unidad  nacional,  ni  para  que  el  Estado  nacional  desempeñe  su 
papel,  la  supremacía  de  la  Constitución. 

La  Constitución  Nacional  crea  autoridades  con  fines  genera- 
les y  determinados. 

Esas  autoridades  serían  vanas  é  inconducentes  si  pudieran 
ser  trabadas  en  el  desempeño  de  sus  funciones  por  leyes  ó  ins- 
tituciones de  provincia. 

La  supremacía  de  la  Constitución,  por  consecuencia,  envuelve 
necesaria  é  imprescindiblemente  la  supremacía  de  las  leyes  dic- 
tadas bajo  su  imperio. 

92 — Por  otra  parte,  la  Nación  adquiere  derechos  y  contrae 
deberes  por  medio  de  contratos  ajustados  y  estipulados  por 
aquella  autoridad  que  tiene  la  representación  esterior  del  país, 
es  decir,  por  la  autoridad  federal. 

En  cuanto  la  Nación  contrae  obligaciones  por  medio  de  tra- 
tados, y  sobre  todo  cuando  ellos  afectan  franquicias  aseguradas 
á  los  ciudadanos  de  los  estados  estran^eros  con  quienes  se  con- 
trata, los  tratados  establecen  reglas  de  carácter  permanente  ;  y 
su  observancia  y  ejecución  leal  comprometen  el  decoro  y  la  se- 
guridad nacional. 

Por  consiguiente,  los  tratados  deben  estar  en  las  mismas  con- 
diciones que  las  leyes  dictadas  por  el  Congreso,  es  decir,  deben 
formar,  con  la  Constitución  de  la  Repiíblíca,  la  ley  Suprema  del 
país. 

93 — Y  siendo  así,  se  sigue  que  todos  los  conflictos  que  pueden 
ocurrir  entre  una  ley  ó  Constitución  de  Provincia  y  una  ley 
dictada  por  el  Congreso,  ó  un  tratado  estipulado  por  la  Nación 
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con  un  Estado  estrangero,  deben  ser  resueltos  por  la  autoridad 
judicial  de  la  Nación,  lo  mismo  y  en  idéntico  sentido  que  loa 
conflictos  entre  una  Constitución  ó  una  ley  de  Provincia  y  la 
Constitución  Nacional. 


IX 


Conflictos  que  pueden  Bobreveiiir  respecto  de  la 
estension  territorial  de  las  jurisc'iccioiiea— Lí- 
mites inter-provinciales— Límites  de  territorios 
provinciales  con  territorios  nacionales— Costas 
marítimas  y  tiuvip.les— Islas— Calíales  artifi- 
ciales—Caminos y  ferro-carriles  que  unen  ó 
atraviesan  distintas  provincias  ó  territorios 
federales— Telégrafos— Colonias. 


94 — La  organización  de  ua  gobierno  federativo,  es  tan  com- 
plicada y  da  ocasión  á  tantos  conflictos  de  intereses  y  jurisdic- 
ciones que  difícilmente  se  puede,  procediendo  por  medio  de 
hipótesis  ó  conjeturas,  agotar  su  catálogo. 

Sin  embargo ;  muchos  se  pueden  preveer  y  están  previstos ; 
por  lo  cual  es  menester  tratarlos,  sea  que  la  legislación  argen- 
tina les  dé  solución,  sea  que  debamos  buscársela  en  el  terreno 
de  la  doctrina,  examinando  la  teoría  que  surge  del  derecho  posi- 
tivo de  otras  naciones,  que  como  los  Estados-Unidos  de  Norte 
América,  se  rigen  por  instituciones  análogas  á  las  nuestras. 

95 — Desde  luego  pueden  ocurrir  conflictos  respecto  de  la 
estension  territorial  de  la  jurisdicción,  y  sobre  los  derechos  que 
respectivamente  pertenecen  al  dominio  del  suelo  y  á  la  facultad 
de  gobernar. 

Consideradas  en  general  estas  cuestiones,  son  solubles  por  la 
acción  judicial  de  la  Nación,  en  virtud  de  varios  principios. 

Hemos  visto  ya  que  ol  inciso  14  del  artículo  67  de  la  Consti- 
tución autoriza  al  Congreso  para  fijar  los  límites  de  las  provin- 
cias, es  decir,  para  establecer  desHndes  entre  una  provincia  y 
otra  ú  otras,  y  las  provincias  y  los  territorios  nacionales. 

Esta  cláusula  no  solo  confiere  una  atribución  al  Congreso,  sino 
que  además  establece  implícita  pero  claramente  la  autoridad  que 
debe  resolver  cualquier   dificultad  superviniente  á  la  designa- 


cion  de  límites,  que  no  puede  ser  sino  la  que  está  encargada  de 
resolver  todas  las  cuestiones  regidas  por  leyes  nacionales. 

Respecto  de  un  límite,  haya  sido  ó  no  fijado  por  el  Congreso, 
procede  la  intervención  de  los  Tribunales  Nacionales,  si  la  con- 
tienda tiene  lugar  entre  provincias,  porque  el  artículo  109  de 
la  Constitución  establece  esplícitamente  qne  las  Provincias  no 
pueden  declararse  la  guerra  ni  hacerse  hostilidades  de  ningún 
género,  y  que  sus  querellas  deben  ser  sometidas  á  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  y  dirimidas  por  ella  ;  y  si  tiene  lugar 
entre  una  provincia  y  la  Nación,  porque  el  artículo  100  pone 
también  bajo  la  jurisdicción  esclusiva  de  los  tribunales  federales 
la  resolución  de  todas  aquellas  cuestiones  de  derecho  en  que  sea 
parte  la  Nación,  ó  una  Provincia. 

96 — Pero  estas  cuestiones  pueden  revestir  dos  caracteres  :  ó 
bien  versar  sobre  dominio  territorial,  ó  bien  sobre  jurisdicción. 

Si  la  cuestión  hubiera  de  suponerse  suscitada  entre  dos  pro- 
vincias, la  hipótesis  seria  vana,  porqu'3  resuelta  la  una  estaría 
resuelta  la  otra. 

Entre  provincias,  la  jurisdicción  y  el  dominio  son  perfecta- 
mente co -extensivos.  La  jurisdicción  va  hasta  donde  va  el 
dominio  ;  porque  se  ejerce  jurisdicción  sobre  toda  la  parte  del 
territorio  provincial. 

Pero  entre  las  provincias  y  la  Nación,  la  cuestión  puede  ser 
harto  mas  complicada,  porque  pueden  existir  dentro  de  territo- 
rios provinciales  propiedades  de  la  Nación,  en  los  cuales  esta 
ejerce  jurisdicción  ;  y  otros  muchos  casos  pueden  presentarse 
también,  de  los  cuales  vamos  á  esclarecer  en  seguida  algunos; 
pero  cuya  universal  solución  depende  de  este  criterio  superior 
de  juicio  y  esta  regla  superior  de  conducta  ;  la  supremacía  de  la 
ley  nacional  dentro  de  sus  límites,  es  decir,  en  relación  con  las 
funciones  y  objetos  en  vista  de  los  cuales  son  establecidas  Ihs 
autoridades  federales. 

97 — Los  límites  entre  provincias,  6  entre  provincias  y  terri- 
torios nacionales  pueden  consistir,  ó  en  líneas  naturales  ó  en 
líneas  matemáticas. 

Cuando  consisten  en  líneas  naturales,  están  sujetos  á  todas 
las  alteraciones  que  la  naturaleza  puede  producir.     Así  puede 
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ser  aplicable  á  las  provincias  aquella  regla  en  cuya  virtud  el  pro- 
pietario, cuyo  fuudo  está  deslindado  por  uu  limito  natural,  gana 
por  aluvión  y  pierde  por  derrubio.   . 

Cuando  las  líneas  quo  dividen  las  provincias  entre  sí  ó  de  ter- 
ritorios riacionnles  son  matemáticas  ;  entonces  son  inalterables, 
pero  pueden  exigir  ínodificaciones  por  conveniencia  común. 

Entre  las  provincias  puedo  precederse  á  una  alteración  do  lí- 
mites por  medio  de  estipulaciones  recíprocas. 

Es  este  uno  de  aquellos  casos  en  que,  según  el  espíritu  de  la 
Constitución,  entiendo  que  es  lícito  á  las  provincias  celebrar  en- 
tre sí  tratados  parciales ;  y  como  estos  tratados  han  de  ser,  de 
todos  modos,  sometidos  á  la  aprobación  del  Congreso,  las  provin- 
cias, al  estipular  una  alteración  amigable  de  sus  límites,  de  nin- 
guna manera  se  sublevan  contra  la  autoridad  del  Congreso,  sino 
que  al  revés,  se  subordinan  ii  su  definitiva  resolución. 

Entre  provincias  y  territorios  nacionales,  la  cuestión  de  ter- 
ritorio viene  á  ser  cuestión  entre  provincias  y  la  Nación,  puesto 
que  los  territorios  por  sí  mismo  no  tienen  personería  política  ni 
autonomía  propia.  Entonces  la  cuestión  debe  ser  resuelta  por 
ley,  y  en  caso  de  dudas,  ya  sea  en  contienda  entre  una  Provincia 
y  la  Nación,  que  haya  sido  resuelta  con  alguna  oscuridad,  ya 
entre  provincias  iguales  en  derechos,  la  decisión  do  los  Tribuna- 
les Federales  viene,  en  virtud  de  lo  ya  espuesto,  á  resolver  toda 
dificultad  y  allanar  todo  inconveniente. 

98 — Para  dilucidar  las  cuestiones  que  puede  ocasionar  el 
dominio  y  la  jurisdicción  sobre  las  costas  marítimas  y  fluviales, 
bastará  tener  en  consideración  la  doctrina  que  rige  todas  las 
cuestiones  que  se  refieren  á  los  puertos. 

La  palabra  ¡mertos,  en  castellano  envuelve  un  doble  concepto, 
esclarecido  por  definiciones  diferenciales  y  que  en  inglés  está 
discei'nido  aun  por  las  denominaciones. 

Puerto,  en  general,  es  todo  sitio  abierto  en  las  costas,  sean 
marítimas  ó  fluviales,  que  da  abrigo  á  los  buques  y  les  permite 
fácil  comunicación  con  las  islas  ó  tierra  firme. 

Estos  puertos  pueden  ser  resultado  de  la  forma  de  las  costas 
sin  intervención  del  arte  humano,  pueden  ser  obra  de  la  in- 
dustria del  hombre.     En  el  primer  caso,  son   naturales ;    en  el 


—  so- 
segando, artificiales ;  y  á  todos  los  quo  á  esta  categDiña  perte- 
necen, sean  obra  do  arte,  sean  obra  de  la  naturaleza,  los  ingle- 
ses denominan  harhour. 

La  palabra  inglesa  port  equivalente  á  nuestra  palabra  puerto, 
nc  denomina  sino  lo  que  nosotros  podríamos  llamar  puerto 
legal;  es  decir,  no  aquellos  sitios  en  que  sea  físicamente  po- 
sible ejecutar  las  operaciones  necesarias  para  comunicar  los 
buques  con  la  tierra ;  sino  aquellos  en  que  el  soberano  del 
territorio  permite,  bajo  las  reglas  y  vigilancia  establecidas,  car- 
gar 6  descargar  las  mercancías,  embarcar  ó  desembarcar  los 
pasageros ;  ó,  como  decía  el  Derecho  Romano  locus  condussus 
quo  importantur  merces  et  unde  exportantur. 

Ahora,  según  las  prácticas  y  tradiciones  del  Derecho  Fede- 
ral, las  Provincias  pueden  tener  la  propiedad  de  los  puertos 
naturales,  y  pueden  construir,  con  sus  recursos  propios,  puertos 
artificiales,  de  los  cuales  son  también,  y  con  mayor  razón,  pro- 
pietarias ;  pero  convertirlos  en  puertos  legales,  reglamentar 
su  uso  como  tales,  y  ejercer  su  policía,  son  atribuciones  esclu- 
sívas  del  Gobierno  Federal, — en  virtud  de  su  poder  sobre  el 
comercio  y  la  navegación,  y  en  virtud  del  que  la  Constitución 
le  acuerde),  al  conferirle  la  jurisdicción  marítima  y  de  almi- 
rantazgo. 

Esta  doctrina  concuerda  con  la  Constitución  de  los  Estados 
Unidos  en  el  artículo  l,^  sección  8.*,  inciso  3.®  y  con  el  artículo 
1°,  sección  lO.*^,  inciso  2.°;  con  las  decisiones  de  los  tribunales 
norte-americanos,  y  con  los  estatutos  orgánicos  revisados  y 
compilados  por  orden  del  Congreso  hace  tres  años,  y  con  las 
doctrinas  respetables  por  su  especialidad  en  esta  materia,  de 
jurisconsultos  como  Houck. 

Ahora  bien ;  del  poder  que  el  Gobierno  Federal  tiene 
para  reglamentar  esclusivamente  el  uso  y  ejercer  la  policía  de 
los  puertos,  sean  naturales  ó  artificiales  con  tal  que  sean  puer- 
tos legales,  en  virtud  de  su  poder  de  reglamentar  el  comercio, 
se  deriva  la  facultad  de  ejercer  vigilancia  en  las  costas,  sean 
marítimas  ó  fluviales  ;  entendiéndose,  sin  embargo,  que  esa 
fucultad  está  limitada  á  asegurar  la  observancia  de  los  regla- 
mentos de   comercio,   y  que  en  ninguna  manera  perjudica  el 
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dominio  territorial   de   las  provineias  y  de   su  jurisdicción  en 
todo  lo  que  so  relacione  con  ol  comercio  y  la  navegación. 

99 — Y  se  comprenderá  mejor  la  legitimidad  de  esta  doctrina 
examinando  la  relativa  á  los  rios,  materia  mal  definida  en 
nuestra  legislación,  pero  á  cuyo  respecto  la  esperiencia  y  la 
jurisprudencia  de  los  Estados  Unidos  de  America  nos  ofrecen 
doctrinas  que  me  parecen  evidentemente  correctas.   (1) 

Los  rios,  según  la  doctrina  norte-americana,  son  asimilados 
á  los  grandes  caminos ;  respecto  de  los  cuales  la  propiedad  y 
el  derecho  de  gobernar  no  se  han  confundido. 

Esta  doctrina  respecto  de  los  caminos  y  otros  bienes  de  pro- 
piedad del  Estado,  rige  aun  en  pníses  de  organización  unitaria, 
si  bien  no  será  forzosamente  idéntica  á  la  doctrina  conexa  con 
ella  y  predominante  en  un  gobierno  federal. 

Así  los  jurisconsultos  franceses  dividen  los  bienes  del  Estado 
en  dos  categorías :  en  bienes  públicos  del  Estado,  y  en  bienes 
privados  del  Estado. 

El  Estado  representa  el  derecho  de  propiedad  de  la  Nación 
sobre  los  bienes  de  una  y  otra  categoría,  pero  la  manera  de  em- 
plearlos y  disponer  de  ellos  es  limitada  en  un  caso  y  absoluta 
en  el  otro. 

Los  bienes  públicos  son  poseídos  por  el  Estado  como  repre- 
sentante de  la  generalidad  :  son  indivisibles,  inenagenables  y  no 
pueden  ser  empleados  sino  en  aquellos  usos  á  los  cuales  son 
por  su  propia  naturaleza  destinados.  En  estas  condiciones 
están  los  caminos.     El   Estado  no  puede   enagenar  un  camino. 

El  Estado  representa  á  la  sociedad  y  los  derechos  de  propiedad 
de  esta  sobre  el  camino,  pero  simplemente  en  cuanto  á  reglar 
su  uso  y  á  estorbar  que  una  propiedad  privada  se  establezca 
sobre  él  y  prive  á  la  generalidad  el  uso  de  la  via. 

Los  bienes  particulares  del  Estado,  son  aquellos  que  este 
posee  en  su  capacidad  de  persona  jurídica  y  de  los  cuales  puede 
disponer  libremente  como  un   particular  de  sus  propios  bienes. 


(1) — Los  preceptos   del  Código  Civil  sobre   el  domiuio  y   sus   límites   en    las 

relaciones  privadas  concuerdau  en  su   principio   generador   y   doctrinario  con  estas 

reglas  del  dominio  provincial. 

11 
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Si  en  una  organización  .unitaria  y  centralista  como  la  de 
Francia  existe  esta  doctrina  que  establece  tan  capitales  diferen- 
cias respecto  de  distinto  género  de  propiedades  del  Estado, 
ella  debe  ser  llevada  á  consecuencias  mucho  mas  amplias  en  un 
país  que  tiene  una  organización  descentralizadora  en  el  estrerao 
que  la  crian  las  instituciones  federativas.  La  propiedad  provin- 
cial no  envuelve  el  derecho  de  la  Provincia  á  gobernar :  el 
dominio  y  la  jurisdicción  no  se  confunden. 

No  se  concibe  un  camino  nacional,  un  camino  general,  que  no 
atraviese  provincias.  En  este  caso  la  propiedad  y  el  derecho 
de  gobernar  el  camino  están  necesariamente  separados. 

Las  provincias  conservan  la  propiedad  del  suelo ;  pero  mien- 
tras este  sea  destinado  á  camino  no  pueden  disponer  de  él  ni- 
menos  legislar  reglamentando  su  uso. 

Así  sucede  con  los  rios,  según  la  doctrina  del  mismo  país  en 
que  buscamos  ejemplos  para  reemplazar  una  jurisprudencia  que 
nos  falta,  y  doctrinas  legales  de  que  carecemos :  los  Estados 
son  propietarios  de  los  rios,  sus  lechos  y  sus  costas :  los  Estados 
primitivos  por  haber  conservado  su  derecho ;  y  los  nuevos,  por 
que  los  antiguos  cedieron  á  la  Nación  los  territorios  en  que  los 
rios  corren,  bajo  la  condición  de  crear  Estados  que  fuesen 
iguales  á  ellos  en  derechos.  Luego,  el  dominio  sobre  los  lechos 
y  costas  de  los  rios  ha  pasado  por  dos  transferencias :  ha  sido 
transferido  por  los  Estados  primitivos  á  la  Nación  por  el  acto 
de  cesión  ;  y  ha  sido  trasladado,  después,  de  los  Estados-Unidos 
á  los  Estados  nuevamente  formados,  por  el  acto  del  Congreso 
que  los  ha  reconocido  en  tal  capacidad  política.  Pero  la  pro- 
piedad de  los  Estados  sobre  las  costas  y  lechos  de  los  rios  no 
envuelve  de  ninguna  manera  el  derecho  de  legislar  sobre  la 
navegación  de  sus  aguas. 

100 — Las  islas  pueden  ser  puestas  por  el  Congreso,  si  así  lo 
entiende  conveniente  á  los  intereses  nacionales,  fuera  de  todo 
límite  provincial ;  pero  una  isla  formada  en  un  rio  que  corre 
dentro  de  los  límites  reconocidos  de  una  provincia,  es  de  propio^ 
dad  provincial. 

101 — Cuanto  he  dicho  respecto  de  los  puertos  es  aplicable  á 
los  canales. 
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Las  provincias  pueden,  porque  el  art.  107  de  la  Constitución 
así  lo  declara  categóricamente,  esplorar  y  canalizar,  con  sus 
recursos  propios,  los  rios  de  sus  territorios  y  pueden  construir 
canales  navejijables  ;  pero  no  pueden  reglamentar  el  uso  de  ellos 
ni  pueden  imponer  derechos  sino  bajo  la  autoridad  del  Congreso. 

Esta  doctrina  arranca  de  todos  los  estatutos  norte-ameri- 
canos relatidos  á  esta  materia  y  es  la  que  el  Congreso  ha  adop- 
tado al  tiempo  de  organizarse  la  manera  do  construir  en  la 
provincia  de  Buenos  Aires  el  canal  artificial  del  Riachuelo. 

102 — La  Nación  legisla  sobre  los  caminos,  ferro-carriles  y  te- 
légrafos que  ella  construye,  que  ella  autoriza  á  construir  ó  que 
garantiza. 

Las  provincias  legislan  también  esclusivamente  y  dan  sus  re- 
glamentos á  los  caminos,  ferro-carriles  y  telégrafos  construidos 
por  ellas  ó  bajo  su  autoridad. 

Pero  puede  suceder  que  en  virtud  de  la  facultad  de  las  pro- 
vincias para  celebrar  tratados  parciales  con  fines  de  utili- 
dad común,  dos  ó  mas  provincias  alleguen  sus  esfuerzos  para 
construir  un  camino  de  hierro  ó  un  telégrafo  que  acelere  y  faci- 
lite la  comunicación  entre  sus  respectivos  territorios.  La  cues- 
tión que  se  presenta  en  este  caso  es  la  siguiente :  habiendo 
legislaciones  y  reglamentos  diversos  sobre  telégrafos,  sobre  ca- 
minos y  sobre  ferro-carriles  en  dos  ó  mas  provincias  que  pue- 
den llegar  á  construir  alguno  de  estos  medios  de  comunicación 
con  sus  esfuerzos  propios,  ¿  qué  legislación  debe  regirlos  ?  ¿La 
de  cada  una  de  las  provincias  en  su  estension  que  el  camino  ocu- 
pa dentro  de  los  límites  de  cada  cual,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  la 
legislación  de  todas  las  provincias  interesadas  ?  ¿La  legislación  de 
una  de  ellas  ?  y  cuál  ?  ¿  Reglamentos  especiales  establecidos  por 
pactos  interprovinciales  al  tiempo  de  convenirse  en  la  construc- 
ción del  camino,  ferro-carril  ó  telégrafo  ?. .  . . 

Las  leyes  de  1872  respecto  de  ferro-carriles  y  de  1875 
respecto  de  telégrafos,  han  establecido  que  en  todos  esos  casos 
no  serán  los  caminos,  telégrafos  ó  ferro-carriles,  regidos  por 
las  leyes  provinciales  ni  por  ninguna  ley  escogida  voluntaria- 
mente por  las  provincias;   sino  por  ley  nacional. 

Esta  doctrina  concuerda  con  el  estatuto  de  la  Union  Ameri- 
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cana,  según  el  cual  todos  los  telégrafos,  caminos  y  ferro-carriles 
que  pasen  de  un  Estado  á  otro  ó  á  un  territoi-io  nacional,  están 
sujetos  á  la  ley  nacional ;  aunque  sean  de  propiedad  particular, 
de  propiedad  de  un  Estado  ó  de  varios,  ó  de  la  Nación  y  de  un 
Estado  ó  varios  Estados. 

103 — Los  gobiernos  nacional  y  provincial  están  autorizados 
para  colonizar  las  tierras  públicas;  pero  la  Nación  no  puede 
conceder  á  los  colonos  que  traiga  á  poblar  la  tierra  vacante  de 
propiedad  de  la  Nación,  franquicias,  ni  imponerles  obligaciones 
que  contraríen  las  reglas  establecidas  por  la  Constitución  Na- 
cional, una  de  las  cuales  es  la  perfecta  igualdad  en  derechos 
y  deberes  de  todos  los  habitantes  del  territorio  argentino ;  y 
como  todos  los  poderes  del  Gobierno  Federal  son  estricta- 
mente limitados  por  la  Constitución,  es  claro  que  en  ningún 
caso,  so  protesto  de  fomentar  la  población,  podria  crear  á  un 
grupo  de  ciudadanos  ó  de  habitantes  del  territorio  una  situa- 
ción diferente  de  aquella  uniforme,  que  la  Constitución  cria 
á  todos. 

Si  el  Gobierno  Federal  tiene  limitaciones  en  esta  facultad  de 
reglamentar  las  colonias ;  sin  duda  alguna  que  con  mayor  razón 
la  necesitan  los  gobiernos  de  provincia,  que  no  solo  tienen  los  lí- 
mites que  sus  constituciones  particulares  les  imponen,  sino  el 
estricto  deber  de  respetar  la  Constitución  Nacional  como  ley 
suprema  del  país. 

104 — Una  cuestión  se  presenta  delante.  ¿  El  Gobierno  Fede- 
ral puede  establecer  colonias  bajo  su  autoridad  y  por  ley  nacio- 
nal en  territorios  adquiridos  por  cesión,  por  compra  ó  de  cual- 
quier otra  manera  dentro  de  la  jurisdicción  de  una  provincia  en 
virtud  de  lo  estatuido  en  el  artículo  67,  inciso  27,  de  la  Consti- 
tución y  para  los  efectos  en  él  especificados  ? 

Esta  cuestión  no  puede  ser  esclarecida  en  principio  aquí,  sino 
después  de  dilucidar  todas  las  relativas  al  gobierno  de  las  pose- 
siones nacionales  dentro  de  territorios  provinciales  que  será 
materia  de  otro  capítulo  ;  pero  desde  luego  adelanto  mi  opinión 
negativa,  y  un  antecedente  que  no  puedo  menos  de  deplorar : 
la  ley  de  1876  estableciendo  la  colonia  de  Caroya  en  la  provincia 
de  Córdoba. 
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105 — Y  ya  que  he  mencionado  las  colonias,  séarae  lícito  no 
ocultar  una  opinión  que  abrigo  sobre  ellas,  consideradas  como 
un  medio  de  fomentar  la  población. 

Todos  sabemos  lo  que  hacian  los  romanos  para  romanizar  los 
países  que  habían  cedido  á  su  influjo  ó  de  los  cuales  habíanse 
hecho  poseedores  por  medio  de  las  victorias  guerreras :  incrus- 
tar grupos  de  su  propia  nacionalidad  dentro  de  la  nacionalidad 
que  querían  asimilarse. 

Una  nacionalidad  débil  todavía  por  su  número,  y  endeble  por 
la  inconsistencia,  que  de  su  juventud  resulta,  como  la  sociedad 
argentina,  corre  peligro  admitiendo  estas  incrustaciones  de 
grupos  disciplinados,  con  carácter,  lengua,  creencias  y  costum- 
bres divergentes  de  nuestras  creencias,  de  nuestra  lengua  y 
nuestras  costumbres. 

Poblar  sin  que  las  poblaciones  se  asimilen,  es  criar  la  anar- 
quía, poner  la  sociedad  en  contradicción  consigo  misma  y  en 
lucha  activa  y  perpetua. 

Aun  en  los  Estados  en  que  no  se- usa  el  artificio  de  las  colonias, 
siempre  que  en  virtud  de  atracciones  simpáticas,  se  af  ocan  hombres 
pertenecientes  á  la  misma  raza,  lengua  y  nacionalidad  y  forman 
grupos  divergentes  por  carácter  con  el  pueblo  que  los  acoge, 
sobrevienen  conflictos  y  peligros, — como  en  los  Estados  Unidos, 
á  causa  de  los  grandes  grupos  de  alemanes  que  pueblan  casi  esclu- 
sívamente  los  Estados  del  Oeste,  y  son  quienes  esparcen  y 
han  esparcido  el  materialismo  y  el  imperialismo,  doble  corriente 
que  tiende  á  corromper  en  sentido  moral  y  político  las  institu- 
ciones y  la  sociabilidad  de  aquel  país  inicialmente  cristiano  por 
su  espíritu,  eminentemente  republicano  por  sus  formas  y  por  sus 
tendencias  políticas .... 

Aun  económicamente  consideradas,  las  colonias  son  capaces 
de  producir  perjuicios  enormes  á  cualquier  país,  que  en  condi- 
ciones análogas  al  nuestro,  las  adopte  como  medio  de  ensanchar 
su  población  y  aumentar  su  fuerza  productiva. 

Las  colonias,  en  efecto,  ó  son  completamente  libres ;  y  enton- 
ces no  se  pueblan  sino  lentamente  ni  se  obtiene  con  ellas  otra 
cosa  sino  crear  centros  divergentes  por  razón  de  simpatía  ó  anti- 
patía nacional :  ó  se  forman  por  medio  de  empresas ;  y  entonces 
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distraen  éstas  una  porción  de  riqueza  adquirida  ó  creada  en  ellas 
para  la  alimentación  del  parasitismo  que  incuban. 

El  empresario  de  colonias  necesariamente  busca  un  provecho 
que  se  deduce  de  los  beneficios  de  los  colonos,  ó  de  los  beneficios 
que  el  Estado  debiera  recoger,  ó  de  unos  y  otros  á  la  vez. 

En  cualquier  caso  se  vé  que  la  colonización  por  medio  de 
empresas  es  perjudicial  para  la  riqueza  general ;  porque  la  Em  - 
presa  hace  en  la  colonia  el  mismo  papel  que  la  tenia  en  el  or- 
o-anismo. 


X. 


Defensa  del  tenitoiio  y  de  las  instituciones  y 
autoridades  nacionales — Ejército — Milicia. 


106 — Proveer  cá  la  defensa  común  y  consolidar  la  paz  interior 
son  dos  de  los  fines  de  la  Constitución  al  establecer  el  Gobierno 
Federal. 

Proveer  á  la  defensa  común  y  consolidar  la  paz  interior, 
equivale  á  repeler  las  agresiones  estrangeras  y  reprimir  las 
violencias  contra  el  imperio  de  la  ley  y  el  respeto  debido  á 
las  autoridades. 

De  aquí  las  instituciones  militares  que,  como  todas  las  ma- 
terias atingentes  con  esta  cuestión,  están  á  cargo  del  Gobierno 
Federal,  en  virtud  de  las  razones  que  he  tenido  antes  la  oportu- 
nidad de  esponer. 

107 — No  necesito  empeñarme  mucho  para  justificar  la  exis- 
tencia de  las  instituciones  militares  en  todas  las  sociedades 
modernas. 

Es  verdad,  que  el  cristianismo  trayendo  al  mundo  la  frater- 
nidad entre  hombres  y  naciones,  parece  que  debiera  haber 
estinguido  todos  los  odios  y  estirpado  las  ambiciones,  fuentes 
de  conflictos  y  contiendas  entre  los  estados  paganos.  Pero 
¡  cuánta  y  qué  enorme  diferencia  no  media  entre  el  ideal  del 
mundo  moderno  y  su  dolorosa  realidad  !  ¡  Cuánta  y  qué  enor- 
me diferencia  entre  la  ley  que  el  hombre  aislado  ó  colectivo 
debe  seguir  y  los  caminos  que  realmente  recorre  impulsado  por 
las  pasiones !  El  cristianismo  ha  dado  al  hombre  la  ley  y  la 
luz ;  pero  no  ha  sometido  á  la  ley  su  libre  naturaleza,  ni  el 
hombre  ha  sido  dócil  para  dejar  regenerar  por  la  luz  su  nativa 
corrupción. — Precipítase,  al  contrario,  en  los  mismos  derrum- 
badores,  y  le  arrebata  el  mismo  arranque  de  codicias  y  de  so- 
berbia, que  en  todo  tiempo  corrompió  á  las  naciones  fuertes,  y  á 
las  débiles  estremeció  de  pavor. 


La  llamada  edad  media,  época  de  conflagraciones  en  que  se 
derrumbaron,  nacieron  y  se  transformaron  sociedades  hasta 
constituir  los  centros  capitales  de  vida  y  cultura  de  la  moderna 
Europa,  tuvo  en  la  Sede  apostólica,  no  solamente  lo  que  en  ella 
tiene  hoy  dia  el  mundo,  es  decir,  la  fuente  superior  de  ense- 
ñanza dogmática  y  moral  del  hombre  individual,  en  relación  con 
su  fin  último,  sino  también,  el  órgano  culminante  de  la  justicia 
y  del  derecho  en  las  relaciones  internacionales. 

El  ministerio  arbitral  del  Papa  ha  desaparecido  á  consecuen- 
cia de  movimientos  con  tendencias  morales  y  con  tendencias 
políticas  quo  marcan  los  primeros  pasos  de  la  época  moderna. 
Las  revoluciones  teológicas  y  disciplinarias  de  los  primeros 
tiempos  se  hau  transformado  después  en  insurrecciones  paga- 
nas, y  el  prestigio  de  la  Santa  Sede  ha  sufrido,  en  relación  con 
los  intereses  políticos  de  los  pueblos,  un  detrimento  siempre 
creciente. 

Muchos  lo  deploran  y  desearían  que  el  papel  del  Papa  en  la 
política  internacional  fuese  restablecido  en  toda  su  fuerza  y  es- 
plendor. 

Confieso  no  tener  ana  opinión  que  me  decida,  en  pro  ni  en 
contra  ;  y  lo  confieso  porque  debo  proceder  con  toda  sinceri- 
dad.—Pero  sin  poner  en  duda  la  virtud  pacificadora  de  la  unidad 
religiosa,  y  la  influencia  que  supremos  principios  de  moral  deben 
ejercer  sobre  la  ley  común  de  las  naciones,  advierto  que  la  dig- 
nidad y  la  pureza  del  poder  espiritual  peligran,  aun  en  los  pe- 
riodos de  vivísima  fé,  cuando  él  se  compUca  en  las  intrigas  y 
rivalidades  de  las  naciones  ambiciosas  ó  amenazadas ;  ya  que 
aun  resueltas  en  derecho  las  contiendas  internacionales,  es  me- 
nester acudir,  ya  á  la  astucia,  ya  á  la  fuerza,  para  hacer  efectivas 
las  resoluciones  que  hieren  el  interés  ó  la  vanidad  de  los  Esta- 
dos soberanos. — Y  sin  incurrir  en  sombrío  pesimismo,  añado 
que  las  combinaciones  hasta  ahora  ideadas  para  reemplazar  el 
ministerio  arbitral  del  Papa,  son  unas  quiméricas  y  otras  desas- 
trosas, pero  todas  sin  escepcion,  ineficaces  y  reductibles  á  un 
solo  principio  intrínsecamente  inconsistente. 

Ha  prevalecido  y  domina  todavía  en  los  consejos  políticos  de 
la  Europa  la  doctrina  del  equilibrio,  que  consiste  en  balancear 
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las  iufluencias  por  la  ponderación  de  las  fuerzas  ;  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  cousistü  eu  el  iuiperio  de  la  fuerza ;  y  por  eso  las  con- 
tiendas políticas  en  la  Europa  moderna,  rematan  y  tienen  solu- 
ción en  repartos  territoriales  y  adquisicior:es  y  compensaciones 
de  recursos  militares,  en  vez  de  terminar  y  resolverse  por  defi- 
uiciones  de  derecho. 

Así,  aunque  sea  verdad  que  literi amenté  y  en  el  terreno 
filosófico  el  Derecho  Internacional  haya  avanzado,  es  cierto  que 
todas  las  doctrinas  que  lo  constituyen  no  son  otra  cosa  mas  que 
una  serie  de  conceptos  puros  de  la  razón  sin  ninguna  realidad 
práctica,  sin  ninguna  adhesión  leal  de  parte  de  los  Estados 
potentes  y  soberbios.  Y  si  la  doctrina  del  equilibrio  frustra 
los  progresos  que  en  el  campo  filosófico  ha  logrado  el  Derecho 
Internacional,  no  contribuye  menos  á  empequeñecer -los  propó- 
sitos políticos  d-e  los  Gobiernos.  Así  vemos  la  cuestión  sus- 
citada en  Europa  por  la  creación  del  imperio  de  los  árabes  y  sus 
sucesores,  reducida  hoy  dia  á  una  pei-pétua  rivalidad  de  ambi- 
ciones, á  un  insoluble  conflicto  de  codicias,  en  que  se  ha  perdido 
de  mira  el  contraste  de  creencias,  de  razas,  de  formas  y  agentes 
de  cultura  que  la  constituyó  en  otro  tiempo. 

El  espediente  de  los  juicios  arbitrales,  empleado  para  estorbar 
las  guerras,  es  sin  duda  alguna,  un  producto  de  progreso ;  pero 
yo  no  puedo  conceder  que  sea  producto  de  progreso  moral.  El 
amor  á  la  paz  entre  las  naciones  asienta  hoy  dia,  mas  bien  que 
en  un  desarrollo  de  los  sentimientos  de  la  fraternidad  humana, 
en  la  solidaridad  universal  de  los  intereses  que  han  sido  intima- 
dos, á  medida  que  los  adelantos  de  la  ciencia  de  aplicación  han 
facilitado  las  comunicaciones.  De  consiguiente  tiene  por  base, 
la  utilidad,  cuyo  concepto  es  variable,  y  á  veces  contradictorio, 
y  termina  por  no  ser  sino  un  medio  mas  hábil  y  menos  cruel, 
de  conservar  el  equilibrio  de  fuerzas  entre  los  Estados. 

108 — Concluyamos  pues  :  desde  que  las  naciones  no  tienen 
un  juez  común  que  resuelva  sus  contiendas  y  allane  las  dificul- 
tades con  que  tropiezan  sus  relaciones,  es  indispensable  que 
acudan  á  la  guerra.  La  guerra  nacional  es  un  mal  inevitable  ; 
es  una  necesidad  en  el  estado  actual  de  las  cosas  humanas,  do- 
lorosa  y  humillante,  si  se  quiere,  pero  al  cabo,  es  una  necesidad. 

12 
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Además,  la  consolidación  de  la  paz  interior  exije  también  que 
el  país  se  provea  de  recursos  análogos  á  aquellos  que  los  con- 
flictos en  sus  relaciones  internacionales  puedan  en  alguna  opor- 
tunidad hacer  necesarios.  ¿De  qué  otra  manera  podrían  los 
Gobiernos  subsistir  y  consolidarse  contra  eventuales  desobe- 
diencias armadas,  de  parte  de  sus  subditos,  contra  los  partidos 
que  se  amotinan,  contra  las  facciones  que  se  convierten  en  ejér- 
citos para  poner  en  peligro  el  imperio  de  la  ley,  para  desacatar 
las  autoridades  ó  renovar  violentamente  su  personal? 

Las  instituciones  militares,  pues,  son  absolutamente  indis- 
pensables cuando  se  quiere  establecer  un  gobierno  regular  y 
s(5lido,  tanto  del  punto  de  vista  de  los  intereses  internacionales, 
como  del  punto  de  vista  de  los  intereses  internos  del  país. 

109 — Ahora,  los  ejércitos  regulares,  tienen  dos  inconvenien- 
tes graves. 

El  primero,  es  precipitar  las  naciones  por  orgullo  y  vanaglo- 
ria á  turbar  la  paz  interior  y  las  relaciones  internacionales  de 
otros  Estados  ó  su  independencia  nacional. 

El  segundo  es  armar  á  los  gobiernos  con  recursos  que  pueden 
ser  distraídos  de  su  verdadero  objeto  y  que,  en  vez  de  servir 
para  sostener  la  honra  de  la  Nación,  su  integridad  y  sus  dere- 
chos, sirve  para  oprimirla  y  aniquilar  las  instituciones  creadas 
por  ella  para  limitar  la  acción  de  los  poderes. — 

De  aquí  parece  que  deberla  concluirse  que  la  defensa  de  la 
nación  debe  estar  esclusivamente  entregada  á  la  lealtad  y  al 
ardor  patrio  de  las  milicias ;  pero  esta  conclusión  seria  sin  duda 
alguna  intemperante. 

Los  levantamientos  en  masa  de  las  naciones  no  pueden  tener 
lugar  sino  en  casos  especiales  y  característicos. — Se  comprende 
un  levantamiento  en  masa  cuando  el  enemigo  estrangero  ultraja 
la  soberanía  nacional  profanando  con  la  planta  de  sus  soldados 
el  suelo  patrio;  cuando  una  nación  que  ha  perdido  su  indepen- 
dencia violentamente  trata  de  recobrarla  en  virtud  de  sus  dere- 
chos ;  cuando  una  nación  llega  á  su  madurez  y  criada  en  el 
colonialismo,  trata  de  adquirir  su  personalidad  política,  su 
independencia  nacional  ;  pero  en  una  guerra  iniciada  por  cues- 
tiones desenvueltas,  mas  bien  en  los  gabinetes   que  en  el  seno 
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de  Ins  masas,  en  guerra  que  tiene  por  teatro,  un  territorio 
estraño,  los  levantamientos  en  masa,  no  suelen  ser  sino  pro- 
ductos de  entusiasmos  efímeros  y  tan  poco  duraderos  como 
violentos. 

Un  ejemplo  tenemos,  y  por  cierto  doloroso,  en  la  República 
Argentina. — 

Fué  acometida  la  guerra  del  Brasil  hacia  1826  por  la  Repú- 
blica Argentina  en  momentos  en  que  estaba  exausto  su  Tesoro, 
en  que  no  tenia  ejército  capaz  de  llevar  la  bandera  nacional  al 
territorio  estranjero  con  la  honra  y  la  gloria  que  le  dieron  bri- 
llo en  la  guerra  de  la  independencia. — Un  movimiento  gene- 
roso de  parte  de  los  pueblos  precipitó  sin  embargo  la  guerra. — 
Ese  entusiasmo  decayó  pronto:  la  victoria  les  sonreia,  encontra- 
ron nuestros  soldados  laureles  por  todas  partes,  los  enemigos  no 

les  resistian,  la  fortuna  parecía  acompai5ai"les porque  los 

acompañaba  el  brio  tradicional  de  nuestros  soldados....  El 
ejército  encontróse  á  poco  andar  triunfante,  pero  sin  poder 
obtener  ni  aun  el  provecho  legítimo  de  sus  victorias. — Los  par- 
tidos no  tuvieron  la  prudencia  ni  e\  patriotismo  de  resignarse  á 
postergar  sus  querellas  para  dias  en  que  el  honor  patrio  estu- 
viera menos  vivamente  comprometido.  La  consecuencia  última 
de  obrar  por  impulsos  nobilísimos,  sin  duda,  pero  fugaces,  fue 
hacer  la  guerra,  derramar  la  sangre  de  nuestros  soldados,  sacri- 
ficada nuestra  riqueza,  para  mutilar  la  nacionalidad,  prestando 
nuestro  consentimiento  solemne  á  la  desagregación  de  la  Pro- 
vincia Oriental  del  antiguo  cuerpo  político  de  las  Provincias 
Unidas. 

Otros  ejemplos,  mas  próximos,  podría  traer  á  vuestra  me- 
moria ;  pero  basta  este  para  probar  un  hecho  de  la  mayor 
trascendencia  en  nuestra  historia:  la  poca  confianza  que  merecen 
las  milicias  como  fuerza  para  constituir  el  núcleo  de  acción  de 
un"  Estado  en  guerra. 

Por  otra  parte,  el  miliciano  puede  llevar  á  \a  guerra  concien- 
cia de  su  deber,  arranques  patrióticos  y  generosidad  de  senti- 
mientos ;  pero  no  disciplina,  ni  arte,  ni  hábito  de  las  fatigas 
militares.  El  miliciano  puede  ser  hérce  pero  no  puede  ser  sol- 
dado. 
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Ea  otro  tiempo,  predominaba  en  la  guerra  el  brio,  la  lanza, 
el  brazo  y  el  aliento  del  soldado ;  hoy  dia  los  aparatos  perfec- 
cionados para  destruir  sin  peligro  ;  las  masas  de  soldados  go- 
bernadas como  fuerza  mecánica  ;  las  grandes  asechanzas  de  la 
ciencia  puestas  al  servicio  de  la  ambición  y  de  la  muerte. 

110 — Es  necesario,  por  consiguiente,  el  ejército  regular. 
Pero  el  ejército  regular  tiene  todos  los  inconvenientes  que  he 
señalado  ya:  es  un  peligro  para  los  Estados  con  los  cuales 
está  en  conexión  el  que  los  posee  ;  es  un  peligro  para  la  libertad 
y  derechos  de  los  ciudadanos,  porque  los  gobiernos  pueden 
usarlo  como  instrumento  de  opresión,  en  vez  de  usarlo  como 
arma  para  defender  la  dignidad,  decoro  é  independencia  de  la 
Nación.   • 

Quiero  adelantarme  á  una  objeción  que  muchos  oponen  á 
reflexiones  de  este  género,  sobre  todo,  aquellos  para  quienes  la 
novedad  y  el  progreso  son  cosas  idénticas,  y  una  en  otra  conver- 
tible. 

Se  conviene  en  que  los  ejércitos  regulares  son  peligrosos, 
cuando  son  formados,  ó  bien  por  mercenarios,  ó  bien  por  cons- 
criptos, es  decir,  por  un  grupo  de  hombres,  mas  ó  menos  nu- 
meroso, que  voluntaria  ó  venal,  ú  obligatoriamente,  porque  la 
ley  á  ello  les  estrecha,  vienen  á  constituir  una  clase  escepcional 
sometida  á  una  ley  especial  dentro  de  la  Nación.  Pero  se  niega 
que  tengan  tales  inconvenientes  ni  envuelvan  tales  peligros,  los 
ejércitos  nacionales. 

Para  juzgar  del  valor  de  esta  objeción  vamos  á  considerar 
los  Ejércitos  nacionales  en  sus  dos  tipos  mas  culminantes  :  en 
su  gran  modelo  y  en  su  mas  perfecta  imitación ;  es  decir,  en 
Alemania  y  en  Suiza. 

La  Constitución  de  1870  ha  establecido  en  la  Alemania  las 
instituciones  militares  que  de  muchos  años  atrás  reglan  en 
Prusia  y  que  sirvieron  para  convertir  ese  país  en  una  fuerza 
enorme,  clandestinamente  preparada  durante  cincuenta  años 
para  arrojarla  un  dia  inopinadamente  sobre  la  Francia  y  aplas- 
tarla. 

El  ejército  Alemán  es  uno,  colocado  bajo  la  esclusiva,  abso- 
luta é  irresponsable  autoridad  del  Emperador. 
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l^odos  los  alemanes  deben,  segnn  los  términos  del  artículo  51 
de  la  Constitución,  el  servicio  militar  personalmente,  sin  que 
en  ningún  caso  sea  admitido  reemplazo  dí  sustitución.  Desde 
el  20°.  año  hasta  principio  del  23**.  pertenece  al  ejército  activo. 
Desde  el  23°.  hasta  principio  del  28°.  pertenece  á  la  Reserva  y 
durante  los  cinco  años  restantes  pertenece  á  la  landwehr,  según 
la  distribución  hecha  por  el  artículo  59  de  la  misma  Consti- 
tución. 

Veamos  la  imitación  Suiza. 

Todos  los  suizos  son  soldados  desde  los  20  años  hasta  los  44. 
De  los  20  hasta  los  32  pertenece  al  ejército  activo,  que  la 
legislación  llama  V élite;  y  de  los  32  á  los  44  años,  pertenece  á 
la  landíoehr. 

La  ley  suiza  admite  reemplazos,  y  establece  escepciones  á 
favor  de  los  jóvenes  que  se  consagran  á  la  carrera  del  profeso- 
rado y  á  la  carrera  eclesiástica,  obligándolos  á  rescatar  por  una 
contribución  de  dinero  la  contribución  de  sangre  de  cuyo  pago 
se  les  escusa. 

Ahora  bien,  establecido  este  antecedente  :  la  obligación  es- 
tricta de  pertenecer  al  ejército  regular,  durante  cierto  número 
de  años,  de  todos  los  habitantes  de  la  Alemania,  como  de  todos 
los  habitantes  de  la  Suiza,  ¿qué  significado  tiene  lo  que  se  lla- 
ma en  el  lenguaje  moderno  ejército  nacional  ?  vSignifica  senci- 
llamente'la  conversión  de  la  Nación  en  un  ejército;  y  digo  que 
si  se  conviene  que  los  ejércitos  de  mercenarios  ó  conscriptos 
entrañan  los  peligros  que  he  indicado,  mayores  y  mas  graves  son 
esos  mismos  peligros,  ciando  se  trata  de  un  ejército  organizado 
según  el  sisteyna  'prusiano. 

Respecto  de  las  relaciones  esteriores,  en  efectp,  si  un  ejército 
regular  organizado  por  cualquier  Nación,  es  un  peligro  para 
los  Estados  estrangeros  que  con  ella  tienen  relación,  es  claro 
que  el  peligro  será  tanto  mas  vivo  cuanto  mayor  y  mas  móvil 
sea  el  Ejército. 

Ahora,  los  ejércitos  de  mercenarios  ó  conscriptos  son  reclu- 
tados  conforme  á  las  necesidades  eventuales  de  los  pueblos  ; 
pero  los  del  sistema  prnuiano  están  armados  constantemente. 
La    Alemania  está  en  pié   de   guerra   perpetuo.     Sus  cuadros 
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de  ejército  están  siempre  llenos  ;  sus  divisiones  están  formadas; 
sus  batallones  están  bajo  una  perfecta  y  cabal  disciplina. 

Luego,  si  un  Estado  armado,  ó  con  la  capacidad  de  armar 
ejércitos  regulares,  es  un  peligro  para  los  demás,  ese  peligro  es 
mucho  mayor  cuando  una  Nación  se  convierte  en  ejército  y  per- 
manece perpetuamente  sobre  las  armas. 

Y  respecto  de  las  relaciones  interiores,  se  dice  que  un  ejér- 
cito regular  es  un  peligro  para  las  libertades  públicas,  porque 
el  gobierno  puede  emplearlo  como  instrumento  de  opresión  para 
eludir  sus  responsabilidades,  para  franquear  los  límites  que  las 
constituciones  políticas  ponen  á  su  legitima  acción. 

Ahora  bien  :  cuando  el  ejército  es  del  tipo  alemán,  todas  las 
libertades  desaparecen  por  el  simple  hecho  de  su  existencia,  y 
todas  las  instituciones  sociales  y  políticas  quedan  subvertidas  y 
ahogadas  por  las  instituciones  militares. 

La  fracción  mas  activa  de  la  Nación,  está  puesta  bajo  la  dis- 
ciplina militar,  y  cuando  se  la  emancipa  de  los  deberes  con- 
traidos bajo  las  banderas,  entra  en  la  vida  ordinaria  habituada 
á  la  obediencia  pasiva  de  los  cuarteles prusianos  ! 

Y  estas  circunstancias  se  agravan  todavía  mas  en  las  nacio- 
nes de  menor  población. 

Así,  vemos  que  según  las  leyes  alemanas,  el  servicio  militar 
obliga  durante  13  años,  y  según  las  leyes  de  Suiza  obliga  du- 
rante 24  años,  porque,  cuando  una  Nación  pretende  ejercer  in- 
fluencia decisiva  sobre  las  relaciones  internacionales  y  políticas 
de  las  demás,  y  adquiere  una  fuerza  tan  enorme  como  la  que 
constituye  en  Alemania  la  organización  de  su  ejército,  todas  las 
otras  Naciones  necesitan  tomar  precauciones  análogas;  y  enton- 
ces es  menester  que  igualmente  se  armen;  y  las  naciones  peque- 
ñas no  pueden  llegar  á  tener  un  ejército  medianamente  nume- 
roso sino  á  condición  de  mantener  bajo  las  banderas  á  los 
individuos,  por  mayor  número  de  años  de  los  que  necesitan  las 
naciones  populosas. 

El  peligro,  como  se  vé,  no  solo  existe,  sino  que  es  mas  vivo  y  mas 
constante :  tiende  á  ser  universal ;  y  estas  son  las  funestas  conse- 
cuencias de  los  grandes  errores  á  que  el  despotismo  ha  arrojado  á 
ese  país,  en  todos  los  terrenos  del  pensamiento  y  de  la  actividad. 
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En  Alemania  los  hombres,  encontrando  cerrados  todos  los 
caminos  de  la  actividad  política  y  devorados  de  esa  fiebre  de 
acción  que  atormenta  á  todos  los  espíritus  enérgicos,  han  bus- 
cado en  las  elucubraciones  filosóficas  una  compensación  á  la 
inercia  á  que  ios  reduce  el  despotismo,  y  se  han  arrojado  á  todas 
las  fantasías  calenturientas;  han  tratado  de  convertir  en  doc- 
trina todos  los  fcueños  enfermizos ;  y  los  sistemas  de  la  filosofía 
alemana,  cuanto  mas  abstrusos  mas  admirados,  han  sido  el  jér- 
men  de  sus  grandes  errores  morales  y  políticos,  que  hoy  paga 
caro  el  país  en  que  nacieran  y  todos  los  que  se  encuentran  den- 
tro de  su  radio  de  acción. 

En  efecto,  hemos  visto  la  filosofía  alemana  separada  de  las 
grandes  tradicionoá  de  la  filosofía  cristiana  de  San  Agustín,  do 
Santo  Tomás  y  de  Descartes,  acoger  todos  los  ensueños  de  men- 
tes trastornadas  para  reemplazar  aquellas  grandes  doctrinas  en 
el  campo  de  la  'especulación  pura,  un  día  por  el  panteísmo,  que 
ha  llegado  á  inspirar  el  poema  de  Goethe ;  otro  dia  por  la  insen- 
sata doctrina  de  la  sofística  moderna,  formulada  por  Hegel  en 
la  máxima  de  la  identidad  de  las  contrarias  y  las  contradicto- 
rias. Mas  tarde  se  ha  llegado  al  ateísmo  lógico  de  Kant  que  ha 
reducido  el  concepto  de  la  Divinidad  á  una  idea  hueca  y  vaga, 
definiéndola  en  la  categaria  del  ideal ;  al  fatalismo  de  Fichte,  y 
por  fin,  al  naturalismo  de  Heckel,  y  al  materialismo  abyecto  de 
Büchner. 

Y  cuales  son  las  consecuencias  de  este  estrago  en  las  ideas, 
de  esta  depravación  en  las  doctrinas  ?  Arrojar  la  sociedad  á 
un  abismo  en  el  cual  no  encuentra  como  fuente  de  derecho  otra 
cosa  que  la  fuerza,  ni  otro  signo  de  legitimidad  y  de  justicia  sino 
el  éxito  y  la  victoria. 

Cuando  se  perturban  de  esta  manera  las  mentes  y  los  medios 
de  acción,  el  espíritu  y  la  conciencia,  el  pensamiento  y  la 
energía  y  la  voluntad,  en  una  Nación  que  aspira  á  preponderar 
ó  que  prepondera  por  su  esplendor  y  por  su  fuerza  sobre  el 
Universo  entero ;  el  Universo  entero  está  sin  duda  en  peli- 
gro. . . .  Pero  no  quiero  distraerme  en  digresiones  que  nos  ale- 
jan de  nuestro  asunto. 

111 — Acabamos  de  verlo. 
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Son  necesarias,  de  absoluta  é  indispensable  necesidad,  en  el 
estado  actual  de  las  cosas  humanas,  las  instituciones  militares  en 
las  Naciones ; 

Los  ejércitos  regulíires  tienen  inconvenientes  para  la  paz 
internacional  y  ofrecen  también  peligros  para  la  conservación 
de  las  libertades  interiores  ; 

Entregar  la  defensa  nacional  y  la  consolidación  de  la  paz  in- 
terior al  esfuerzo  esclusivo  de  las  milicias  es  inconducente  y 
estéril ; 

Los  ejércitos  nacionales  con  que  se  quiere  reemplazar  á  los 
ejércitos  de  conscriptos  y  mercenarios,  son  igualmente  peligro- 
sos;  pon  iLas  peligrosos  aun  que  aquellos,  respecto  de  los  cuales 
sin  embargo  se  conviene  que  entrañan  los  inconvenientes  que 
he  señalado. 

112 — A  todos  estos  sistemas  podremos  oponer,  el  sistema 
inglés,  sin  atribuirle,  por  eso,  perfección. 

En  Inglaterra  la  milicia  es  obligatoria  para  la  defensa. — Para 
la  guerra  estrangera  la  Nación  emplea  el  ejército. — El  ejército 
es  compuesto  de  voluntarios.  El  Rey  lo  maneja  como  maneja 
las  relaciones  exteriores ;  pero  el  Parlamento,  representante  de 
la  Nación,  se  reserva  el  poder  de  votar  los  subsidios,  con  los 
cuales  el  ejército  se  ha  de  mantener ;  y  para  no  crear  institu- 
ciones militares  permanentes,  de  suerte  que  se  convierta  en 
manos  de  la  Corona  en  instrumento  de  opresión  contra  sus  sub- 
ditos, no  tiene  el  ejército  Código  militar :  el  Código  militar  es 
dictado  anualmente  por  el  Parlamento.  Mediantes  estas  dos 
facultades,  la  de  votar  los  subsidios  para  el  mantenimiento  del 
ejército  y  la  de  dictar  la  ley  disciplinaria  del  mismo,  la  conser- 
vación de  la  institución  militar  depende  casi  esclusivamente  de 
la  voluntad  del  Parlamento. 

El  Rey,  pues,  no  puede  sin  el  consentimiento  del  Parlamento, 
ó  lo  que  es  igual  no  puede  la  Corona  sin  la  adhesión  de  la  Na- 
ción, armar  grandes  fuerzas  militares  ni  disponer  do  ellas. 

113 — Estas  instituciones  pasadas  de  Inglaterra  á  los  Estados- 
Unidos,  constituye  en  su  fondo  la  esencia  de  las  instituciones 
militares  de  la  República  Argentina. 

En  este  país  la  ley  ha  sido  prudente  y  ha  seguido  con  cordura 
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aquella  tradición,  llegando  aún  si  conferir  al  Congreso  atribu- 
ciones mas  estensas  y  eficaces  que  las  que  el  Parlamento  ingles 
posee  por  tradición  y  costumbre. 

Así,  en  Inglaterra,  el  Rey  maneja  las  relaciones  esteriores  ; 
tiene,  como  dicen  algunos  jurisconsultos,  el  poder  de  la  espada. 
El  Parlamento  tiene  la  facultad  de  votar  los  subsidios,  es  decir, 
tiene  el  poder  de  la  bolsa. 

De  esta  manera,  se  ponderan  y  se  contrabalancean. 

Pero  en  la  República  Argentina  al  Congreso  le  corresponde 
votar  los  subsidios ;  y  votando  fondos  para  el  mantenimiento 
del  ejército,  le  compete  fijar  el  número  de  fuerzas  que  en 
paz  ó  en  guerra  puede  tener  armadas  el  Gobierno  Federal ;  le 
corresponde  autorizar  la  paz  y  las  declaraciones  de  guerra ; 
como  interviene  en  todos  los  tratados  internacionales,  es  claro 
que  el  Presidente  de  la  República  en  ningún  caso  puede  esti- 
pular alianza  ofensiva  ó  defensiva  ni  hacer  la  paz  ó  la  guerra  sin 
su  consentimiento. 

Al  Presidente,  pues,  poco  peligrosas  atribuciones  le  quedan 
en  esta  materia. — A  él  tan  solo  le  corresponde  el  mando  supe- 
rior de  las  fuerzas  de  mar  y  tierra  de  la  Nación  ;  la  facultad  de 
proveer  los  empleos  y  conferir  los  grados  del  ejército  requirién- 
dose  para  los  grados  superiores  el  acuerdo  de  la  Cámara  de  Se- 
nadores, á  salvo  el  caso  de  méritos  contraidos  por  militares  en 
acción  de  guerra,  á  los  cuales  puede  sobre  el  campo  de  batalla 
conferírselos  sin  consentimiento  ni  anuencia  del  Senado ;  le 
corresponde,  por  fin,  disponer  de  la  fuerza  y  correr  con  la  orga- 
nización y  distribución  de  ella  según  las  necesidades  de  la 
Nación. 

114 — Las  fuerzas  militares  de  la  Nación  pueden  dividirse 
como  las  fuerzas  inglesas,  en  dos  categorías  :  el  ejército  y  la 
milicia. 

El  reclutamiento  del  ejército  se  hace  en  los  términos  esta- 
blecidos por  la  ley  de  28  de  Setiembre  de  1872  que  establece  lo 
que  voy  á  referir  brevemente. 

Los  cuerpos  del  ejército,  dice  la  ley,  se  forman  :  primero,  por 
alistamiento  voluntario ;  segundo,  por  alistamiento  mercenario ; 
tercero,  por  condena  judicial. 
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Pueden  ser  condenados  al  servicio  de  las  armas  ;  por  dos  años 
todos  los  ciudadanos  que  obligados  á  enrola i'se  en  la  guardia 
nacional  omitnn  el  cumplimiento  de  este  deber: — por  cuatro 
años,  los  milicianos  que,  estando  en  sei-vicio  activo  de  la  Nncion, 
desertasen  de  él;  j  por  cinco  años,  los  fnjitivos  de  un  contingente. 
Pueden  también  ser  condenados  al  servicio  de  las  armas  sesrun 
las  leyes  de  la  Nación  ó  de  las  Provincias,  algunos  acusados  por 
causas  previstas  en  las  leyes  penales  ;  pero  no  puede  ser  admiti- 
do en  el  ejército  ningún  delincuente  que  por  ]eyes  de  la  Nación 
ó  de  las  Provincias,  merezca  pena  de  muerte  ó  presidio. — 

Finalmente  se  compone  el  ejército,  cuando  ni  los  alistamientos 
voluntarios,  ni  los  alistamientos  mercenarios,  ni  las  condenas  judi- 
ciales basten  para  llenar  sus  cuadros,  por  contingentes,  los  cua- 
les son  distribuidos  por  el  Presidente  de  la  República  entre  las 
provincias  con  arreglo  á  su  población. 

Los  contingentes  se  forman  por  medio  do  un  sorteo  que  debe 
ejecutar  en  cada  provincia  un  jurado  cuya  organización  y  proce- 
deres está  encai'gado  de  fijar  el  Poder  Ejecutivo. — Deben  entrar 
en  el  sorteo  todos  los  guardias  nacionales,  solteros,  de  18  á  45 
años. — El  servicio  dura  por  cuatro  años  y  los  soldados  cumplidos 
no  vuelven  á  entrar  en  servicio. 

No  es  del  caso  entrar  en  el  estudio  minucioso  de  nuestro 
ejército. — Para  hacernos  cargo  de  lo  que  esencialmente  son  nues- 
tras instituciones  militares,  basta  con  tener  en  cuenta  la  manera 
de  reclutailo. 

115 — Digo  lo  propio  respecto  de  la  milicia;  no  me  ocuparé 
de  su  organización  ni  de  las  consecuencias  que  ella  tiene  res- 
pecto de  los  derechos  políticos  de  los  ciudadanos,  materia  que 
pertenece  á  otra  parte  del  programa. — La  voy  á  considerar  tan 
solo  como  institución  destinada  á  la  defensa  del  territorio  y 
de  la  ley. 

La  materia  de  la  milicia  está  regida  en  los  Estados-Unidos  de 
América  por  tres  cláusulas  constitucionales  :  la  enmienda  2"''  y 
los  incisos  15  y  16  de  la  sección  8^  del  artículo  1°. 

La  enmienda  2^  dice :  que  siendo  necesario  la  milicia  para  la 
conservación  de  un  Estado  libre,  el  ciudadano  de  los  Estados 
Unidos  no  podrá   ser  privado  del    derecho   de   tener    y    llevar 
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Ri-iiias. — El  inciso  15  de  la  sección  8"  artículo  1°,  confiere  al  Con- 
greso derecho  para  disponer  el  llamamiento  de  las  milicias,  siem- 
pre que  sea  ello  necesario  á  fin  de  hacer  cumplir  las  leyes,  con- 
tener insurrecciones  y  repeler  invasiones.  PjI  inciso  16  le 
faculta  para  disponer  una  disciplina  uniforme  sobre  todas  las 
milicias;  proveer  al  Gobierno  de  la  parte  de  las  milicias  que 
hayan  sido  llamadas  al  servicio  nacional,  dejando  á  los  Estados 
el  nombramiento  de  gefes  y  oficiales  y  el  cuidado  de  instruir  ó 
ejercitar  sus  milicias  en  la  disciplina  establecida  por  el  Congreso. 

En  la  República  Argentina  la  materia  está  regida  por  tres 
cláusulas  constitucionales,  que  son  :  el  artículo  21,  el  inciso  24 
del  artículo  67  y  el  artículo  108. 

El  artículo  21  de  la  Constitución  dice  :  a  Todo  ciudadano 
u  Aro-entino  está  obligado  á  armarse  en  defensa  de  la  Patria  y 
«  de  esta  Constitución,  conforme  á  las  leyes  que  al  efecto  dicte 
u  el  Congreso  y  á  los  decretos  del  Ejecutivo  Nacional. — Los 
a  ciudadanos  por  naturalización  son  libres  de  prestar  ó  no  este 
«  servicio  por  el  término  de  diez  años  contados  desde  el  dia  en 
íc  que  obtengan  su  carta  de  ciudadanía.  ■>•> 

El  inciso  24  del  artículo  67  dá  al  Congreso  facultad  para  au- 
torizar la  reunión  de  las  milicias  ;  de  suerte  que  sin  esa  autori- 
zación en  ningún  caso  pueden  las  milicias  ser  convocadas  :  u  dis- 
poner (dice)  la  organización,  armamento  y  disciplina  de  dichas 
milicias  y  la  administración  y  gobierno  de  la  parte  de  ellas  que 
estuviese  empleada  en  servicio  de  la  Nación,  dejando  á  las  pro- 
vincias el  nombramiento  de  sus  correspondientes  gefes  y  oficia- 
les y  el  cuidado  de  establecer  en  su  respectiva  milicia  la  discipli- 
na prescrita  por  el  Congreso,  r, 

El  artículo  108  prohibe  á  las  Provincias  armar  ejércitos  y 
levantar  fuerzas  de  cualquier  género. 

Además,  hay  otro  artículo  que  les  prohibe  hacerse  la  guer- 
ra entre  sí;  salvo  (dice  el  artículo  108)  el  caso  de  invasión 
esterior,  ó  de  un  peligro  tan  inminente  que  no  admita  dilación, 
dando  luego  cuenta  al  Gobierno  Federal. 

De  aquí  se  siguen  varias  consecuencias,  que  voy  á  desprender 
sumariamente. 

La  primera  :  que  la  institución  de  las  milicias  es  considerada  en 
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los  Estados  Unidos  de  América  como  un  derecho  de  los  ciuda- 
danos ;  y  que  en  la  Eepública  Argentina  el  servicio  en  las  milicias 
es  considerado  como  un  deber  y  una  carga  de  los  ciudadanos. 

Y  tanto  mas  resalta  esto,  si  se  considera  quo  en  la  República 
Argentina  están  eximidos  del  deber  de  armarse  en  defensa  de 
la  Constitución  y  de  las  leyes,  los  estrangeros  naturalizados, 
durante  diez  años  :  de  donde  se  infiere  que  el  servicio  de  las 
armas  no  es  un  honor  al  cual  se  admita,  ni  es  un  derecho  que  se 
confiere  á  los  ciudadanos ;  es  unacarga  que  se  les  impone,  pues- 
to que  para  facilitar  la  incorporación  de  estrangeros,  por  medio 
de  la  naturalización,  ó  la  ciudadanía  argentina,  se  les  releva  de 
ella ;  y  por  otra  parte,  que  la  enmienda  de  la  Constitución  de  los 
Estados-Unidos  fué  introducida  allí  á  petición  de  los  Estados 
que  se  encontraban,  en  el  momento  de  examinar  la  Constitución 
Federal,  temerosos  de  que  el  Gobierno  Nacional  les  privara  de 
aquellos  medios  de  proveer  á  su  propia  seguridad. 

La  segunda  consecuencia  que  deduzco  es  que  las  milicias  per- 
tenecen en  los  Estados-Unidos  de  América  á  los  Estados,  y  sa- 
bemos ya  que  su  conservación  fue  por  ellos  reclamada ;  y  en  la 
liopública  Argentina,  al  contrario,  las  milicias  pertenecen  á  la 
Nación ;  son  Guardias  Nacionales ;  no  pueden  ser  convocadas 
sin  autorización  del  Congreso,  ó  en  casos  urgentísimos  con 
obligación  de  dar  cuenta  al  Gobierno  Federal  sin  demora  alguna.. 

La  tercera  consecuencia  que  se  desprende  naturalmente  de 
las  dos  anteriores,  es  que,  según  la  Constitución  Norte-Ameri- 
cana, los  Estados  tienen  medios  de  reprimir  los  disturbios 
domésticos,  de  que  carecen  las  Provincias  en  la  República  Ar- 
gentina. 


XI 


Garantía  de   las   instituciones    provinciales — Sus 
condiciones — Derecho  comparado. 


116— Los  constantes  disturbios  que  agitau  la  República  Ar- 
gentina dan  un  interés  singular  á  los  artículos  5.°  y  G.°  de  la 
Constitución,  sobre  los  cuales  versa  la  máxnna  parte  de  los  de- 
bates de  carácter  político  que  ocupan  nuestros  parlamentos. 

Pero  esa  misma  circunstancia  hace  difícil  abordar  su  critica; 
y  no  siendo,  por  otra  parte,  propio  de  este  lugar,  ni  consin- 
tiendo el  tiempo  de  que  podemos  disponer,  que  traiga  á  juicio 
los  antecedentes  legislativos  y  administrativos,  atingentes  con 
la  materia,  enredados  por  mil  sofismas,  oscurecidos  por  millares 
de  cuestiones  parásitas,  y  producto  casi  siempre  de  parcialidad 
y  de  intereses,  antes  que  inspirados  por  justicia  y  por  derecho, 
debo  prescindir  de  ellos,  y  atenerme  tan  solo  á  los  textos  de  la 
Constitución,  para  comentarlos  en  su  mas  vasta  generalidad 
á  la  luz  de  la  filosofía  jurídica  y  del  derecho  comparado. 

117 — Desde  que  los  Estados -Unidos,  afines  del  siglo  pasado, 
establecieron  en  su  Constitución  Federal  el  deber  de  la  Nación 
de  garantir  las  instituciones  de  los  Estados  particulares  y  pro- 
tegerlos en  caso  de  perturbaciones  internas,  casi  todas  las  insti- 
tuciones análogas  les  han  imitado;  pero  de  manera  sumamente 
desigual,  como  lo  veremos  echando  una  rápida  ojeada  sobro  va- 
rias Constituciones  federales,  ya  la  hayan  imitado,  ya  se  hayan 
desviado  de  ella  obedeciendo  á  antecedentes  históricos  del  país, 
para  el  cual  fueran  dictadas  ó  dejándose  arrebatar  por  concep- 
tos quiméricos  respecto  de  la  autonomía  de  las  Provincias  6 
de  los  Estados  constituyentes  de  ciertas  nacionalidades.» 

118 — La  Constitución  de  Suiza,  por  ejemplo,  declara  en  uno 
de  sus  artículos  que  la  Confederación  garantiza  á  cada  uno  de 
los  Cantones  su  territorio,   su  soberanía,  su  constitución  y  la  li- 


—  102  — 

berta d  y  derecho  de  los  pueblos  ;  pero  como  no  se  puede  hacer 
efectiva  la  garantía  sino  á  solicitud  de  los  Cantones  mismos,  llega 
á  ser  frustránea  una  parte  esencial  de  esa  declaración,  que  peca 
además  de  vaga  y  enfática,  como  muchísimas  otras  cláusulas  de 
la  Constitución  helvética;  fuera  de  que, al  exigir  que  para  hacer 
efectiva  la  garantía,  las  autoridades  federales  se  aseguren  de  si 
las  Constituciones  cantonales  llenan  ó  no  ciertas  condiciones 
respecto  de  la  índole  de  la  institución  sobre  la  cual  está  orga- 
nizado su  gobierno,  no  exije  perfecta  unidad  política  entre 
todos  ellos;  pidiendo  tan  solo  que  las  Constituciones  sean  repu- 
blicanas, ya  sean  representativas,  ya  sean  democráticas. 

119 — Las  Constituciones  de  Colombia  y  Venezuela,  como  he 
indicado  en  otra  oportunidad,  no  están  dadas  en  nombre  de  la 
soberanía  nacional ;  están  dadas  en  nombre  de  la  soberanía  de 
les  Estados,  y  tienen  el  carácter  de  un  pacto  estipulado  entre 
naciones  independientes  ;  y  aunque  hablan  de  garantir  las  ins- 
tituciones locales,  no  atribuyen  In  facultad  ó  el  deber  de  dar  tal 
garantía,  á  la  soberanía  nacional. 

Poco  mas  ó  menos,  hablan  de  ella  en  estos  términos:  "Los 
Estados  que  componen  la  Nación  (ó  los  Estados  contratantes) 
se  obligan  á  auxiliarse  y  defenderse  mutuamente  contra  toda 
violencia  que  dañe  la  soberanía  nacional  ó  la  soberanía  de  los 
Estados.  " 

Pudiera  entenderse  que  este  artículo  solo  comprende  los 
casos  de  guerra  esterior,  en  que  un  enemigo  estranjero  ponga 
en  peligro  la  soberanía  nacional,  poniendo  en  peligro  la  sobe- 
ranía teiTÍtorial  de  un  Estado  ;  pero  se  presta  tanibiei\  á  otra 
interpretación  que  errojaria  al  país  en  una  senda  anárquica,  y 
es  que  autorizara  las  ligas  parciales  entre  Estados,  para  re.sistir 
la  acción  del  gobierno  federal  en  salvaguardia  de  lo  que  cada 
uno  de  ellos  entienda  ser  su  derecho  como  soberano. 

En  todo  caso  se  vé  que  es  una  declaración  poco  precisa,  y  que 
se  presta  á  interpretaciones  varias  é  insanas;  tanto  mas,  cuanto 
que  en  líínguna  de  ambas  Constituciones  se  han  dado  al  Gobier- 
no Federal  las  atribuciones  necesarias  para  hacer  efectiva  la 
garantía,  que  es  un  compromiso  de  los  Estados,  en  vez  de  ser 
una  función  de  la  soberanía  nacional. 
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El  articulo  10  de  la  Constitución  de  Venezuela  prohibe,  en 
términos  esplícitos,  al  Gobierno  Federal,  intervenir  en  ningún 
caso,  cualesquiera  que  sean  los  disturbios  que  ocurran,  en  el 
régimen  interno  de  un  Estado. 

La  Constitución  de  Coloirbia  nada  dice  á  esto  respecto;  pero 
á  pesar  de  que  algunos  jurisconsultos  entienden  que  en  el  silen- 
cio de  la  ley  constitncianal,  el  Gobierno  Federal  debiera  estar 
armado  de  todas  las  facultades  que  arrancan  de  la  filosofía  jurí- 
dica do  esta  institución,  y  que  se  apoya  en  el  ejemplo  de  todas 
las  naciones  constituidas  bajo  formas  análogas  hay  una  ley  lla- 
mada de  orden  público,  dictada  en  1867,  en  la  cual  se  establece 
que  el  Gobierno  Federal  guardará  la  mas  estricta  neutralidad  en 
todas  las  contiendas  y  desórdenes  domésticos  que  puedan  ocur- 
rir eri  cualquier  Estado. 

Ya  se  vé,  pues,  que  ni  déla  Constitución  de  Suiza,  ni  déla  de 
Venezuela,  ni  de  la  de  Colombia,  ni  déla  jurisprudencia  y  prác- 
ticas constitucionales  y  nociones  que  de  ellas  arrancan,  podemos 
obtener  un  solo  precedente  ilustrativo  de  la  materia. 

120— Tampoco  los  tenemos  en  nuestros  antecedentes  legales. 

Desde  1810  hasta  1820,  los  gobiernos  nacionales  tendieron  á 
la  unidad,  y  fueron,  por  su  carácter,  centralif-.tas. 

Desde  1820  hasta  1824,  las  Provincias  estuvieron  dispersadas. 
La  anarquía  se  esteudíaóse  reconcentraba,  según  las  veleidades 
y  caprichos,  que  variaban  la  dirección  de  las  cosas  políticas,  ya 
por  opinión,  ya  por  pasiones;  sin  que  hubiera  autoridad  alguna 
que  pudiera,  en  ningún  caso,  restringirlas,  afirmarlas,  ni  darles 
un  curso  consciente  y  fijo. 

En  1825  el  Congreso  Nacional  ejerció  actos  de  intervención 
tíU  la  Provincia  de  Córdoba,;  pero  sn  autoridad  fué  desacatada; 
y  ese  acto,  que  sin  duda  alguna,  se  fundaba  en  buenos  princi- 
pios de  filosofía  política,  pero  que  no  estaba  apoyado  en  el  texto 
de  la  Ley  fundamental  de  23  de  Enero  de  1825,  no  fué  uno  de 
los  que  menos  contribuyeron  á  desprestigiar  á  aquella  gran 
Asamblea,  y  á  desarrollar  la  anarquía  en  el  país. 

Según  el  Tratado  de  1831,  las  Provincias  tenían  deber  de 
auxiliarse  entre  sí,  y  el  Gobierno  de  Buenos  Aires  encargado  de 
las   relaciones    esteriores,    el    de   protegerlas  en    ciertos    casos 
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cuando  la  invasión  de  un  enemigo  estrangero,  pusiera  en  peli- 
gro la  soberanía  territorial  del  Estado. 

Hacia  1847  ocurrió  en  la  provincia  San  Luis  una  revolu- 
ción interna. 

El  gobierno  pidió  auxilio  á  la  Provincia  de  Mendoza,  y  ésta  se 
negó  á  prestarlo  : — Rosas  fué  consultado,  y  tomó  en  cuenta  la 
cuestión  tal  cual  estaba  planteada. 

Si  el  Pacto  de  1831  solo  obligaba  á  las  Provincias  á  prote- 
gerse y  au:yiliarse  en  el  caso  de  una  invasión  estrangera,  tratán- 
dose en  aquella  Provincia  de  una  insurrección  interna,  las 
demás  no  estaban  obligadas  á  prestarle  auxilio,  como  no  estarla 
tampoco  el  Gobierno  Federal  obligado  á  prestarlo  en  el  caso  de 
que  le  hubiera  sido  requerido. 

Rosas  resolvió  la  cuestión  como  había  resuelto  la  relativa  al 
auxilio  federal  con  motivo  de  la  revolución  del  Chacho  contra  el 
gobierno  de  D.  Vicente  Montes,  en  la  provincia  de  la  Rioja. 
Declaró  que,  siendo  los  salvajes  unitarios  traidores  á  la  Ley  y  á 
la  Patria,  revestían  un»  condición  escepcíonal;  que  por  consi- 
guiente, una  insurrección  unitaria  no  podia  ser  considerada 
como  acto  de  desorden  doméstico  ó  disturbio  local,  sino  que 
debía  ser  asimilada  á  la  invasión  estrangera  ;  y  que,  en  suma, 
era  oportuno  y  obligatorio   el  auxilio  federal  ó  ínter-provincial. 

121 — Son  estos  los  capitales  antecedentes  que  encontramos  en 
nuestras  leyes. ...  si  leyes  podemos  llamar  á  las  que  regían  en 
la  época  de  la  tiranía,  sí  antecedentes  podemos  denominar  á 
aquellas  monstruosas  aberraciones  de  un  espíritu  embrutecido 
por  el  amor  del  mal ! 

De  consiguiente,  hemos  de  atenernos,  ya  que  no  á  otras 
fuentes  de  Derecho  comparado,  en  las  cuales  no  es  posible  ha- 
llar luz  que  nos  alumbre  el  paso,  al  texto  de  la  Constitución  y  á 
la  fuente  originaría  de  la  materia,  es  decir,  al  texto  constitucio- 
nal, y  á  los  Estatutos  y  jurisprudencia  de  los  Estados-Unidos 
de  Norte- América. 

122 — Hay  una  doctrina  sustancial  en  toda  organización  fede- 
ralista ;  y  los  países  que  por  error  ó  por  pasión  prescinden  de 
ella,  se  encuentran  en  la  radical  impotencia  de  constituir  un  go- 
bierno sólido,  una  nacionalidad  estable,  ni  un  orden  regular  y  fíjo. 
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Es  esta:  que  si  el  federalismo  consiste  en  la  coexistencia  de 
autoijomías  locales  subordinadas  á  una  soberanía  nacional,  á 
ésta  soberanía  nacional  le  compete  conservar  el  tipo  caracterís- 
tico de  las  instituciones  :  encaminarlas  cuando  se  desvian,  porque 
es  suprema;  protegerlas  cuando  peligran,  por  que  es  poderosa. 

En  la  adopción  de  esta  doctrina  coinciden  la  Constitución  de 
los  Estados-Unidos  de  Norte-América  y  la  Constitución  de  la 
República  Argentina,  pero  no  coinciden  hasta  confundirse. 
Hay  grande  y  vivísima  analogía  en  ellas,  pero  no  perfecta  iden- 
tidad. 

123 — La  Constitución  de  los  Estados-Unidos  dice  en  el  ar- 
tículo 4.°,  de  la  sección  4.""' :  "  Los  Estados-Unidos  garantirán  á 
cada  Estado  en  esta  Union  una  forma  republicana  de  go- 
bierno. "' 

Cual  sea  el  sentido  de  esta  frase  está  esclarecido  por  ilustra- 
ciones que  voy  á  recapitular  en  términos  muy  breves. 

Sabemos  cuál  es  el  papel  que  en  la  formación  y  adopción  de 
¡a  Constitución  representó  El  Federalista  ;  y  por  consiguiente 
que  puede  ser  tenido  como  una  fuente  auténtica  de  doctrina, 
como  un  comentario  autorizado  del  verdadero  espíritu  y  de  la 
verdadera  tendencia  de  la  ley. 

Y  bien ;  en  El  Federalista  se  decia  que  la  tendencia  de  la 
garantía  es  asegurar  la  perfecta  uniformidad  de  instituciones  en 
una  nación  republicana,  organizada  federativamente,  y  com- 
puesta de  miembros  republicanos. 

Esta  doctrina  es  espuesta  casi  en  términos  idénticos,  aunque 
con  mayor  amplitud,  por  Curtís,  el  mejor  y  mas  paciente  histo- 
riador de  la  Asamblea  Constituyente  de  Filadelfia  ;  y  se  encuen- 
tra en  todas  las  decisiones  parlamentarias  atingentes  con  la 
materia,  y  principalmente  en  las  que  el  Senado,  en  1874,  tomó 
en  los  casos  de  Arkansas  y  Luisiana,  siguiendo  los  consejos  del 
senador  Morton,  y  que  son  tanto  mas  valiosas,  cuanto  mas  re- 
cia era  en  ese  tiempo  la  tendencia  centralizadora  del  Parlamen- 
to federal. 

Ahora  ¿  cuáles  son  las  razones  por  las  cuales  los  Estados 
Unidos  han  entendido  necesario  garantir  las  instituciones  loca- 
les? Todos    los    historiadores    del    tiempo,    los    publicistas    de 
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entonces  como  los  posteriores,  lo  declaran  categóricamente  :  se 
trataba  de  evitar  la  degeneración  de  las  instituciones  republica- 
nas, en  instituciones  de  otro  tipo  ;  se  trataba  de  evitar  una 
renovación  en  el  sentido  aristocrático  ó  monárquico,  que  era 
vivamente  temida,  porque  un  partido  fortísirao  que  había  llegado 
á  tentar  la  integridad  y  la  lealtad  de  Jorge  Washington,  aspi- 
raba al  establecimiento  de  una  forma  monárquica  de   gobierno. 

Por  otra  parte,  interesa  esclarecer  lo  que  por  forma  repu- 
hilcana  se  entiende  en  el  lengnaje  de  la  Constitución. 

Cnrtis  lo  ha  dicho,  buscando  la  interpretación  del  texto,  no 
en  su  propio  criterio  ni  en  sus  conceptos  subjetivos,  sino  en  ei 
espíritu  y  en  la  doctrina  de  los  autores  de  la  Constitución. 

Por  forma  republicana  en  el  sentido  constitucional  y  ameri- 
cano de  la  palabra,  se  entiende  un  gobierno  constituido  bajo  la 
autoridad  del  pueblo,  representativo, — y  que  esté,  por  lo  menos, 
constituido  con  estas  dos  ramas  :  un  Poder  Ejecutivo  y  un 
Poder  Legislativo; — porque  la  Constitución  Nacional  menciona 
esas  dos  ramas  como  componentes  de  los  gobiernos  de  Estado, 
cuando  habla  en  otra  cláusula  de  la  protección  que  el  Gobierno 
Federal  debe  prestar  á  los  Estados  en  casos  de  insurrección,  y 
dice  que  lo  hará  á  solicitud  de  la  Legislatura,  6  del  Poder  Eje- 
cutivo cuando  esta  no  pueda  ser  reunida. 

De  suerte  que,  cuando  menos,  dos  poderes  públicos  es  menes- 
ter que  haya,  y  que  el  gobierno  esté  organizado  por  la  voluntad 
del  pueblo,  para  que  exista  una  forma  republicana,  según  el 
sentido  constitucional  de  la  voz. 

124 — La  Constitución  Argentina,  dice:  "Cada  Provincia 
"  dictará  para  sí  una  Constitución  bajo  el  sistema  representa- 
"  tivo  republicano,  de  acuerdo  con  los  principios,  declaraciones 
"  y  garantías  de  la  Constitución  Nacional,  y  que  asegure  su 
"administración  de  justicia,  su  régimen  municipal,  y  la  educa- 
"  cion  primaria. 

"  Bajo  estas  condiciones,  el  Gobierno  Federal  garantiza  á 
"  cada  provincia  el  goce  y  ejercicio  de  sus  instituciones.  " 

La  primera  parte  de  este  artículo  abarca  todo  cuando  total- 
mente comprende  la  sección  de  la  Constitución  de  los  Estados 
Unidos  referente  á  la  materia. 
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Cada  Provincia,  dice,  dictará  para  sí  una  Constitución  bajo 
el  sistema  representativo  y  republicano ;  ó  lo  que  68  igual, 
cada  provincia  se  organizará  con  una  forma  republicana  de 
gobierno. 

Esto  es  cuanto  contiene  la  cláusula  de  la  Constitución  Norte 
Americana. 

Pero  la  Constitución  Argentina  añade  :  " ....  de  acuerdo  con 
los  principios,  declaraciones  y  garantias  de  la  Constitución 
Nacional.  "  Do  suerte  que  precisa  el  primer  concepto,  y  espe- 
cificB  que  por  forma  representativa,  en  el  sentido  argentino 
de  la  palabra,  se  entiende  una  organización  de  gobierco  con- 
forme á  todos  los  principios  de  la  Constitución  Nacional.  Lue- 
go, no  hay  duda  alguna  en  cuanto  al  plan  á  que  deben  adaptarse 
las  constituciones  provinciales. 

En  seguida,  el  artículo  agrega  tres  caracteres  que  deben  re- 
vestir los  gobiernos  locales  ;  y  quo  exige  como  condición  de  la 
garantia  ofrecida. 

Dos  de  estas  condiciones  se  refieren  á  asuntos  privativos  do 
los  gobiernos  provinciales  :  organizar  su  régimen  municipal,  y 
asegurar  su  administración  de  justicia.  La  tercera  se  relaciona 
con  una  materia  que  admite  la  acción  concurrente  de  la  Nación 
y  las  Provincias,  según  se  desprende  del  inciso  16  del  artículo 
67  de  la  Constitución. 

La  última  cláusula  del  artículo,  que  es  la  promisoria  de  la 
garantia,  dice  testuíilmente :  "  .  .  bajo  estas  condiciones,  el  Go- 
bierno Federal  garantiza  á  cada  Provincia  el  goce  y  ejercicio 
de  sus  instituciones.  " 

La  Constitución  de  los  Estados  Unidos  ofrece  garantir  sola- 
mente la  forma  republicana  de  gobierno. 

Y  se  advierte,  una  discrepancia  esencinl  por  la  simple 
comparación  de  los  textos. 

Los  Estados-Unidos  no  han  prometido  esfuerzo  ni  acto 
alguno  de  protección  en  favor  de  las  instituciones  de  un  Ks- 
tado,  mientras  cada  cual  tenga  un  gobierno  de  forma  repu- 
blicana, es  decir,  virtualmente  emanado  de  la  voluntad  común, 
representativo  y  compartido. 

Pero  el   Gobierno  Federal  de  la  Kepública  Argentina  debe  á 
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las  provincias  más  ;  la  promesa  constitucional  es  muchísimo  mas 
estensa  que  la  de  la  Constitución  Norte- Americana. 

Siempre  que,  por  cualquier  causa,  esté  interrumpido  el  ejer- 
cicio de  las  instituciones  locales,  (cuyas  condiciones  especifica  el 
mismo  artículo),  la  Nación  debe  á  las   Provincias  la  garantía. 

La  Constitución  de  los  Estados-Unidos  solo  garante  una 
forma  republicana  de  gobierno  ;  entre  tanto  que  la  Constitución 
Argentina  garantiza  dos  cosas :  una  forma  republicana  de  go- 
bierno, y  el  goce  y  ejercicio  efectivo  y  regular  de  las  institu- 
ciones locales. 

De  suerte  que  si  en  Norte- América  solamente  está  obligado 
el  Gobierno  Federal  á  amparar  á  un  Estado  cuando  su  forma  de 
gobierno  representativa  ha  sido  invertida;  en  la  República  Ar- 
gentina está  el  Gobierno  Federal  obligado  á  amparar  las  Pro- 
vincias cuando  la  forma  republicana  ha  sido  corrompida ;  es 
decir,  cuando  ha  sido  interrumpido  el  ejercicio  regular  de  las 
instituciones  cnyo  goce  efectivo  ella  garantiza. 

La  diferencia  entre  ambas  Constituciones  tiene  esplicaciones 
que  me  parece  que  son  sencillas. 

En  primer  lugar  en  ios  Estados-Unidos,  los  Estados  prece- 
dieron en  su  oi'ganizacion  y  capacidad  política  á  la  Nación,  y  la 
Constitución  fué  dada  para  proteger  y  desarrollar  instituciones 
que  estaban  definidas  y  arraigadas.  En  la  Repiíblica  Argentina, 
al  revés,  la  Nación  ha  preexistido  á  las  Provincias ;  y  la  Cons- 
titución fué  dada  para  crear  un  orden  de  justicia  y  de  derecho, 
de  cultura  y  de  libertad  civil  en  el  país. 

Y  hay  otra  espiicacion. 

En  los  Estados-Unidos,  como  antes  indiqué,  .había  el  peligro 
de  una  trasformacion  en  el  orden  de  las  instituciones  políticas; 
entre  tanto,  en  la  República  Argentina  no  existia  ese  peligro, 
sino  este  otro  :  la  corrupción  de  las  instituciones  ;  la  traición 
hecha  á  las  garantías  y  derechos  asegurados  por  ellas.  No  ha- 
bía peligro  de  trasformacion  de  la  forma  republicana  de  go- 
bierno; habia  peligro  de  despotismos,  de  tiranías;  es  decir, 
había  peligro,  de  coiTupciones  políticas  y  de  trasformacion  del 
orden  social. 


XII. 


Intervención  del  Gobierno  Federal  en  hir^  Tiovin- 
fias— Estudio  del  artículo  <)'>  de  la  Con^^titucion— 
Dereho  comparado. 


125— El  artículo  G*»  de  la  Constitución  es  consecutivo  del  b' ; 
y  establece  los  medios  de  hacer  efectiva  la  garantia  ofrecida  á 
las  Provincias. 

Dice  testualmente  así :  "  El  Gobierno  Federal  interviene  en  el 
"  territorio  de  las  provincias  para  garantir  la  forma  republicana 
"de  gobierno,  ó  repeler  invasiones  esteriores;  y  á  .  requisición 
"  de  sus  autoridades  constituidas,  para  sostenerlas  ó  restable- 
"  cerlas,  si  hubiesen  sido  depuestas  por  la  sedición  ó  por  in- 
"  vacion  de  otra  Provincia.  " 

126— En  los  Estados-Unidos  la  materia  está  regida :  1"  por  la 
segunda  parte  de  la  sección  4",  art.  4",  de  la  Constitución,  que 
establece  que  los  Estado  s-Unidos  protegerán  á  cada  uno  de  los 
Estados  contra  invasión  ;  y  á  solicitud  de  la  Legislatura,  ó  del 
Ejecutivo,  cuando  la  Legislatura  no  puede  ser  reunida,  contra 
violencia  doméstica;  2°  por  estatutos  espedidos  en  diversas 
épocas,  principalmente  en  1795,  1807,  1861,  y  1871  ;  de  todo  lo 
cual  resulta  que  el  Gobierno  Federal  puede  acudir  con  fuerzas 
armadas,  ya  sean  de  milicia  ó  regulares,  de  tierra  ó  de  mar,  para 
ejercer  en  los  Estados  acción  tuitiva  ó  coercitiva,  en  los  cinco 
casos  siguientes  : 

Primero,  en  caso  de  invasión,  ya  se  trato  de  una  invasión 
estrangera,    ya   se  trate  de  una  invasión  llevada  por  un  Estado 

contra  otro  ; 

Segundo,   en  caso  de  inversión  ó  trasformacion  del  gobierno 

republicano  en  uno  de  distinto  tipo; 

Tercero,  en  caso  de  requisitoria  hecha  por  las  autoridades  que 
la  Constitución   previene    (la    Legislatura,    y    cuando    ella   no 
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pueda  reunirse,  el  Poder  Ejecutivo)  ;  á  fin  de  reprimir  insurrec- 
ciones; 

Cuarto,  en  caso  de  que  se  pongan  estorbos  violentos  á  la  eje- 
cución de  las  leyes  y  á  la  obediencia  de  las  autoridades  de  los 
Estados-Unidos  ; 

Y  quinto,  en  caso  de  que  los  gobiernos  de  Estado  descuiden 
ó  rehusen  proteger  á  los  habitantes  de  su  territoj-io  en  algún  de- 
recho, privilegio  ó  inmunidad,  ó  en  cualesquiera  garantías 
dispuestas  para  seguridad  de  algún  derecho,  privilegio  ó  inmu- 
nidad, declarados  ó  establecidos,  ya  sea  en  la  Constitución  Fede- 
ral, ya  sea  en  los  Estatutos  de  la  Union. 

En  los  dos  primeros  casos,  la  acción  del  Gobierno  será  tuitiva, 
y  en  los  dos  últimos  coercitiva. 

127 — Pero  para  despejar  el  terreno  de  complicaciones  que 
oscurecerían  la  cuestión,  debo  hacer  advertencias  capitales. 

El  caso  cuarto  que  he  mencionado,  es  decir,  el  caso  de  estorbos 
puestos  á  la  ejecución  de  las  leyes  y  obediencia  de  los  poderes  de 
los  Estados-Unidos,  es  un  caso  de  rebelión  contra  la  autoridad  de 
la  Nación. — Se  proveyó  á  él  durante  la  guerra  civil  ;  pero  no  tiene 
atino^encia  con  la  sfarantia  ofrecida  á  las  instituciones  locales. 
En  idéntica  circunstancia  se  encuentra  el  quinto,  es  decir,  el 
caso  de  que  los  gobiernos  de  Estado  descuiden  proteger  á  los  ha- 
bitantes del  territorio  en  el  goce  de  los  derechos  garantizados  por 
la  Constitución  ó  Estatutos  de  la  Union  ;  porque  ese  caso  supone 
un  desrtcato  organizado  dentro  de  un  Eatado  y  no  reprimido  por 
la  autoridad  local,  contra  la  soberanía  suprema  de  la  Nación. 

Para  que  se  realice  la  hipótesis  en  que  la  ley  se  coloca,  es 
menester  que  los  derechos  civiles  esplícitamente  reconocidos  por 
la  Constitución  sean  violados  en  una  porción  ó  clase  del  pueblo, 
á  consecuencia  de  conspiraciones,  violencias,  insurrecciones  ó 
combinaciones  ilegales  que  el  Gobierno  del  Estado  no  pueda  ó 
no  quiera  leprimir  eficazmente. 

Se  proveyó  á  los  conflictos  que  de  esta  suerte  pudieran  surgir 
en  el  país,  por  una  ley  de  1871,  en  la  cual  se  autoriza  al  Gobier- 
no Federal  para  allanar  el  auto-gobierno  local,  á  fin  de  hacer 
efectivas,  bajo  la  autoridad  de  la  Nación,  las  garantías  constitu- 
cionales. 
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Como  se  vé,  este  último  caso  tampoco  tiene  atingencia  con  la 
garantía  ofrecida  por  el  Gobierno  Federal  á  las  instituciones  do 
los  Estados ;  uno  y  otro  se  relacionan  mas  bien  con  las  decla- 
raciones del  ortículo  G",  inciso  2"  de  la  Constitución  Norte-Ame- 
ricana, que  es  análogo  á  nuestro  aitículo  3i,  en  el  cual  se  declara 
que  la  Constitución,  las  leyes  que  el  Congreso  dicte  en  conso- 
nancia con  la  Constitución,  y  los  Tratados  con  las  Naciones 
estrangeras  forman  la  ley  suprema  del  país,  ú  la  cual  pueden 
someterse  todas  Ins  autoridades  y  legislaciones  de  Provincia. 

Por  lo  tanto,  cuando  un  gobierno  desacata  las  leyes  supremas 
del  país,  ó  cuando  es  remiso  por  complicidad  ó  molicie  para 
reprimir  insurrecciones  locales  ó  conmociones  que  tiendan  á 
entorpecer  su  ejercicio,  ó  estorbar  que  garantice  los  derechos  que 
á  todas  las  personas  y  habitantes  del  territorio  ella  promete,  el 
caso  es  de  rebelión  ;  y  como  el  Gobierno  Federal  debe  conser- 
var el  imperio  de  la  Ley  fundamental  y  debe  vencer  todas  las 
resistencias  que  so  le  opongan,  es  claro  que  debe  estar  ar- 
mado con  las  facultades  necesarias  para  reprimir  actos  de  este 
género. 

Luego,  no  es  posible  encontrar  en  el  cuarto  ni  en  el  quinto  de 
los  casos  mencionados,  ni  en  las  leyes  que  los  rigen,  una  ilustra- 
ción de  los  artículos  5"  y  6°  de  la  Constitución ;  y  debemos  limi- 
tarnos á  los  tres  primeros  casos  que  comprenden  la  invasión,  la 
transformación  de  gobierno  y  la  requisitoria  de  las  autoridades 
locales  en  caso  de  insurrección  interna. 

128 — La  Constitución  de  Norte- América,  dice  que  el  Gobieno 
de  los  Estados-Unidos  protege  á  los  Estados  en  los  casos  deter- 
minados. 

La  Constitución  Argentina  habla  en  otros  términos;  y  faculta 
al  Gobierno  Federal  para  intervenir  en  el  territorio  de  las  Pro- 
vincias. 

Siempre  que  el  Gobierno  Federal  de  los  Estados-Unidos  toma 
participación  en  asuntos  de  orden  local,  se  presenta  armado  ; 
pero  para  ejercer  una  función  tuitiva,  puesto  que  la  Constitu- 
ción le  ordena  proteger. 

En  la  República  Argentina  la  acción  nacional  puede  ser  pací- 
fica y  puede  ser  armada ;   pero  en  todos  los  casos  es  coercitiva ; 
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porque  la  Constitución  no  le  ordena  al  Gobierno  proteger,  sino 
que  le  autoriza  para  intervenir. 

Proteger  es  ayudar  la  acción  del  gobierno  amparado,  que  se 
acoge  á  la  fuerza  mas  poderosa  de  la  Nación,  siendo  él  débil 
para  contrarestar  el  embate  de  un  movimiento  anárquico. 

Intervenir,  es  ejercer,  en  nombre  déla  soberanía  nacional,  una 
autoridad  plena,  mas  ó  menos  estensa,  dentro  del  territorio  de 
la  Provincia. 

Así  en  los  Estados-Unidos  las  fuerzas  militares  de  la  Nación 
protegen  la  autoridad  del  Estado  puesto  bajo  el  amparo  del  Go- 
bierno Federal ;  obedecen  á  la  autoridad  civil,  ó  por  lo  menos 
obran  bujo  la  iniciativa  de  la  autoridad  civil,  y  en  la  medida  en 
que  es  reclamada  su  cooperación. 

En  la  República  Argentina,  el  Comisario  Nacional  er cargado 
de  llevar  á  una  Provincia  la  intervención,  se  sustituye  á  la  auto- 
ridad local,  y  en  representación  de  la  so])erania  superior  de  la 
Nación,  asume  toda  la  autoridad  conducente  á  llenar  por  sí 
solo  los  fines  de  la  intervención. 

12  9 — Siendo  mucho  menos  este-jsas  las  facultades  inherentes 
al  derecho  de  proteger  en  los  Estados-Unidos  que  las  inherentes 
al  derecho  de  intervenir  en  la  República  Argentina,  no  es  estra- 
ño  que  todas  las  facultades  que  la  Constitución  Argentina  con- 
fiere, respecto  de  estamateria,al  Gobierno  Federal,  genéricamente 
considerado,  es  decir,  en  el  conjunto  de  los  poderes  públicos  que 
lo  constituyen,  estén,  por  los  Estatutos  orgánicos  de  Norte- 
América,  conferidas  esclusivamente  á  la  iniciativa  y  decisión  del 
Presidente  de  la  República. 

130 — Establecidas  estas  diferencias,  veamos  la  que  positiva- 
mente establece  el  artículo  6°  de  la  Constitución. 

Los  casos  en  que  autoriza  al  Gobierno  Federal  para  intervenir 
en  el  territorio  de  las  Provincias,  son  cuatro.  En  dos  de  ellas 
puede  intervenir  7notu  proprio ;  en  los  otros  dos,  no  puede  inter- 
venir sino  requerido  por  la  autoridad  local. 

131 — Interviene  motu  proprio,  para  garantir  la  forma  republi- 
cana de  gobierno  y  el  ejercicio  da  las  instituciones  locales,  ase- 
gurado por  el  artículo  5°  de  la  Constitución. 

Y  se  pregunta  :  si  la  forma  de  gobierno  no  ha  sido  variada,  si 
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no  lia  sido  convertida  de  republicana  en  otra  cualquiera,  en  algu- 
na Provincia,  ¿  procede  la  intervención  nacional  motu  iiropio, 
cuando  haya  sido  corrompida,  y  las  instituciones  sean  bastar- 
deadas ? 

Pienso  que  sí.  Y  esto  se  desprende  de  lo  ya  indicado  y  de  la 
fórmula  de  la  Constitución : — "  La  Nación  Argentina,  ó  el  Go- 
bierno Federal,  garante  á  cada  Provincia  el  goce  y  ejercicio  do 
sus  instituciones  locales.  " — Este  texto  no  admite  otra  inteligen- 
cia ni  interpretación. 

y  ademas,  ya  sabemos  que,  si  bien  se  podia  temer  al  sancio- 
narse la  Constitución  que  sufriera  el  pais  interrupciones  facciosas 
ó  despóticas  de  las  instituciones ;  de  ninguna  manera  se  podia 
temer  una  subversión  de  su  forma. 

Pero  cualquier  argumento  que  pudiera  arrancarse  de  los  an- 
tecedentes del  país  es  insignificante  ante  la  claridad  de  los 
textos  constitucionales. 

La  Nación  garante  no  solamente  la  forma  republicana,  sino  el 
ejercicio  regular  de  las  instituciones.  Aunque  la  forma  se  con- 
serve; si  el  ejercicio  de  las  instituciones  está  interrumpido,  y  el 
pueblo  de  una  provincia  privado  de  su  goce,  la  Nación  debe 
hacer  efectiva  la  garantía  que  ha  prometido  el  artículo  5°  de  la 
Constitución. 

132 — Es  caso  también  de  intervención  muto  propio  el  de  inva- 
sión estrangera.  —  Esto  es  obvio.  El  Gobierno  Federal  está 
encargado  de  la  seguridad  común  y  del  sostenimiento  de  la 
soberanía  nacional.  Atentar  contra  la  seguridad  del  territorio 
de  una  provincia,  es  atentar  contra  la  seguridad  y  la  paz  de  la 
Nación  y  contra  su  soberanía  territorial. 

133 — Los  dos  casos  en  que  puede  el  Gobierno  Federal  inter- 
venir requerido  por  las  provincias  son  los  de  insurrección  ó 
invasión  de  otra  provincia. 

134 — En  cuanto  á  los  casos  de  insurrección,  ya  vemos  que,  á 
salvo  la  mayor  claridad  con  que  la  Constitución  de  los  Estados 
Unidos  determina  cuáles  son  las  autoridades  competentes  para 
pedir  el  ausilio  federal,  el  texto  de  una  y  otra  Ley  concuerdan 
perfectamente. 

Sin  embargo,  es  de  notar  que  los  casos  de  intervención  serian 

15 


—  114  — 

mas  frecuentes,  (  aun  en  igualdad  de  circunstancias  )  en  la  Re- 
pública Argentina,  que  en  los  Estados  Unidos. 

Según  su  Constitución,  los  Estados  en  Norte-América  tienen 
recursos  propios  para  mantener  su  paz  interior,  de  que  carecen 
las  Provincias  en  la  República  Argentina.  Las  milicias  son  en 
los  Estados  Unidos,  instituciones  de  los  Estados  ;  ellos  pueden 
convocarlas  y  armarlas  :  sus  gobiernos  pueden,  por  consiguiente 
aun  que  los  disturbios  domésticos  tomen  consistencia,  resistir,  al 
triunfo  de  la  revolución. 

En  la  República  Argentina,  las  Provincias  no  pueden  armar 
ejércitos  sino  en  casos  de  inminente  peligro,  y  dando  cuenta  in- 
mediatamente al  Gobierno  Federal. — Las  milicias  forman  una 
institución  nacional,  y  no  pueden  ser  convocadas,  sino  por  auto- 
rización del  Congreso.  De  suerte  que  cuando  una  revolución  in- 
terna toma  algún  vuelo  es  absolutamente  imposible,  que  los 
gobiernos  de  Provincia  la  resistan,  sino  reciben  auxilio  ó  protec- 
ción del  Gobierno  Federal;  y  como  no  pueden  recibir  esta  protec- 
ción 6  auxilio  sino  requiriendo  la  intervención,  es  claro  que  donde 
quiera  que  una  insurrección  estalle,  el  gobierno  provincial  está 
forzado  á  pedir  la  intervención;  y  puede  añadirse  que  el  Gobierno 
Nacional  está  obligado  á  acordarla.  Y  la  razón  es  esta  ;  si  las 
Provincias  deben  conservar  la  paz  pública  y  el  orden,  y  si  no 
tienen  recursos  propios  para  reprimir  las  insurrecciones,  ni  el  Go- 
bierno Federal  está  obligado  á  auxiliarlas  ;  se  sigue,  que  una 
revolución  debe  necesariamente  triunfar  en  cualquir  provincia 
en  que  estalle,  lo  cual  importa  organizar  la  anarquía.  O  se  sigue 
esta  otra  consecuencia,  que  no  es  menos  monstruosa;  que  los 
Gobiernos  locales  tendrían, — para  conservar  el  orden  interno  de 
su  provincia,  para  afianzar  el  orden  local  y  la  paz  de  la  Nación, — 
que  hacer  lo  que  la  Constitución  categóricamente  les  prohibe  : 
armar  ejércitos,  disciplinar  milicias,  convocar  los  ciudadanos  y 
ponerlos  bajo  las  banderas. 

135 — Son  competentes,  según  la  Constitución  Nacional,  tanto 
las  autoridades  que  se  encuentran  en  peligro  como  las  que  han 
sido  derrocadas  por  la  sedición,  para  pedir  el  auxilio  federal. 

En  los  Estados  Unidos  nó  sucede  lo  propio  :  por  dos  razo- 
nes. 


—  115  — 

La  Constitución  Nacional  de  Norte-América  solo  garantiza  la 
forma  republicana  de  gobierno  de  los  Estados  ;  no  garantiza  el 
ejercicio  regular  de  las  instituciones. — Ahora,  una  insurrección 
interna  ó  disturbio  doméstico  que  tenga  por  objeto  cambiar 
violentamente  el  personal  del  gobierno,  perjudica  la  marcha 
regular  de  las  instituciones,  es  verdad,  pero  no  altera  sustancial- 
mente,  ni  invierte  ni  subvierte  la  forma  republicana  de  go- 
bierno. 

Ademas,  la  Constitución  exige  que  la  protección  sea,  en  el 
caso  de  violencia  doméstica,  otorgada  á  requisición  de  una  auto- 
ridad local  en  ejercicio  actual.  Así,  confiriendo  facultad  para 
requerir,  principalmente  á  la  Legislatura,  provee  el  caso  de  que 
ella  no  puede  ser  reunida,  y  la  confiere  subsidiariainente  al  Po- 
der Ejecutivo.  Los  poderes  que  hayan  sido  derrocados  no  so 
encuentran  en  ejercicio  actual.  Si  ellos  pudieran  requerir  la 
protección  de  los  Estados  Unidos,  el  Gobierno  Federal,  cuando 
acudiera  á  prestarla,  encontraría  organizado  un  Estado  con  otros 
poderes  públicos  que  no  aceptarían  la  protección  ó  la  rechazarían: 
en  cuyo  caso  el  Estado  se  pondría  en  rebelión  ;  y  declarándose 
en  rebelión  contra  las  autoridades  nacionales,  perdería  todos  sus 
caracteres  y  todos  sus  derechos  constitucionales  ;  y  perdiendo 
sus  facultades  y  derechos  constitucionales,  el  Gobierno  Federal 
ya  no  debería  ni  la  garantía  de  la  forma  republicana  de  gobier- 
no, ni  protección  alguna  de  las  que  en  el  orden  normal  debe  á 
todos  los  Estados  leales  y  sujetos  al  orden  general  establecido 
por  la  Constitución. 

136 — Finalmente,  la  Constitución  de  los  Estados-Unidos 
asimila  á  la  invasión  estraugera  la  invasión  de  un  Estado  por 
otro  Estado;  y  la  razón  que  El  Federalista,  y  otros  de  los  pri- 
mitivos comentadores  de  la  Constitución,  dan  para  abonar  la 
conveniencia  de  que  proteja  el  Gobierno  Federal  á  los  Estados 
contra  invasiones,  es  la  solidaridad  que  debo  reinar  entre  partes 
componentes  de  una  misma  nacionalidad  y  el  auxilio  recíproco 
que  lójícamente  deben  estar  obligadas  á  prestarse. 

Según  nuestra  Constitución,  hay  diferencia,  entre  los  casos 
de  invasión  esterior  y  los  casos  de  invasión  de  una  Provincia  a 
otra  Provincia. 
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Cuando  un  caso  de  este  linaje  llega  á  ocurrir,  és  decir,  cuando 
dos  Provincias  se  encuentran  en  colisión,  el  Gobierno  Federal 
tiene  deberes  especiales  y  relaciones  distintas  con  cada  una  de 
las  Provincias  que  se  encuentra  en  conflicto.  Si  bien  es  verdad 
que  le  debe  protección  á  la  Provincia  invadida ;  también  es  ver- 
dad, que  ha  de  reprimir  y  castigar  á  la  Provincia  invasora,  en 
virtud  de  lo  establecido  por  el  artículo  109  de  la  Constitución, 
según  el  cual  las  hostilidades  de  una  Provincia  á  otra  son 
actos  de  guerra  civil,  calificados  de  sediccion  ó  asonada,  que  el 
Grobierno  Federal  debe  sofocar  conforme  á  la  ley. 

137 — En  resumen  :  la  Nación  garantiza  á  las  Provincias  : 

Primero,  la  inmunidad  del  territorio  ; 

Segundo,  la  forma  republicana  de  gobierno  ; 

Tercero,  el  ejercicio  regular  de  las  instituciones  locales. 

Y  para  hacer  efectiva  esta  tx'iplo  garantía,  interviene  sin  requi- 
sición, á  fin  de  asegurar  cualquiera  do  estos  tres  beneficios,  en 
cualquier  Provincia  que  esté  en  peligro  de  perderlos. 

Garantiza  ademas  la  paz  de  las  Provincias ;  y  para  hacer 
efectiva  esta  garantía,  interviene  cuando  ellas  requieren  su  auxi- 
lio, en  caso  de  una  insurrección  interna  ó  invasión  de  otra  Pro- 
vincia, que  ponga  en  peligro  el  imperio  de  las  leyes,  la  subsisten- 
cia de  sus  autoridades,  el  orden  general  y  la  paz  pública  de  la 
localidad. 
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íurma  puede  per  adaptado  á  la  índole  de  las 
instituciones  federales— Gobierno  de  las  po- 
sesiones nacionales  dentro  de  territorios  pro- 
vinciales—Formación de  Provincia. 


138 — Tratare  aquí  del  gobierno  de  posesiones  nacionales  den- 
tro de  territorios  provinciales,  del  régimen  y  administración  de 
los  Territorios  Nacionales ;  de  la  forma  en  que  puede  ser  adap- 
tado á  la  índole  de  las  instituciones  federales ;  y  de  la  creación  y 
admisión  de  Provincias. 

139 — El  primer  punto  está  regido  por  el  inciso  27  del  artículo 
G7  de  la  Constitución  en  el  cual  se  dice  que  el  "  Congreso  ejerce 
"  una  legislación  esclusiva  en  todo  el  territorio  de  la  Capital  de 
"  la  Nación,  y  sobre  todos  los  demás  lugares  adquiridos  por 
"  compra  ó  cesión  en  cualquiera  de  las  Provincias,  para  estable- 
"  cer  fortalezas,  arsenales,  almacenes  ú  otros  establecimientos 
"  de  utilidad  nacional.  " 

Concuerda  este  artículo  con  el  inciso  17  de  la  sección  8'  del 
artículo  1°  de  la  Constitución  de  los  Estados-Unidos,  que,  ha- 
blando también  de  la  jurisdicción  esclusiva  del  Congreso  sobre  el 
territorio  de  su  residencia,  añade  que  ejerce  igual  autoridad 
sobre  todos  los  sitios  adquiridos  (  con  el  consentimiento  de  las 
legislaturas  de  los  Estados  en  que  se  encontraren, )  "para  cons- 
truir fortalezas,  almacenes,  arsenales,  astilleros  y  otras  obras 
necesarias.  " 

140 — Como  se  ve  por  la  simple  aproximación  de  estos  textos, 
hay  entre  ellos  diferencias  que  conviene  advertir. 

En  primer  lugar,  el  Gobierno  Federal  de  la  RepubHca  Ar- 
gentina tiene  mayor  libertad  de  acción  que  el  de  los  Estados 
Unidos  para  adquirir  territorios  dentro  de  las  Provincias. 

La   Constitución   Norte- Americana   exige  para  todas  las  ad- 
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quisiciones  de  este  género,  que  medie  el  consentimiento  de  los 
Estados  en  que  se  encuentra  el  sitio  que  el  Gobierno  Federal 
quiere  adquirir ;  entre  tanto  que  en  la  República  Argentina  el 
Gobierno  Federal  puede  hacerlas  por  compra  á  particulares, 
sin  la  intervención  de  la  Legislatura  de  Provincia,  que  solo  es 
necesaria  en  el  caso  de  que  el  Gobierno  Federal  solicite  la 
cesión  de  sitios  de  propiedad  provincial. 

Media  otra  diferencia  que  hace  mas  lata  la  acción  del  Go- 
bierno Federal  en  la  República  Argentina.  Después  de  enume- 
rar con  qué  objetos  puede  liacer  adquisiciones  el  Gobierno 
Nacional,  diciendo  que  pueden  ser  destinados  los  sitios  así 
adquiridos,  para  construir  fortalezas,  almacenes  y  arsenales,  se 
usa  en  el  texto  argentino  de  una  palabra  genérica  y  dice  :  ú 
otros  estahlecimientos  de  utilidad  nacional. 

La  Constitución  de  Norte-América  usa  una  palabra  mas 
restrictiva  :  y  otras  obras  necesarias,  dice  :  needful  buildings. 

No  se  puede  atribuir  la  diferencia  entre  ambos  textos  á  un 
error  de  traducción ;  porque  es  tanta  que  no  puede  ser  involun- 
taria. 

141 — Sin  embargo,  entre  ambos  textos  existe  la  afinidad  na- 
cida de  la  unidad  intrínseca  de  los  principios  sobre  los  cuales 
descansan  ambas  Constituciones  ;  y  por  consiguiente,  las  reglas 
aceptadas  en  los  Estados  Unidos  como  limitativas  de  las  facul- 
tades del  Gobierno  Federal  para  gobernar  sitios  colocados  en 
territorios  provinciales,  deben  ser  aplicadas  á  la  República  Ar- 
gentina, á  falta  de  una  legislación  especial,  ó  cuando  menos,  son 
antecedentes  apropósito  para  fundar  doctrina  é  inspirar  la  pro- 
pia y  particular  legislación. 

La  autoridad  nacional  sobre  sitios  adquiridos  en  territorios 
de  un  Estado  es  esclusiva  en  Norte-América  en  cuanto  se  rela- 
ciona con  el  servicio  á  que  están  destinados  los  sitios ;  pero  es 
entendido  allí  que  los  Estados  particulares  conservan  el  derecho 
de  hacer  efectiva  la  autoridad  de  sus  tribunales  dentro  de  tales 
sitios,  aunque  estén  sometidos,  bajo  otros  respectos  á  la  juris- 
dicción nacional,  como  si  esta  circunstancia  no  existiera. 

Así ;  la  autoridad  competente  para  entender  en  delitos  come- 
tidos por  individuos  que  habiten  esos  sitios,   no  es  la  autoridad 
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nacional,  si  no  la  autoridad  local.  La  residencia  en  sitios  consa- 
grados al  servicio  nacional  no  produce  fuero  federal  esclusivo. 

Los  sitios  do  propiedad  nacional  no  están  plenamente  desa- 
gregados del  Estado  ni  sustraidos  enteramente  á  su  jurisdicción 
y  autoridad. 

142  — Establecida  esta  regla,  me  parece  que  es  fácil  llegar  á 
una  solución,  aunque  contraiña  á  la  que  el  Congreso  ha  adopta- 
do, respecto  de  una  cuestión  que  anteriormente  insinué. 

Es  la  siguiente :  el  Gobierno  Federal  estaba  en  posesión  de 
tierras  pertenecientes  al  colegio  de  Córdoba,  por  secuestro  hecho 
en  el  siglo  pasado  de  todos  los  bieuos  pertenecientes  á  la  Com- 
pañia  de  Jesús,  bajo  el  imperio  del  Hey  de  España,  y  que 
fueron  consagrados  al  servicio  de  la  instrucción  pública.  Uno 
de  esos  sitios  ha  sido  destinado  para  establecer  una  colonia  bajo 
la  autoridad  de  la  Nación  ;  y  dado  el  principio  que  acabamos  do 
sentar,  respecto  de  los  objetos  que  hacen  legítima  la  adquisi- 
ción de  parte  del  Gobierno  Federal,  de  sitios  en  el  territorio  de 
una  provincia  y  de  los  límites  dentro  de  los  cuales  esa  autoridad 
debe  ser  contenida,  me  parece  que  no  se  puede  establecer  como 
arreglada  y  regular  la  decisión  del  Congreso  dictada  en  1876; 
y  la  razón  es  clara. 

Aun  concediendo  que  el  Gobierno  Federal  tiene  mayor  latitud 
de  acción  por  las  palabras  que  usa  la  Constitución  al  designar 
los  objetos  en  vista  de  los  cuales  puede  adquirir  sitios  en  terri- 
torios provinciales,  al  término  ú  ahjetos  de  utilidad  nacional  no 
puede  dársele  una  amplitud  tal  que  abarque  el  caso  del  estable- 
cimiento de  una  colonia. 

Es  verdad  que  una  colonia  como  todo  lo  que  incrementa  la 
población  y  la  riqueza  ó  levanta  el  nivel  de  la  cultura,  produce 
beneficios  á  la  Nación ;  pero  si  se  atribuyera  á  la  cláusula  cons- 
titucional examinada  el  alcance  que  de  aquí  resulta,  se  seguiría 
que  cae  bajo  la  competencia  del  Gobierno  Federal  cuanto  afecta 
el  bienestar  moral  y  material  de  la  Nación,  directa  ó  indirecta- 
mente, cualquiera  que  sea  su  naturaleza  y  el  radio  en  que  ha- 
ya de  desenvolverse,  ya  que  no  puede  mejorar  una  Provincia 
sin  que  gane  la  Nación,  ni  sufrir  detrimento  sin  que  la  Nación 
soporte  un  correlativo  quebranto. 
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Tienen,  pues,  las  palabras  comentadas  un  sentido  mas  restric- 
tivo. Por  establecimientos  de  utilidad  nacional  no  puede  enten- 
derse sino  aquellos  que  están  destinados  á  servir  á  objetos  espre- 
samente  encomendados  al  Gobierno  Federal  por  la  Constitución. 

Puede  arguirse  que  uno  de  los  objetos  que  la  Constitución 
Nacional  ha  puesto  bajo  el  encargo  del  Congreso,  es  el  de 
colonizar  las  tierras  de  propiedad  nacional,  y  que  siéndolo  aque- 
llas tierras,  se  sigue  que  tiene  el  derecho  de  colonizarlas. 

El  argumento  no  tiene  fuerza  sino  en  la  apariencia.  Las 
tierras  de  propiedad  nacional,  que  la  Constitución  Argentina 
autoriza  al  Congreso  pai-a  colonizar,  son  tierras  iJÚhlicas  de  la 
Nación,  es  decir,  las  tierras  vacantes  que  se  encuentren  fuera  de 
los  límites  de  todas  las  Provincias,  y  dentro  del  territorio  na- 
cional. 

Hay  por  fin,  una  razón  concluyente. — Una  colonia  establecida 
por  la  Nación  ha  de  ser  regida  por  ley  nacional  y  si  se  establece  en 
territorios  provinciales  sucede  una  de  dos  cosas :  ó  impera  en 
ella  la  autoridad  y  la  ley  de  la  Nación,  lo  que  vá  contra  el  prin- 
cipio antes  sentado  ea  cuanto  á  las  limitaciones  de  la  jurisdic- 
ción nacional  sobre  sitios  colocados  dentro  de  territorios  pro- 
vinciales, y  menoscaba  la  soberanía  local;  ó  imperan,  al  revés,  la 
autoridad  y  las  leyes  de  las  provincias  ;  y  entonces  se  frustran 
las  miras  que  han  presidido  á  su  establecimiento. 

143 — Corresponde  también  al  Congreso  organizar  la  adminis- 
tración y  régimen  de  los  territorios  nacionales. 

En  la  deficiencia  de  nuestra  legislación,  debida  á  causas  que 
luego  apuntaré,  podemos  acudir  á  la  de  los  Estados-Unidos  de 
Norte-América  para  buscar  ejemplos  que  ilustren  la  manera  de 
desempeñar  estas  funciones  del  Gobierno  Federal  de  acuerdo  con 
los  principios  generales  del  sistema  republicano  federal. 

144 — He  indicado  en  otra  oportunidad  cómo  se  formaron  los 
primeros  territorios  nacionales  de  los  Estados-Unidos ;  y  añadí 
también  que  habían  sido  primitivamente  regidos  Dor  una  orde- 
nanza dictada  el  13  de  Julio  de  1787.  Esa  ordenanza  establecía 
lo  que  voy  sumariamente  á  referir. 

Hasta  que  cada  territorio  llegara  á  tenor  una  población  de  cin- 
co mil  varones  adultos,  su  gobierno  debía  estar  á  cargo  de  tres 
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Jueces  y  un  Gobernador  ;  de  los  cuales  el  Gobernador  debif.  durar 
tres  años,  y  los  jueces  tanto  como  su  buoua  conducta,  siendo 
todos  nombrados  por  el  Congreso. 

En  estos  funcionarios  se  resumían  todas  las  autoridades  cor- 
respondientes á  las  ramas  legislativa  ejecutiva  y  judicial,  del  go- 
bierno territorial. 

Las  leyes  que  consideraran  necesarias  para  la  organización  y 
régimen  interno  de  los  territorios,  así  como  para  todos  los  arre- 
glos del  orden  civil,  debian  ser  presentadas  á  la  aprobación  del 
Congreso,  y  una  vez  aprobados  por  él  debian  tener  subsistencia 
hasta  que  el  Congreso  mismo  las  revocara. 

Estaban  autorizados  ademas,  para  dividir  cad:\  territorio  en 
tres  distritos  con  funcionarios  civiles  que  debian  ser  nombi'ados 
por  el  Gobernador. 

Y  así  que  la  población  llegara  (i  ser  mayor  de  cinco  mil  varo- 
nes adultos,  las  franquicias  y  latitud  de  acción  de  las  autorida- 
des locales  crecían  en  proporción. 

Desde  esa  época  debia  dividirse  el  Poder  Legislativo,  confi- 
riéndolo á  una  asamblea  dividida  en  dos  ramas. 

Una  do  esas  ramas,  el  Consejo  Legislativo,  debia  ser  com- 
puesto de  cinco  miembros  nombrados  por  el  Consejo,  por  cinco 
años,  si  antes  no  era  revocado  su  mano  por  la  misma  autori- 
dad que  la  conferia. 

La  segunda  rama  era  una  Cámara  de  Representantes  elegidos 
por  los  electores  del  territorio  calificados  ssgun  censo  de  propie- 
dad, á  razón  de  iino  por  cada  quinientos  hahitíintes,  hasta  llegar 
al  número  de  veinticinco,  llegado  al  cual  la  Legislatura  debia 
determinar  qué  número  fijo  tendría  en  adelante. 

La  asamblea  tenia  facultad  de  nombrar  un  delegado  que  la 
representara  eu  el  Congreso,  el  cual  podía  tomar  parte  en  sus 
deliberaciones,  pero  no  votar. 

144 — Do   entonces  acá  los  territorios  han  sido  aumentados 
por  nuevas  cesiones,  por  compra,  y  por  ocupaciones  bélicas. 
Cada  territorio  está  regido  por  una  ley. 

Estas  leyes  son  muchísimas  en  número  y  difieren  entre  sí  eu 
detalles  de  importancia.  Sería  imposible  traer  aquí  datos  sufi- 
cientes  para    esplicar  la  organización   particular  de  cada  uno; 
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así  es  que  rae  limitaré  á  esponor  aquellos  rasgos  comunes  que 
los  uniforman  y  que  se  encaentran,  con  ligeras  alteraciones,  en 
todos  los  estatutos  orgánicos  de  los  territorios. 

En  cada  territorio  existe  un  gobierno  dividido  en  tres  po- 
deres. 

El  Poder  Ejecutivo  es  ejercido  por  un  Gobernador  nom- 
brado por  el  Presidente  de  la  República  con  acuerdo  del  Senado 
Nacional.  Dura  en  sus  funciones  cuatro  años,  pero  es  amovible 
á  voluntad  del  Presidente.  El  Gobernador  interviene  en  los  actos 
legislativos  por  estar  armado  con  el  derecho  de  veto.  Puede  tam- 
bién indultar  y  conmutar  las  penas  que  impongan  los  Tribuna- 
les por  delitos  cometidos  contra  el  derecho  común  ;  y  suspender 
la  ejecución  de  las  penas  impuestas  por  atentados  contra  la  ley 
federal  ú  ofensas  contra  los  Estados-Unidos,  en  cuyo  caso  some- 
te el  proceso  al  Presidente,  el  cual  usa  del  derecho  de  indultar, 
ó  se  abstiene  de  hacerlo,  según  su  ciencia  y  conciencia.  Es  ayuda- 
do por  un  Secretario  nombrado  por  el  Presidente  por  el  mismo 
tiempo  que  él  y  que  lo  reemplaza  en  el  caso  en  que  esté  inha- 
bilitado para  ejercer  sus  funciones. 

El  Poder  Ejecutivo  reside  en  una  Asamblea  dividida  en  dos 
ramas  :  un  Consejo  Legislativo  y  una  Cámara  de  Representantes, 
ambas  de  elección  popular.  Hay  algunos  Territorios  que  tienen 
privilegios  especiales  para  que  su  Legislatura  pueda  estatuir 
sin  intervención  del  Congreso  sobre  todas  las  materias  del  orden 
civil;  pero  esto  es  escepcional:  la  regla  es  que  las  leyes  aprobadas 
por  la  Legislatura  de  un  Territorio  sean  sometidas  á  la  aproba- 
ción del  Congreso.  Se  estiende  la  competencia  de  la  rama  legis- 
lativa de  los  Territorios,  según  los  Estatutos,  á  toda  materia  que 
no  sea  incompatible  con  la  Constitución  y  las  leyes  de  la  Nación  : 
solo  les  es  prohibido  dictar  leyes  que  alteren  la  distribución  pri- 
mitiva del  suelo ;  que  establezcan  impuestos  sobre  propiedades 
de  los  Estados-Unidos,  ó  que  recargen  las  propiedades  territo- 
riales ú  otros  bienes  de  los  no  residentes,  con  contribuciones 
mayores  de  las  que  pagan  los  propietarios  residentes  en  el 
territorio. 

Para  el  ejercicio  del  Poder  Judicial,  el  territorio  está  dividido 
en  tres  secciones.      En  cada  una  de  ellas  asienta  un  Juez  como 
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niíig-istrado  inferior ;  y  los  tres  jueces  quo  constituyen  el  Tri- 
bunal de  cada  sección,  forman,  reuniéndose,  de  tiempo  en  tiem- 
po, en  el  asiento  de  la  autoridad  general  del  territorio,  la  Supre- 
ma Corte  del  lugar. 

Los  jueces  do  paz  y  los  oficiales  do  milicias  son  también  ele- 
gidos popularmente  por  los  electores,  según  las  reglas  y  solem- 
nidades quo  establezca  la  Legislatura  particular  de  cada  Terri- 
torio. 

Los  oficiales  municipales  son  nombrados  según  lo  establece  las 
leyes  de  cada  territorio. 

Los  demás  empleados,  por  el  Gobernador,  con  acuerdo  del 
Consejo  Legislativo. 

Las  asambleas  legislativas  que  gobernaban  los  territorios  bajo 
la  Ordenanza  de  1787,  tenian  facultad  de  nombrar  un  delegado 
"que  las  representara  en  el  Congreso :  ahora  este  derecho  perte- 
nece á  los  Territorios. 

En  cada  uno  se  elige  popularmente  un  Delegado  que  toma 
asiento  en  la  Cámara  de  Representantes  del  Congreso  Nacional: 
no  tiene  voto,  pero  puede  tomar  parte  en  todas  las  deliberacio- 
nes, hacer  presente  todas  las  necesidades  del  Territorio  cuya 
agencia  desempeña  ;  y  de  este  modo  los  Territorios  son  gradual- 
mente preparados  para  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos  en 
toda  su  plenitud. 

145 — En  la  República  Argentina  no  hay  una  legislación  rela- 
tiva á  esta  materia,  y  la  razón  es  obvia. 

Nosotros  no  tenemos  una  población  desbordante  ;  no  tenemos 
Territorios  poblados  por  razas  civilizadas;  y  durante  mucho 
tiempo,  será  felicidad  suma  para  la  República  si,  viviendo  en  paz 
y  siendo  bien  administrada,  llega  á  lo  menos,  á  condensar  la 
población  de  las  Provincias,  á  hacer  de  ellas  cuerpos  políticos 
verdaderamente  capaces  de  autonomía. 

Entre  tanto,  hay  una  ley  dictada  en  18  de  Octubre  de  1872, 
destinada  á  reglar  interinamente  el  Gobierno  del  territorio  del 
Chaco,  que  ha  sido  estendida,  hace  pocos  dias,  á  la  organización 
de  la  Patagonia. 

Esa  ley  establece  que  el  gobierno  del  Territorio  estará  á  cargo 
de  un  Gobernador  nombrado  por  el  Presidente  de  la  República, 
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por  tres  años,  el  cual  estará  á  cargo  de  la  administración  ge- 
neral del  Territorio. 

Establece  también  que  deben  nombrarse  comisiones  munici- 
pales compuestas  de  seis  miembros  elegidos  popularmente. 

Respecto  de  la  administración  de  justicia,  pone  la  justicia 
civil,  comercial  y  penal,  á  cargo  de  los  jueces  de  paz  con  apela- 
ción ante  el  Juez  de  Sección  mas  inmediato,  y  después  á  la  Su- 
prema Corte  Nacional,  siempre  que  el  valor  discutido  csceda 
do  dos  mil  pesos  fuertes. 

El  artículo  9.°  de  la  ley  dice  esplícitamente  que  mientras  el 
KÚmero  de  habitantes  de  una  sección  no  llegue  á  mil  el  Gober- 
nador nombrará  un  Juez  de  paz  y  el  Comisario  municipal  ;  y  una 
vez  que  llegue  á  este  número  convocará  inmediatamente  el 
pueblo  á  elecciones. 

Ya  se  vé  que,  comparándola  con  las  leyes  de  los  Estados- 
Unidos,  es  deficiente,  puco  prolija  y  no  concede  suficiente  la- 
titud de  acción  á  los  Territorios  para  convertirse  en  pro- 
vincias. 

Pero  estx  deficiencia  está  esplicada  por  la  razón  que  ha  me- 
diado para  dictarla. 

Ni  respecto  del  Chaco,  ni  respecto  de  la  Patagonia,  tiene 
por  objeto  gobernar  territorios  cuya  población  esté  creciendo : 
en  uno  y  otro  caso  ha  sido  acto  de  autoridad  encaminado  á  res- 
guardar derechos  territoriales  de  la  República. 

Por  otra  parte,  el  territorio  del  Chaco  es  un  territorio  indio, 
que  solo  tiene  un  núcleo  de  población  blanca  y  civilizada  en 
Yilla  Occidental;  y  el  de  la  Patagonia  es,  pura  y  esclusivamente 
indio  ;  puesto  que  la  ley  reciente  que  crea  su  Gobierno  le  dá  por 
asiento  el  pueblo  del  Carmen  de  Patagones,  que  no  pertenece  al 
territorio  de  la  Patagonia,  propiamente  dicho,  siuó  á  la  Provin- 
cia de  Buenos  Aires. 

146 — Ahora,  ¿cómo  deben  adaptarse  á  la  índole  del  federalis- 
mo las  leyes  destinadas  á  organizar  los  Territorios? 

Se  desprende  de  lo  que  acabo  de  decir. 

Se  adaptan  á  la  índole  del  federalismo,  organizando  el 
gobierno  de  tal  suerte  que  sin  disminuirlo  hasta  hacerlo  im- 
potente, tampoco  se  le  aglomere  en  un  solo  núcleo  de  autoridad, 
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de  suerte  de  hacerlo  peligroso  ;  es  decir,  que  se  adapten  al  fede- 
ralismo organizando  el  gobierno  bajo  el  principio  de  la  descen- 
tralización. 

Se  adapta  también  á  este  objeto,  encaminando  su  régimen  á 
preparar  la  conversión  del  territorio  en  Provincias,  como  vemos 
que  lo  hace  la  legislación  de  los  Estados-Unidos, 

147 — La  admisión  de  nuevos  Estados  en  la  Union,  ha  sido,  eu 
Norte-América,  materia  de  largas  controversias  ;  y  resolver  este 
punto  parece  que  fué  uno  de  los  motivos  que  mas  contribuyeron 
á  la  reunión  de  la  Convención  de  Filadelfia  en  1787. 

Los  artículos  de  Confederación  solo  contenían  dos  disposiciones 
relativas  á  cualquier  ensanche  territorial  del  pais  ó  aumento  de 
Estados  en  la  Union. 

Una  de  sus  cláusulas  establecía  que  el  Canadá  podía  ser  admi- 
tido á  la  Confederación,  sin  solemnidad  alguna,  en  el  acto  que 
lo  solicitase  ;  y  otra  establecía  que  ningún  otro  Estado  podía  ser 
admitido  en  la  Union  sin  espreso  consentimiento  de  nueve  de  los 
Estados  primitivos. 

Por  otra  parte,  cuando  la  Convención  de  Filadelfia  se  reunió 
había  muchas  fracciones  del  territorio  que  se  encontraba  en 
situación  análoga  y  divergentes  del  punto  de  vista  de  sus  rela- 
ciones con  los  antiguos  Estados  y  con  la  Union. 

En  primer  lugar,  vemos  el  territorio  Nord-Oeste  formado  por 
las  cesiones  ya  hechas  de  parte  de  algunos  Estados  en  favor  de  los 
Estados-Unidos,  por  la  solicitud  de  que  nos  hemos  ocupado  en 
otra  oportunidad,  y  que  el  Gobierno  Federal  fundaba  en  la  nece- 
sidad de  garantizar  la  deuda,  fomentar  la  población,  el  desarro- 
llo y  el  engrandecimiento  general  del  pais. 

En  seo-uudo  luo-ar,  los  territorios  cuya  sección  deseaba  obtener 
el  Gobierno  Federal,  y  que  continuaba  persiguiendo  con  ei  mis- 
mo empeño  y  anhelo  con  que  había  perseguido  las  ya  obte- 
nidas. 

En  tercer  lugar,  el  territorio  de  Vermont  en  el  Estado  de 
Nueva-York,  que  desconocía  la  autoridad  del  Estado,  pero  ni 
estaba  reconocido  como  independiente,  ni  tenia  representación 
en  la  Convención. 

En  cuarto  lugar,  el  Territorio  de  Kentucky  en  Virginia,  que 
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también   aspiraba  á  la  independencia,  y  contaba  para  obtenerla 
con  el  consentimiento  del  Estado  de  que  formaba  parte. 

A  todo  se  proveyó  por  medio  de  la  Sección  3.^  inciso  1.°  del 
artículo  4.°  de  la  Constitución,  que  dice  :  "  Podrá  admitirse  por 
la  Legislatura  nuevos  Estados  en  esta  Union  ;  pero  no  se  formará 
en  adelante  ni  se  erigirá  un  nuevo  Estado  dentro  de  la  jurisdicción 
de  ninguno  de  los  actuales  Estados  sin  el  consentiminto  de  su 
Legislatura  así  como  del  Congreso.  " 

148 — Üos  dificultades  se  han  suscitado  y  han  dado  motivo  á 
largos  debates  en  aquel  pais,  atingentes  con  esta  materia. 

Ante  todo  :  ¿  tiene  el  Gobierno  Federal  facultad  para  adquirir 
territorios  estrangeros,  por  cesión,  por  compra,  ó  por  conquista  ? 

La  cuestión  ha  sido  resuelta  contradictoriamente  en  el  terreno 
teórico. 

Los  que  la  resuelven  afirmativamente  consideran  que  es  objeto 
capital  del  Gobierno  de  los  Estados-Unidos,  y  lo  seria  de  todo 
gobierno  aunque  la  Constitución  no  lo  espresara,  propender  al  de- 
sarrollo y  engrandecimiento  progresivo  del  país;  y  que  como  los 
ensanches  territoriales,  tienden  á  aumentar  la  población,  y  dar 
al  país  influencia  y  vigor,  si  la  Constitución  quiere  el  fin,  necesa- 
riamente debe  consentir  los  medios,  y  en  consecuencia  es  lícito 
que  el  Gobierno  adquiera  territorios  estrangeros,  ó  admita  la  in- 
corporación de  un  Estado  estrangero  al  seno  de  la  Union. 

De  la  parte  contraria  se  argumenta,  y  no  sin  razón,  que  si 
bien  el  Gobierno  Federal  tiene  por  objeto  propender  al  engran- 
decimiento y  desarrollo  del  país,  debe  medir  sus  pasos  de  suerte 
de  no  sacrificar  su  primitiva  organización  íocial  y  política 
conservando  su  tipo  moral,  la  índole  de  sus  instituciones, 
el  predominio  de  la  lengua  y  de  la  raza  que  constituía  el  núcleo 
nacional  declarado  independiente  en  1776;  y  !a  admisión  de  nue- 
vos Estados,  la  incorporación  de  territorios  estrangeros,  la  pobla- 
ción por  grandes  masas  de  hombres  de  otra  raza  y  otra  lengua, 
pueden  dar  fuerza  á  la  Nación,  pero  transformándola. 

No  se  puede  negar  que  este  raciocinio  es  poderoso  ;  pero  á  la 
verdad,  él  no  ha  pi-evalecido,  y  la  prueba  de  ello  es  concluyeute. 

Los  Estados-Unidos  en  el  día  de  la  emancipación  ocupaban 
una  superficie  de  850,000   millas  cuadradas ;  cuando  en   1867 


—  127  — 

compraron  el  territorio  de  Alaska,  llegaron  á  tenor  una  supcrli- 
cie  territorial  de  3.624,000  millas  cuadradas;  lo  que  quiere  decir, 
que  el  territorio  de  los  Estados-Unidos  se  ha  cuadruplicado  con 
exceso  ;  y  el  número  de  sus  Estados  políticos  ha  aumentado  con- 
siderablemente por  el  uso  que  el  Gobierno  Federal  ha  hecho  de 
la  atribución  que  se  le  disputaba. 

149 — Otra  dificultad  discutida  allí,  es  la  de  si  tienen  los  Es- 
tados nuevos  perfecta  igualdad  de  dei-echos  con  los  primitivos,  si 
el  Congreso  puede  ó  nó,  al  tiempo  de  reconocer  en  su  capacidad 
de  Estado  á  un  Territorio  ó  de  recibir  en  la  Union  un  Estado 
estrangero,  concederle  ó  negarle  franquicias? 

La  cuestión  planteada  así  ha  dado  lugar,  como  indiqué,  6.  de- 
bates muy  empeñados  pero  poco  prácticos,  á  la  verdad,  pues  en 
todo  lo  sustancial  ella  está  resuelta  por  la  siguiente  regla  univer- 
salmente  reconocida  en  la  práctica  y  en  la  ciencia: — ^'Los  dere- 
chos de  Estado  son  conferidos  por  la  Nación.  La  nación  puede 
negarlos  á  los  Estados  que  los  soliciten,  así  como  puedo  decla- 
rarlos caducos  cuando  los  Estados,  (ya  sean  de  los  primitivos,  ya 
de  los  nuevos,)  incurran  en  rebelión  contra  la  Constitución  y  las 
autoridades  nacionales. 

El  Gobierno  Federal  al  aceptar  en  calidad  de  Estado  un  Ter- 
ritorio conserva  deriechos  sobre  las  tierras  vacantes  dentro  de  sus 
límites,  lo  cual  como  es  visible,  restringe  su  soberanía. 

Las  leyes  que  rijen  la  materia  respecto  de  los  territorios  pan- 
tanosos y  anegadizos,  son  una  escepcion  confirmatoria  de  esta 
regla  general ;  de  suerte  que  á  salvo  los  principios  universales 
del  federalismo,  y  salvada  la  promesa  de  1787,  de  que  la  adqui- 
sición de  territorios  hecha  por  el  Gobierno  Federal  tenia  por 
objeto  la  creación  de  nuevos  Estados  que  habían  de  gozar  de 
perfecta  igualdad  de  franquicias  y  preeminencias  con  los  Esta- 
dos primitivos,  los  Estados-Unidos  tienen  potestad  para  delimi- 
tar la  ostensión  del  derecho  de  gobierno  propio  de  los  Estados 
que  se  forman  bajo  el  amparo  de  la  Constitución  y  por  el  con- 
sentimiento del  Congreso  ;  y  lo  esplicará  mejor  una  ojeada  sobre 
los  precederos  seguidos  cuando  se  trata  de  convertir  un  Terri- 
torio en  Estado. 

150 — El  territorio  que  ha  llegado  á  tener  población  y  riquc- 
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za  suficientes  para  manejar  por  sí  mismo  sus  asuntos  internos, 
solicita  del  Congreso  permiso  para  ciarse  una  Constitución,  san- 
cionada la  cual,  debe  recibir  su  investidura  de  Estado. 

El  Congreso  al  conceder  este  permiso  (si  lo  cree  oportuno) 
prescribe  las  solemnidades  que  se  deben  observar  para  sancionar 
la  ley  fundamental  del  Estado  naciente  ;  y  puede  y  suele  obli- 
garle á  incorporar  en  ella  cláusulas  determinadas.  Asi,  la  ley  de 
1875  autorizando  al  Territorio  del  Colorado  á  dictar  una  Cons- 
titución á  fin  de  poder  aspirar  á  la  categoría  de  Estado,  le  impo- 
ne el  deber  de  asegurar  la  tolerancia  religiosa. 

Las  cláusulas  puestas  en  la  Constitución  de  los  Estados  por 
determinación  del  Congreso,  no  pueden,  en  ningún  caso,  ser  re- 
vocadas por  la  autoridad  csclusiva  del  pueblo  de  los  Estados; 
necesítase  para  alterarlas  el  consentimiento  de  la  autoridad  que 
las  impuso.  De  suerte  que  son  verdaderas  condiciones  y  límites 
puestos  á  la  Goberanía  local  por  la  autoridad  de  la  Nación. 

El  Presidente,  por  lo  demás,  es  el  que  encabeza  y  vijila  las 
operaciones  requeridas  desde  la  convocación  del  pueblo  á  elec- 
ciones hasta  promulgar  la  Constitución  ;  ó  lo  que  es  igual,  es  el 
Presidente  quien  dirije  todos  los  actos  políticos  que  convierten 
un  Territorio  en  un  Estado. 

151 — El  artículo  13  de  la  Constitución  Argentina  (único  es- 
tatuto nacional  sobre  la  materia)  es  igual  á  la  cláusula  concor- 
dante de  la  de  los  Estados-Unidos,  y  dice  así :  "  Podrán  admitir- 
se nuevas  Provincias  en  la  Nación,  pero  no  podrá  erigirse  una 
Provincia  en  el  territorio  de  otra  ú  otras,  ni  de  varias  formarse 
una  sola,  sin  el  consentimiento  de  la  Legislatura  de  las  Provin- 
cias interesadas  y  del  Congreso.  " 

Y  si  el  derecho  de  los  Estados  en  Norte-América  tiene  las 
restricciones  espuestas,  mucho  mas  aplicable  es  la  doctrina  que 
de  esos  antecedentes  se  desprende,  en  la  República  Argentina, 
donde  relativamente  el  derecho  provincial  es  mas  restricto. 

152 — Hay  finalmente  una  cuestión  que  está  en  perspectiva, 
desgraciadamente  lejana,  pero  de  la  cual  no  puedo  resignarme  á 
prescindir  aquí. 

La  nacionalidad  argentina  está  mutilada.  Tres  fracciones  de 
nuestra  unidad  tradicional  é  histórica,    están   desprendidas   del 
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cuerpo  de  la  Nación  :  una  porque  cedió  á  la  influencia  prolonga- 
da y  nociva  del  partido  de  Bolivar,  tan  pobre  hombre  de  estado 
como  ilustre  y  glorioso  cuando  acaudillaba  las  muchedumbres 
ó  actuaba  en  los  campos  de  batalla  :  otra,  porque  siguió  los  som- 
brios  amaños  do  un  déspota  receloso  y  feroz ;  la  tercera  porque 
se  dejó  arrebatar  en  el  arranque  tumultuoso  do  las  muchedum- 
bres y  por  la  vanidad  insensata  de  los  caudillos. 

Mas  hay  otro  elemento  activo  c  influyente  en  esta  mutilación 
de  nuestra  unidad  política :  ese  elemento  es  la  influencia  del 
Brasil. 

El  Vireinato  del  Rio  de  la  Plata  fué  creado  precisamente 
para  resistirla ;  y  por  el  desarrollo,  en  cierto  modo  proporcional, 
y  anómalo  por  accidentes  (á  que  no  es  estraño  el  Brasil)  que 
estos  paises  han  tomado  en  los  últimos  cincuenta  años,  es  evi- 
dente que  no  hay  perfecto  equilibrio  entre  el  poder  para  cuya 
resistencia  fué  establecido  el  Vireinato  del  Plata  y  la  fuerza  des- 
tinada á  contrapesarlo. 

El  Evangelio  ha  dicho :  "  todo  reino  dividido  entre  sí  será  de- 
solado. " 

Y  nuestras  propias  discordias  han  permitido  que  una  potencia, 
relativamente  enorme  en  Sud-América,  interesada  en  que  des- 
aparezca la  única  unidad  nacional  capaz  de  contrarestarla,  haya 
conseguido  dispersar  lo  que  no  ha  conseguido  absorber. 

Por  consiguiente,  hay  un  empeño  á  que  anhelosamente  debie- 
ran concurrir  todos  los  hombres  que  en  esto  país  tienen  una  in- 
fluencia sobre  la  opinión  ó  una  autoridad  en  el  gobierno :  es 
menester  reconstruir  la  unidad  argentina. 

— Ahora,  ¿  encontraría  este  propósito  de  política  trascen- 
dental un  obstáculo  en  nuestra  Constitución  ? 

Algunos  piensan  que  sí; — yo  pienso  lo  contrario. 

La  Constitución  dice  en  el  artículo  13,  que  la  Nación  puede 
admitir  nuevas  Provincias  en  su  seno  ;  y  la  mutilación  de  lapa- 
tria  era  conocida  por  los  legisladores  que  en  1853  y  1860  dicta- 
ron la  ley  fundamental  del  país. 

Esos  legisladores  no  podían  menos  de  proveer  la  hora  ventu- 
rosa en  que  han  de  llegar,  mediante  Dios,  á  solicitar  su  reingre- 
so á  la  familia  argentina  nuestros  hermanos  del  Estado  Oriental, 
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del  Paraguay,  de  las  Provincias  argentinas  de  Bolivia,  dispersos 
por  las  catástrofes  y  las  intrigas. 

Las  dificultades  que  aun  aceptada  esta  interpretación  del  ar- 
tículo 13,  se  susciten  contra  la  realización  de  ese  propósito,  son 
otras. 

Puesto  que  la  Constitución  establece  uniformidad  de  legisla- 
ción en  materia  civil,  penal  y  comercial,  aquellos  grupos  que  han 
estado  durante  largos  años  separados  de  la  República,  acaso  no 
la  aceptarian. 

Ante  todo,  observo  que  seria  tan  importante  para  el  porvenir 
del  país  la  reintegración  de  nuestra  nacionalidad,  que  una  modi- 
ficación constitucional  seria  oportuna  en  el  caso,  aun  para  la  na- 
ción mas  prudente  y  conservadora  de  la  tierra. 

Y  añadiré  que  la  uniformidad  de  antecedentes,  la  identidad 
del  punto  de  partida  que  respecto  de  la  lejislacion  tienen  todos 
esos  países,  hacen  menos  repugnante  la  uniformidad  de  la  legisla- 
ción civil  establecida  por  la  Constitución,  aun  sin  contar  que  una 
de  las  fracciones  argentinas,  hoy  dia  segregadas,  se  ha  apresura- 
do á  adoptar  las  leyes  del  orden  civil  de  la  República  :  el  Código 
argentino  rige  en  el  Paraguay. 

— Otro  inconveniente  provendría  de  la  deuda  que  gravita  so- 
bre aquellos  Estados. 

Las  Provincias  pueden  contraer  deudas  ;  y  por  otra  parte,  si  la 
Nación  se  comprometiera  á  garantir  la  de  las  Provincias  reincor- 
poradas, no  les  crearía  una  situación  escepcional  sino  transitoria- 
mente, lo  cual  no  contrariaría  el  sistema  federal. 

Las  leyes  de  Norte-América  establecen  que  una  porción  del 
producto  de  las  tierras  públicas  de  los  nuevos  Estados  será  em- 
pleada en  su  sostenimiento  y  auxilio  ;  una  cláusula  de  la  Consti- 
tución Argentina  establece  también  que  el  Gobierno  Federal 
subvenciona  á  las  Provincias  cuyos  recursos  no  alcancen  para 
satisfacer  todos  los  gastos  de  su  presupuesto. 

Con  mayor  razón  se  podría,  ó  bien  garantir,  ó  bien  aceptar  co- 
mo deuda  nacional,  la  de  cualquiera  de  aquellas  Provincias. 

El  inconveniente,  por  consecuencia,  es  aparente  é  ilusorio. 

Y  terminaré  formulando  un  voto  :  ¡  que  llegue  pronto  el  dia  en 
que  sea  urgente  la  resolución  de  estas  dificultades,    y  preocu- 
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pe  á  todos  los  lioml>res  interesados  en  la  gloria  y  el  destino  his- 
tórico de  nuestra  patria  ! . . . . 

Yo  sé  que  vosotros  lo  compartís;  porque  estáis  en  la  edad  en 
que  todo  acento  noble  resuena  en  el  fondo  del   corazón. — (Los 
'iladiantcs  se  ponen  de  pié  y  prorumpen  en  aplausos.) 
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